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Actividades y artículos
 





EL ESTATUTO DE ROMA
 
Y EL DERECHO HUMANITARIO*
 

Dr. José Luis Soberanes Fernández, 
Presidente de la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos 

La adopción en 1998 del Estatuto de Roma, el cual establece la Corte Penal Internacional, generó 
grandes expectativas entre los miembros de la comunidad internacional. Ante el registro de más de 
250 conflictos armados, tanto internacionales como de orden interno, durante los últimos 50 años 
del siglo XX con un saldo trágico de 170 millones de pérdidas humanas, finalmente se lograba cris­
talizar la vieja idea de crear un órgano jurisdiccional internacional competente para juzgar los crí­
menes cometidos contra la paz y la seguridad internacionales. 

Indudablemente, este hecho habrá de marcar un hito en la historia de una trascendencia tal vez 
equiparable a la paz de Westfalia o al establecimiento de las Naciones Unidas. Por ello, más allá del 
fin explícito consagrado en este importante instrumento internacional conviene destacar aquellos 
rubros que lo perfilan como un verdadero parteaguas. En este sentido, al hablar de la Corte Penal 
Internacional es necesario abordar los tres hilos conductores de su entramado, es decir, la tutela de 
los Derechos Humanos, la consolidación del sistema de justicia internacional y el papel de las so­
beranías nacionales. 

Por cuanto hace al primer aspecto, aun cuando el Estatuto de Roma, como tal, desarrolla aspectos 
de derecho humanitario, no puede obviarse que en su concepción estuvo presente el reforzar la tu­
tela de los derechos fundamentales de los individuos. En este sentido, el Estatuto encarna la tran­
sición actual de la universalización a la globalización de la protección y promoción de los Derechos 
Humanos. Es decir, la idea de que todos los miembros de la comunidad internacional promuevan el 
cumplimiento de los derechos fundamentales en cualquier parte. La adopción del Estatuto abre la 
posibilidad de lograr este fin en forma ordenada. 

Como continuación de lo anterior, puede decirse que este instrumento encarna varias de las ten­
dencias cuyo ritmo ha ido delineando el nuevo perfil de las relaciones internacionales. El más impor­

* Palabras del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
pronunciadas con motivo de la inauguración del Seminario “La Corte Penal Internacional”, celebrado en la ciudad de 
México los días 28 y 29 de agosto de 2000. 
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tante a destacar es, sin duda, la aproximación a un mecanismo de justicia global basado en la protec­
ción de los Derechos Humanos. De lo anterior se desprende su caracterización como un medio para 
democratizar a la sociedad mundial. 

En un contexto internacional cada vez más integrado se hace indispensable contar con un marco 
que ofrezca certidumbre a las acciones de promoción y protección de los Derechos Humanos. Así, 
como corolario de ello se encuentra la necesidad de reconocer la importancia de promover la inte­
gración mundial basada en el derecho. 

En cuanto al tercer hilo conductor a considerar, difícilmente puede preverse un retroceso o dis­
minución en las inercias de la integración. Esta situación no debe verse como un atentado a la sobe­
ranía del Estado. Por el contrario, la universalización y la globalización de los principios que susten­
tan la paz y la seguridad internacionales ofrecen una oportunidad para que sociedades como la 
mexicana consoliden sus procesos de apertura y democracia interna. 

Aun cuando la negociación y adopción del Estatuto de Roma marca un hito en la evolución del 
derecho internacional, sería poco realista definir su resultado como un éxito absoluto. El mecanis­
mo no es perfecto y habrá de ser mejorado. Sin embargo, independientemente del futuro de este instru­
mento es posible afirmar que su influencia se hará sentir en varias áreas de la convivencia interna­
cional. No sólo influirá en la futura evolución del derecho humanitario o del derecho internacional 
de los Derechos Humanos. También habrá de tener impacto en el desarrollo del derecho internacio­
nal de los tratados y del derecho internacional de las organizaciones. Convendría estar atentos a esta 
tendencia para poder incidir activamente en ella. 

En suma, debemos ver en la adopción del Estatuto de Roma no sólo un freno a los crímenes de guerra, 
de lesa humanidad, y el genocidio y la agresión, sino también un elemento de predictibilidad en las 
relaciones internacionales con el potencial de ser un instrumento útil en la búsqueda de una sociedad 
internacional más democrática basada en la protección y la promoción de los Derechos Humanos. 
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LA CORTE PENAL INTERNACIONAL:
 

AVANCES Y PERSPECTIVAS*
 

Lic. Ulises Canchola Gutiérrez, 
Director General de Asuntos 
Internacionales de la CNDH 

Con objeto de difundir entre los miembros de la sociedad mexicana las disposiciones y los alcances 
del Estatuto de Roma, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en colaboración con la Acade­
mia Mexicana de Derechos Humanos, Amnistía Internacional y las organizaciones representadas en 
la Red “Todos los Derechos para Todos”, organizó el Seminario “La Corte Penal Internacional”, 
llevado a cabo los días 28 y 29 de agosto del presente año. 

Con la participación de funcionarios gubernamentales, expertos y litigantes se analizaron diver­
sos aspectos del Estatuto de Roma desde el punto de vista de cuatro rubros abordados en igual 
número de mesas: El funcionamiento de la Corte Penal Internacional, Las víctimas en el Estatuto 
de Roma, La viabilidad de la Corte Penal Internacional y La instrumentación del Estatuto de Roma. 

Las exposiciones fueron de gran calidad y presentaron un amplio y claro panorama sobre el Es­
tatuto de Roma y el futuro de la Corte Penal Internacional. 

En la primera mesa se hicieron referencias a los antecedentes históricos de la Corte Penal Inter­
nacional y al tipo de disposiciones contenidas en el Estatuto, y se aludió a algunos aspectos opera­
tivos de este instrumento. En la segunda mesa se hizo un análisis de este instrumento internacional 
desde la perspectiva de las víctimas. 

Estas dos primeras mesas comenzaron a perfilar el tipo de aspectos jurídicos a considerar para 
lograr la implantación del Estatuto en México. 

* Relatoría del Seminario “La Corte Penal Internacional”, a cargo del licenciado Ulises Canchola Gutiérrez, Director 
General de Asuntos Internacionales de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Pronunciada en la ciudad de 
México el 29 de agosto de 2000. 
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La tercera mesa procedió a una minuciosa disección de las disposiciones del Estatuto de Roma 
confrontándolas con varias de las normas establecidas en el sistema jurídico mexicano. De igual 
forma, se definió el contexto internacional actual en el cual se redactó este instrumento internacio­
nal y se hizo un análisis histórico sobre las nociones de Estado y soberanía, particularmente centra­
das al caso de México. 

Finalmente, en la cuarta mesa se realizaron observaciones más puntuales respecto del tipo de 
cambios necesarios para hacer operativas las disposiciones del Estatuto de Roma en el sistema jurí­
dico mexicano. 

Las sesiones de preguntas y respuestas fueron realmente indicativas del interés generado entre la 
sociedad mexicana respecto del tema bajo estudio, no sólo por el número de asistentes al evento, 
sino también por la calidad de las preguntas formuladas. 

Los resultados más relevantes de estos dos días de discusión y reflexión pueden agruparse en dos 
grandes categorías: consideraciones de fondo y consideraciones de procedimiento. 

En el primer rubro se identificaron los siguientes elementos: se percibió un consenso en torno a 
la idea de establecer una Corte Penal Internacional, se distinguió el tipo de violaciones graves a la 
dignidad humana sujetas a la competencia de la Corte Penal Internacional (crímenes de guerra, 
crímenes de lesa humanidad, genocidio y agresión) y se reconoció el carácter complementario de 
la Corte Penal Internacional y la existencia de varias normas en el Estatuto de Roma cuyas disposi­
ciones no son del todo compatibles con el texto actual de la Constitución mexicana y las leyes se­
cundarias. 

Asimismo, a lo largo de estas reflexiones trascendieron tres aspectos fundamentales: la defensa 
y la promoción de los Derechos Humanos, el establecimiento y la consolidación de un sistema inter­
nacional de justicia y la soberanía nacional. 

Por cuanto al segundo rubro se reconoció la vocación y la tradición de México en la tutela de los 
derechos fundamentales a lo largo de su historia y de su práctica internacional. Por lo mismo, se des­
tacó el también histórico apoyo de nuestro país al establecimiento de una Corte Penal Internacional 
como un medio para terminar con los tribunales ad hoc, es decir, con la justicia hecha ex post facto a 
la medida del acusado. Entre otras de las ventajas referidas durante el seminario se aludió a la certi­
dumbre otorgada por un sistema de normas acordadas entre los miembros de la comunidad inter­
nacional. 

El tema de la soberanía nacional fue el hilo conductor de los dos aspectos anteriores. En el contexto 
actual no se trata de renunciar o reinventar la soberanía nacional, sino solamente de aplicarla. Para 
ello, es importante tener presente no sólo el ámbito externo de integración y “globalización” (y cuyo 
avance no espera verse mermado, al menos en el corto plazo), sino también el contexto interno: la 
evolución histórica del Estado mexicano. 
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Muy pertinente en este sentido resultó la idea respecto de la “atemporalidad de los conceptos”. 
Éstos evolucionan, como lo hace nuestro sistema jurídico. Como concluyó otro de los distinguidos 
ponentes, “nuestra Constitución no es pétrea”. A la luz de instrumentos como el Estatuto de Roma 
queda claro que habrá de ejercerse la soberanía en forma acorde a la protección y promoción de los 
Derechos Humanos en el contexto actual de integración. 

Finalmente, las reflexiones expresadas a lo largo de estos dos días confirman que, independiente­
mente de que el Estatuto de Roma entre en vigor o no, ya ha comenzado a influir en varias áreas de 
la convivencia internacional y nacional. El hecho mismo de reunirse y discutir sus disposiciones y 
su alcance es clara prueba de ello. 

En los aspectos procedimentales se puntualizó con claridad la diferencia entre las implicaciones 
de la firma del Estatuto y su ratificación, así como las implicaciones de la adhesión. También se ad­
virtieron distintas posiciones respecto de la forma y el tiempo para que México suscriba este instru­
mento internacional. 

En este sentido se conformaron dos posturas. Por una parte, algunos de los ponentes se pronun­
ciaron a favor de firmar el Estatuto ad referendum y, después, realizar las modificaciones cons­
titucionales y legales correspondientes a efecto de ratificarlo. La firma implicaría solamente la 
obligación de parte de nuestro país de no realizar actos que vayan directamente en contra del fin del 
Estatuto de Roma, tal cual lo establece el derecho internacional de los tratados. De igual modo, 
varios participantes expresaron su deseo de que el Presidente de México, doctor Ernesto Zedillo, 
firme el Estatuto de Roma durante su próxima visita a Nueva York con motivo de su participación 
en la Cumbre del Milenio. 

Por otra parte, algunos ponentes parecieron inclinarse por realizar primero los ajustes consti­
tucionales necesarios antes de proceder a suscribir el Estatuto. Ello implicaría, necesariamente, 
ubicarnos en el escenario de una adhesión. 

En suma, como corolario puede decirse que para hacer viable a la Corte Penal Internacional se 
requiere de la difusión y promoción de una cultura de respeto a los Derechos Humanos. Ésta ha 
sido, precisamente, la finalidad de este Seminario. 
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EL ESTATUTO DE ROMA:
 
ÚTIL HERRAMIENTA PARA LA
 

CONSOLIDACIÓN DE LAS SOCIEDADES*
 

Dr. José Luis Soberanes Fernández, 
Presidente de la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos 

Si bien el alcance de algunas de las disposiciones del Estatuto de Roma tiene claras consecuencias 
en el sistema jurídico mexicano, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera que la 
firma por parte de México del Estatuto es una decisión política. En este sentido, deben resaltarse las 
siguientes consideraciones: 

El derecho es un instrumento y no un fin en sí mismo. La discusión sobre firmar el Estatuto de 
Roma, como cualquier otro instrumento internacional, debe responder, más bien, a la finalidad per­
seguida por el mismo. 

El objetivo de juzgar y castigar crímenes de la magnitud y gravedad como la de los crímenes 
competencia de la Corte Penal Internacional es plenamente consistente con la vocación de México 
por proteger y promover los Derechos Humanos a través de instrumentos jurídicos. Son estos sen­
timientos los que, precisamente, han inspirado nuestro orden constitucional. 

De la misma manera, la promoción del desarrollo y codificación del derecho internacional, a través 
de convenciones como el Estatuto de Roma, es congruente con las aspiraciones de México por lograr 
un orden internacional más democrático que, basado en un sistema de normas mundialmente reco­
nocidas, ofrezca seguridad y predictibilidad en la convivencia entre Estados. 

Más allá del contexto internacional y de las tendencias globalizantes, un instrumento como el 
Estatuto de Roma puede ser una útil herramienta en la consolidación de una sociedad abierta, trans­
parente y plural, como a la que aspira ser la mexicana. 

* Conclusiones del Seminario “La Corte Penal Internacional”, a cargo del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presi­
dente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Pronunciadas en la ciudad de México el 29 de agosto de 2000. 
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Por ello, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos expresa su apoyo a favor de la firma 
del Estatuto de Roma y espera que México exprese su voluntad política por establecer este órgano 
internacional antes del 31 de diciembre próximo. 

Lo anterior sería consistente con la posición constructiva que mantuvo México a lo largo de la 
negociación, enviaría una señal positiva a la comunidad internacional y crearía el marco adecuado 
para continuar con la consideración jurídica de los aspectos constitucionales como se abordó a lo 
largo del Seminario “La Corte Penal Internacional”. 
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PROGRAMA SUIZO
 
DE OBSERVACIÓN EN CHIAPAS
 

En julio pasado la Secretaría Ejecutiva recibió dos documentos de un mismo informe, como se había 
acordado el 22 de febrero, día en que se realizó una reunión de trabajo con los representantes de la De­
legación del Programa Suizo de Observación en Chiapas (Psoch): Psoch, Informe breve de la Ter­
cera Misión (18 al 29 de febrero 2000), y Psoch, Informe de la Tercera Misión, del 18 al 29 de fe­
brero del 2000. 

El Psoch tiene como instancias responsables a la Conferencia Episcopal Suiza y al Consejo de las 
Iglesias Protestantes de Suiza con sus grupos: Cáritas Suiza, Acción Cuaresmal, Pan para el Pró­
jimo (o Pan para Todos) y Ayuda de las Iglesias Protestantes de Suiza. Este Programa “quiere ser 
un instrumento de buenos servicios hacia la búsqueda de la paz” en la región chiapaneca. Su 
meta es “conocer la situación y analizar posibilidades de apoyo hacia una solución del conflicto 
y una paz durable”. A continuación citamos las Recomendaciones que aparecen en el Informe 
breve: 

1a. Recomendación para el Gobierno mexicano: 

“La Delegación urge a los gobiernos federal y estatal que redoblen sus esfuerzos para la reforma 
profunda del sistema de procuración e impartición de la justicia, así como para la imposición del 
pleno respeto de los Derechos Humanos y de los principios del Estado de Derecho en el proceder 
de todos los organismos estatales, teniendo en cuenta sobre todo los informes de la Alta Comisio­
nada de la ONU, Mary Robinson, y de la enviada especial sobre Ejecuciones Fuera de Ley, Asma 
Jahangir”. 

2a. Recomendación para el Gobierno mexicano: 

“La Delegación urge al gobierno federal y al gobierno estatal de Chiapas a alentar y fomentar 
programas de grupos de la sociedad civil a favor de la paz en la zona de conflicto. La independencia 
de estos grupos debe ser respetada estrictamente en beneficio de la confianza. El control deberá 
limitarse a la legalidad de las actividades de tales organizaciones”. 
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3a. Recomendación para el Gobierno mexicano: 

“a) La Delegación ruega encarecidamente al Gobierno mexicano que examine seriamente la po­
sibilidad de una intermediación internacional, a pesar de todas las reservas, y de apreciar las expe­
riencias hechas en Guatemala en un conflicto similar. 

“b) Además, la Delegación aconseja urgentemente examinar la posibilidad de fortalecer la posi­
ción y las competencias de la Cocopa. Sobre todo habría que considerar otorgarle la autorización 
para efectuar investigaciones parlamentarias por su cuenta o encargar a otra comisión del Congreso 
los casos de denuncias contra acciones de las autoridades, inclusive el Ejército y las fuerzas de 
policía en la zona de conflicto...” 

Recomendaciones para el EZLN: 

“El EZLN es invitado a aceptar fundamentalmente [...] que aparte de los derechos colectivos se 
examinen también otras posibilidades de implementar eficazmente las demandas de los pueblos 
indígenas reconocidas en los Acuerdos de San Andrés”. 

Recomendación a las Iglesias suizas: 

“La Delegación ruega a la Conferencia Episcopal Suiza y a la Federación de las Iglesias Protes­
tantes de Suiza que empleen todos los medios adecuados para que se reanude el diálogo entre las 
Iglesias en la zona de conflicto que se vean afectadas por los supuestos conflictos religiosos. En el 
caso de las Iglesias protestantes habrá que ver urgentemente si y cómo las Iglesias hermanas de 
América Latina y Europa podrían contribuir activamente en el sentido del diálogo ecuménico y 
de la reconciliación”. 
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PROGRAMA MIGRANTES
 

El pasado 4 de julio, el doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, envió tres comunicados vinculados con la migración de mexicanos ha­
cia Estados Unidos: 

A la Secretaria de Relaciones Exteriores de México, Embajadora Rosario Green, le expresó “la 
conveniencia de iniciar consultas con las autoridades estadounidenses competentes a efecto de eva­
luar la posibilidad de que ambos gobiernos suscriban un acuerdo para regular el flujo migratorio 
laboral y proteger los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios”. 

A la Secretaria de Estado de Estados Unidos, señora Madeleine Albright, de forma paralela le 
propuso “la conveniencia de que el gobierno de su país inicie consultas con las autoridades mexi­
canas competentes a efecto de evaluar la posibilidad de que ambos gobiernos suscriban un acuerdo 
para regular el flujo migratorio laboral que aporta la mano de obra requerida por la economía esta­
dounidense y proteger los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios tomando en con­
sideración, también, los intereses de los distintos sectores de la sociedad involucrados”. 

A la señora Doris Meissner, Comisionada del Servicio de Inmigración y Naturalización de Esta­
dos Unidos, le expuso “nuestra indignación por los hechos ocurridos presumiblemente el pasado 1 
de julio del presente año, en que dos connacionales perdieron la vida ahogados en el río Bravo, frente 
a autoridades estadounidenses, quienes, según testigos, dañaron las cámaras de llanta que habían 
sido arrojadas para salvarlos”. Además, solicitó su intervención para que “se realice una investi­
gación sobre este suceso y, de ser el caso, se proceda a sancionar a los responsables”. 

Por otro lado, las fuentes documentales para la investigación de violaciones a trabajadores mi­
gratorios recibidas en julio en el Programa Migrantes son las siguientes: 

Frontera Norte: la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas informó que res­
pecto del periodo enero-diciembre de 1999 no localizó en sus archivos ninguna queja que se hubiese 
presentado por trabajadores migratorios mexicanos. 
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Frontera Sur: respecto de violaciones a los Derechos Humanos a nacionales de los países de 
Centro y Suramérica por parte de autoridades mexicanas, en el Programa Migrantes se recibieron 
comunicados de las Comisiones de Derechos Humanos de los Estados de Quintana Roo, Tabasco y 
Veracruz, en los que informan que no han recibido quejas por presuntas violaciones a los Dere­
chos Humanos durante el periodo enero-diciembre de 1999. Por su parte, el Defensor del Pueblo 
de Perú informó que tampoco ha recibido quejas por tal motivo. 
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PREMIACIÓN DEL SEGUNDO
 
CONCURSO DE ENSAYO
 

SOBRE DISCAPACIDAD 2000
 

La ceremonia de premiación y clausura del Segundo Concurso de Ensayo sobre Discapacidad 2000 
se llevó a cabo en el Auditorio Sur del Palacio Legislativo de San Lázaro. Estuvieron presentes el 
Diputado Federal Héctor Larios Córdova, Presidente de la Comisión de Atención y Apoyo a Dis­
capacitados de la Cámara de Diputados; la maestra Pilar Galindo López-Portillo de Cordero, Rec­
tora Regional de la Federación de Instituciones Mexicanas Particulares de Educación Superior (FIM­
PES), en representación del maestro Enrique Carrillo Barrios, Presidente de la FIMPES; la licen­
ciada Beatriz Castillo, académica de la Coordinación General de Difusión Cultural y de Extensión 
de los Servicios de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior 
(ANUIES), en representación del doctor Julio Rubio Oca, Secretario General Ejecutivo de la ANUIES, 
y el ministro Francisco Olguín Uribe, Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos (CNDH), en representación del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente 
de la CNDH. 

En dicha ceremonia se premiaron 17 trabajos. A los autores se les entregó una constancia y un 
paquete de publicaciones de la CNDH (Leyes de integración social para personas con discapacidad 
en las Entidades Federativas, Guía de instituciones públicas que atienden a las personas con dis­
capacidad e Incorporación al desarrollo de las personas con discapacidad) y al 1er., 2o. y 3er. 
lugares se les entregó la cantidad de $15,000.00, $10,000.00 y $5,000.00, respectivamente. 

1er. lugar: “Arquitectura y accesibilidad total” (seudónimo “Axis”), de Yolanda Guadalupe 
Bojórquez Martínez, Jorge Ramírez Robles y Miguel Ángel Castañeda Maciel. 

2o. lugar: “Hacia una cultura de apoyo a la discapacidad” (seudónimo “Viento”), de Rogelio C. 
Alcántara M. 

3er. lugar: “Derechos Humanos: piedra angular del desarrollo pleno y potencial de las personas 
con discapacidad” (seudónimo “Colibrí”), de José Luis Muñoz Andrade. 
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Menciones honoríficas: 

1a.: “La enfermedad de Alzheimer. Un duelo eterno” (seudónimo “W. Tona Tan”), de Sonia María 
Esbrí Sánchez. 

2a.: “Normas para el Convenio 159 de la OIT. Integración laboral de las personas con discapa­
cidad” (seudónimo “79”), de José de Jesús Torres Vera. 

3a.: “Análisis y propuestas de integración al mercado laboral de las personas con discapacidad” 
(seudónimo “Tomás Moro”), de José Luis Hernández Ramírez. 

4a.: “Eliminación de barreras arquitectónicas” (seudónimo “Nirvana”), de Dulce María Irene Gar­
cía Lizárraga. 

5a.: “Nada especial” (seudónimo “Unión Mioneural”), de Felipe Bernal Aguilar. 

6a.: “Los depositarios de mis derechos: discapacidad y Derechos Humanos” (seudónimo “Du­
que de Abismos”), de Sergio Aguilar Méndez. 

7a.: “Influencia del examen médico en los reglamentos de candidatos para ocupar fuentes de 
empleo en personas discapacitadas ciegas y de baja visión” (seudónimo “Ceguera y baja visión”), 
de Víctor López Segura. 

8a.: “Los Derechos Humanos, el seguro de discapacidad y el transporte urbano, su principal presta­
ción” (seudónimo “Sí hay tiempo”), de Felipe de Jesús González Godoy. 

9a.: “Los Derechos Humanos de las personas con discapacidad” (seudónimo “En carne pro­
pia”), de María Teodora Hernández Gómez. 

10a.: “Derechos de los niños y niñas discapacitados(as) y su realidad en el Estado de Chiapas” 
(seudónimo “Bankil”), de Jorge Emilio Morales Nájera. 

11a.: “Una mirada especial” (seudónimo “Lucero”), de Graciela Serrano de Sánchez. 

12a.: “La discapacidad, un estilo de vida” (seudónimo “ASAM”), de María Alejandra González 
Flores, Sandra Vargas Sánchez y Mónica Vázquez González. 

13a.: “Proyecto de actualización de los Centros de Atención Múltiple del Nivel Laboral en el D. F., 
según el enfoque de competencias laborales” (seudónimo “Mily”), de Miriam Ceniceros Rosales. 

14a.: “Integración educativa. Derecho del discapacitado” (seudónimo “Anayd”), de Isidra Olga 
Sandoval V. 
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CULTURA DE PAZ
 

Lic. Consuelo Olvera, 
Directora de Enlace de la Secretaría Técnica 

La preocupación actual por la paz no es algo nuevo, pues el ser humano, desde sus orígenes, ha mostra­
do interés por este tema. En ocasiones la paz es entendida como la serie de condiciones que producen 
bienestar y tranquilidad espiritual, pero también como un orden social en el que las personas y los pue­
blos puedan convivir en armonía y realizar los anhelos potenciales de su desarrollo por medio de un 
ejercicio democrático y responsable de la libertad; también es cierto que la paz es un valor deseado por 
todas y todos y, al mismo tiempo, es un concepto entendido de formas diversas, incluso opuestas. 

Aunque en múltiples ocasiones se ha repetido que la paz es mucho más que la ausencia de guerra, y 
que evidentemente en la guerra no puede haber paz, el enfoque al que anhelamos como humanidad debe 
dar cuenta de un referente ético-político muy ambicioso que suponga la transformación absoluta de 
cuanto hacemos en el mundo, pues éste dista sustancialmente del mantenimiento del status quo, tan 
cargado de injusticias, discriminación y desigualdad; tampoco queremos que se entienda desde una vi­
sión intimista como docilidad, pasividad o resignación, sino todo lo contrario, como aspiración a desar­
ticular los mecanismos de dominación a través de la resistencia no violenta como respuesta a las expre­
siones de autoritarismo y coerción de las libertades humanas. 

Aunque la paz parece ser un concepto fácilmente reconocido y muy comúnmente utilizado, su 
verdadera esencia va más allá de la idea creada alrededor de este tema (ausencia de guerra). 

Históricamente, la paz ha sido considerada de diversas maneras, entre ellas: 

a) La paz romana. Es el concepto al que más se recurre teórica y prácticamente. Se trata de una 
idea negativa de paz en la que ésta es considerada como ausencia de conflicto bélico o de estado de 
guerra. En este sentido, la paz por sí misma carece de un sentido palpable, ya que pareciera única­
mente tener significado en su contraste con la guerra o los hechos bélicos en general. 

De acuerdo con esta concepción romana (y predominantemente occidental), la paz se concibe a 
partir de dos fenómenos: el mantenimiento de la unidad y el orden interior y la defensa frente al 
exterior. 
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b) Estrechamente relacionada con la visión anterior se encuentra la idea de la paz como sinónimo de 
armonía, de serenidad, de ausencia de conflicto. Es una imagen cercana al eirene griego o al shalom 
hebreo, en donde la paz se vincula con un estado intimista, de tranquilidad interior y de paz con Dios. 

En ambos conceptos se refleja una idea pasiva de la paz, en la que se hace patente un estado 
“negativo”, es decir, existe siempre y cuando se dé la ausencia de algo (en este caso la guerra o los 
conflictos) sin tener una concepción en sí misma. 

c) La paz positiva es un concepto mucho más amplio que los anteriores. De acuerdo con Johan 
Galtung, “la paz es ausencia de violencia”; evidentemente este concepto se relaciona con un con­
cepto también amplio de la violencia en donde la distinción entre violencia directa e indirecta juega 
un papel fundamental: 

Violencia directa o personal. Es aquella en la que existe un autor específico que la comete, refi­
riéndose básicamente a la fuerza directa. Makenzie la define como: “ejercicio de la fuerza física con la 
finalidad de hacer daño o de causar perjuicio a las personas”. Ejemplos claros de la aplicación de 
fuerza directa son los golpes, homicidios, la guerra o la represión armada en general. 

Violencia estructural o indirecta, en la que no se puede ubicar un actor específico. Galtung la 
señala como un elemento dentro de la estructura social caracterizada por las desigualdades de poder 
y oportunidades. Desde este concepto serán causa de violencia la pobreza, el analfabetismo, la falta 
de servicios o las formas de represión no armada. 

De esta manera, Galtung da a la violencia un sentido más amplio, abarcando ambos conceptos y 
señalándola como todo aquello que obstaculiza la autorrealización humana (entendiendo a ésta 
como la satisfacción de las necesidades básicas, materiales y no materiales). Esta visión ha sido 
determinante en la construcción de un nuevo y más completo concepto de lo que significa la vigen­
cia del derecho a la paz. 

La paz es concebida por Galtung como ausencia de violencia, tanto directa como estructural, 
teniendo que ver no sólo con el desarme sino con la forma en que viven los seres humanos. “Supone 
la realización de la supervivencia, el bienestar, la identidad y la libertad para todos, es decir, la 
satisfacción de las necesidades humanas básicas”. 

Así, en este sentido positivo, la paz no sólo es ausencia de condiciones y circunstancias no desea­
das (concepto negativo), sino la presencia de condiciones y circunstancias deseadas, tanto a nivel 
interpersonal, intergrupal, nacional e internacional. 

La paz como un derecho humano encuentra su mejor expresión en algunos instrumentos interna­
cionales: 

—La Carta de Naciones Unidas. 
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—La Declaración Universal de Derechos Humanos (ONU, 1948). 

—La Declaración sobre el Fomento entre la Juventud de los Ideales de Paz, Respeto Mutuo y 
Comprensión entre los Pueblos (ONU, 1965). 

—La Declaración sobre la Preparación de las Sociedades para Vivir en Paz (ONU, 1978). 

—La Declaración sobre el Derecho de los Pueblos a la Paz (ONU, 1984). 

Y entre los instrumentos en materia educativa destaca la Recomendación sobre la Educación para 
la Comprensión, la Cooperación y la Paz Internacionales y la Educación relativa a los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales (UNESCO, 1974). 

Construir una cultura de paz nos permitirá, entre otras cosas, reducir o evitar todas las expresio­
nes de violencia, lo cual, desde luego, es una empresa que no se realiza de la noche a la mañana, 
sino que es un proceso que le da dirección a la posibilidad de potenciar valores, normas y prácticas 
de convivencia que son compatibles con los Derechos Humanos, la democracia y el desarrollo sos­
tenible. La perspectiva de la paz es la de avanzar en la mejora de las condiciones de vida humana y 
todo cuanto se haga. 

La paz es un bien común que sólo adquiere sentido y plenitud cuando se asume universalmente, 
de ahí la necesidad de contar con una dimensión global, internacional de la misma y que al mismo 
tiempo permee nuestra actividad individual y local. 

Celebramos que en 1997 la Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU) proclamó el año 
2000 “Año Internacional de la Cultura de la Paz”, y en 1998 proclamó la d‚cada 2001-2010 “De­
cenio Internacional de una Cultura de Paz y No Violencia”. El 4 de marzo de 1999, en París, se hizo 
público el Manifiesto 2000 por una Cultura de Paz y de No Violencia, con esto se marca el comienzo de 
una campaña mundial de sensibilización y movilización en pro de los objetivos del Año Internacio­
nal de la Cultura por la Paz. 

Finalmente comparto con Vicenc Fisas Armengol que “la paz no es un tratado, un decreto o una 
entelequia. Es un proceso dinámico, como el amor, que puede crecer, estancarse o desaparecer 
según la atención que se le preste, el deseo de disfrutarlo y la capacidad de compartirlo”. 
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Informe en materia de presuntas desapariciones de personas

INFORME SOBRE LAS QUEJAS
 
PRESENTADAS EN MATERIA
 

DE PRESUNTAS DESAPARICIONES
 
DE PERSONAS
 

NOTA PRELIMINAR 

En cumplimiento a los compromisos asumidos ante el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas 
o Involuntarias de la Organización de las Naciones Unidas, esta Comisión Nacional envió a la Oficina 
de las Naciones Unidas en Ginebra, Suiza, el Informe de las actividades llevadas a cabo del 11 de 
marzo al 20 de julio de 2000, en materia de presuntas desapariciones, para la celebración del 61o. 
Periodo de Sesiones del Grupo de Trabajo que tuvo verificativo del 21 al 25 de agosto de 2000. 

En dicho Informe, primordialmente, se hizo referencia a las decisiones adoptadas por el Grupo de 
Trabajo durante la celebración del 60o. Periodo de Sesiones, dentro de las que fueron considerados 
aclarados los casos de Juan Sandoval Vargas, Rogelio Cuevas Fuentes, Custodio Gómez Salvador, 
Estanislao Gutiérrez González, Carlos Montes Villaseñor, Fructuoso Mena de la Cruz y Joaquín Con­
treras Navarro. Mientras que los casos de Valente Zamora Cruz, José Sixto Sánchez y Herminio Sixto 
Sánchez serán considerados aclarados si después del periodo de seis meses posteriores a la notificación 
hecha por el Grupo de Trabajo los familiares no formulan ninguna observación. Asimismo, se sometió 
a consideración del Grupo de Trabajo la conclusión de los casos de Rogelio Betancourt Díaz, Jacob 
Nájera Hernández, Enrique San Juan Antonia y Cenobio Juan, además de que se extendió una amplia 
y cordial invitación al Grupo de Trabajo para visitar nuestro país. 
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PRESIDENCIA 

OFICIO NÚM. PCNDH/083/00 

México, D. F., 20 de julio de 2000 

Señor Ivan Tosevski, 
Presidente del Grupo de Trabajo sobre 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias 
de la Organización de las Naciones Unidas 

Excelentísimo señor Presidente: 

En nombre de la Institución que represento y en virtud de la celebración del 61o. Periodo de Sesiones 
del Grupo de Trabajo, que tendrá verificativo en la Oficina de las Naciones Unidas en la ciudad de 
Ginebra, Suiza, del 21 al 25 de agosto del año en curso, me permito informar a usted que en esta 
ocasión no me será posible comparecer personalmente a dicha sesión. No obstante lo anterior, me 
permito remitir el Informe de las actividades llevadas a cabo por esta Comisión Nacional del 11 de 
marzo al 20 de julio del año en curso, respecto de las quejas presentadas en materia de presuntas desa­
pariciones de personas en los Estados Unidos Mexicanos. 

El Informe que ahora se presenta hace referencia a las decisiones adoptadas por el Grupo de Traba­
jo durante la celebración del 60o. Periodo de Sesiones, a los acuerdos pendientes de emisión por parte 
del Grupo de Trabajo y a los casos concluidos por este Organismo Nacional durante el lapso que se 
informa. 

CAPÍTULO I
 
Antecedentes
 

1. El Informe presentado por esta Comisión Nacional ante el Grupo de Trabajo el 24 de abril del año en 
curso, durante la celebración del 60o. Periodo de Sesiones, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos 
de América, referente a las actividades realizadas del 17 de julio de 1999 al 10 de marzo de 2000. 

2. El comunicado G/SO 217/1 MEXI, emitido por el Grupo de Trabajo, del 5 de junio del año en 
curso, por medio del cual se informó de las decisiones adoptadas durante el 60o. Periodo de Sesiones 
(Anexo I*). 

* Los Anexos se entregaron al señor Ivan Tosevski como apoyo documental a este Informe. 
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CAPÍTULO II
 
Referencia a las decisiones adoptadas por el Grupo de Trabajo
 

durante el 60o. Periodo de Sesiones
 

1. Manifiesto a usted mi complacencia por haber considerado aclarados los casos de: 

1.1. Sandoval Vargas, Juan (98-001/MEXI). 
1.2. Cuevas Fuentes, Rogelio (98-017/MEXI). 
1.3. Gómez Salvador, Custodio (98-022/MEXI). 
1.4. Gutiérrez González, Estanislao (98-023/MEXI). 
1.5. Montes Villaseñor, Carlos (98-026/MEXI). 
1.6. Mena de la Cruz, Fructuoso (98-027/MEXI). 
1.7. Contreras Navarro, Joaquín (0002974). 

Lo anterior, en virtud de que en los seis primeros casos los denunciantes no formularon observacio­
nes a la respuesta gubernamental dentro del periodo de seis meses posteriores a la notificación corres­
pondiente, y en el último de ellos, en consideración al desistimiento formulado por la madre del agra­
viado, señora Guadalupe Navarro López. 

2. Esta Comisión Nacional toma en consideración que los siguientes casos serán aclarados defini­
tivamente si los denunciantes, dentro de los seis meses posteriores a la notificación, no formulan 
observaciones que requieran de un examen ulterior por parte del Grupo de Trabajo. 

0.1. Zamora Cruz, Valente (98/028-MEXI). 
0.2. Sixto Sánchez, Erminio (98/003-MEXI). 
0.3. Sixto Sánchez, José (98-002/MEXI). 

3. Asimismo, se considera que la información que este Organismo Nacional proporcionó sobre 
Antonio González Méndez (98/029-MEXI) no fue suficiente para aclarar el caso. 

En virtud de lo cual este asunto continúa en etapa de investigación, a fin de reunir los elementos y 
evidencias necesarios para su esclarecimiento. 

CAPÍTULO III
 
Acuerdos pendientes de ser emitidos por el Grupo de Trabajo
 

1. Santos Soto Aquino (003113). La señora Felicitas Aquino, madre del agraviado, manifestó su vo­
luntad de desistirse de la queja interpuesta, dado que consideraba que su hijo se encuentra sin vida. 
Esta solicitud se informó al Grupo de Trabajo durante la celebración del 53o. Periodo de Sesiones. 
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Al respecto, el Grupo de Trabajó solicitó el domicilio de la señora Felicitas Aquino (madre del 
agraviado), mismo que fue comunicado por este Organismo Nacional en dos ocasiones. La primera, 
mediante el comunicado PCNDH/112/99, del 28 de mayo de 1999, y la segunda, en el Anexo II del 
Informe presentado durante la celebración del 58o. Periodo de Sesiones el 30 de agosto del mismo 
año. No obstante ello, me permito informar a usted que el domicilio respectivo es: 

Calle Pedregal, manzana 76, lote 26 
Colonia Renacimiento 
Acapulco, Guerrero 
México, C. P. 39714 

2. Víctor Mesino Mesino (98/020-MEXI). La señora Rocío Mesino Mesino, hermana del agravia­
do, informó a este Organismo Nacional que su hermano se encuentra con vida y en completa libertad. 
Sin embargo, no precisó el lugar exacto donde se encuentra Víctor Mesino Mesino, sólo aseveró que 
radica en la ciudad de México. Tal situación fue comunicada al Grupo de Trabajo durante la celebración 
del 57o. Periodo de Sesiones, quien acordó solicitar el domicilio de Rocío Mesino Mesino, a fin de 
solicitarle confirmara la información proporcionada. 

Esta Comisión Nacional proporcionó dicho domicilio al Grupo de Trabajo en dos ocasiones. La 
primera, mediante el comunicado PCNDH/112/99, del 28 de mayo de 1999, y la segunda, en el Anexo 
II del Informe presentado durante la celebración del 58o. Periodo de Sesiones el 30 de agosto del 
mismo año. Con relación a lo anterior, informo a usted que Rocío Mesino Mesino puede ser localiza­
da en: 

a) Domicilio conocido
 
Colonia 18 de Mayo
 
Atoyac de Álvarez, Guerrero
 
C. P. 40930 

b) Calle Azaleas, manzana 1, lote 31
 
Colonia Jardines de San Lorenzo
 
Delegación Iztapalapa
 
C. P. 09940
 
México, Distrito Federal
 

3. En cumplimiento al requerimiento efectuado por el Grupo de Trabajo, durante la celebración del 
60o. Periodo de Sesiones, me permito informar a usted que respecto del asunto de Reyes Mayoral Jáu­
regui, el domicilio de Rubén Mayoral Román y Jorge Mayoral Román, hijos del agraviado, así como 
el de su señora esposa, María Isabel Román de Mayoral, son: 
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a) Rubén Mayoral Román y Jorge Mayoral Román
 
(hijos del agraviado)
 
Calle Francisco Sarabia núm. 98
 
Sector Libertad
 
Guadalajara, Jalisco
 

b) María Isabel Román de Mayoral
 
(esposa del agraviado)
 
Calle Venustiano Carranza núm. 416
 
Sector Libertad
 
Guadalajara, Jalisco
 

4. Con relación al asunto de Eusebio Peñaloza Silva, en el que el Grupo de Trabajo solicitó que se 
informara sobre su paradero, cabe aclarar que los familiares del agraviado aseveraron que él se encuen­
tra con vida y en completa libertad. A pesar de ello, y por motivos personales, no refirieron su domi­
cilio actual. Es por lo anterior que me permito precisar los domicilios de sus familiares. 

a) Lorenza Peñaloza Silva
 
(hermana del agraviado)
 
Calle 16 de Septiembre núm. 139
 
Cuajinicuilapa, Guerrero
 
C. P. 41940 

b) Omar Peñaloza Añorve
 
(hijo del agraviado)
 
Calle 16 de Septiembre núm. 100
 
Cuajinicuilapa, Guerrero
 
C. P. 41940 

CAPÍTULO IV
 
Informe de las actividades practicadas
 
del 11 de marzo al 20 de julio de 2000
 

Con objeto de establecer el paradero de las personas denunciadas como presuntamente desapareci­
das, este Organismo Nacional efectuó 55 visitas de trabajo en 21 Entidades Federativas del país, 
incluyendo la ciudad capital, distribuidas de la siguiente manera: 

Entidad Número de visitas Entidad Número de visitas 

Baja California 1 Chihuahua 2 
Coahuila 1 Distrito Federal 5 
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Durango 1 Puebla 3 
Guanajuato 5 Querétaro 3 
Guerrero 6 Sinaloa 2 
Hidalgo 2 Sonora 1 
Jalisco 1 Tabasco 1 
México 6 Tamaulipas 2 
Michoacán 2 Tlaxcala 3 
Morelos 2 Veracruz 3 
Oaxaca 3 Total 55 

Además, se practicaron 961 diligencias, mismas que se encuentran documentadas en los expedientes 
respectivos, de entre las que destacan las entrevistas y declaraciones de quejosos, familiares, amista­
des de los agraviados y demás individuos relacionados directa o indirectamente con los hechos; las 
solicitudes de información y antecedentes a las autoridades municipales locales y federales; la reco­
pilación de documentación pública y hemerográfica, así como los dictámenes periciales en materia de 
antropología, dactiloscopia, genética forense, entre otros. 

Como resultado de dichas acciones se esclarecieron 13 casos, de los cuales cuatro corresponden a 
los presentados por el Grupo de Trabajo. 

1. Casos que se someten a consideración del Grupo de Trabajo para su conclusión: 

1.1. 

Caso: Rogelio Betancourt Díaz 
Registro ONU: 002960 
Quejoso: Comité Pro Defensa de Presos, Perseguidos, Desaparecidos 

y Exiliados Políticos de México, A. C. 
Organización: Organización de las Naciones Unidas 
Domicilio: Humberta Betancourt Díaz (hermana del agraviado) 

Calle Huizaches núm. 11 
Colonia Jardín Palmas (primera sección) 
Acapulco de Juárez, Guerrero 
C. P. 39422 

Hechos de la queja: el señor Rogelio Betancourt Díaz fue detenido por elementos de la Policía Judi­
cial del Estado de Guerrero, el 14 de noviembre de 1979, en la ciudad de Acapulco, Guerrero, desde 
entonces se ignora su paradero (Anexo II-1). 

Esclarecimiento: el 13 de julio de 2000 en la ciudad de Acapulco, Guerrero, visitadores adjuntos 
de esta Comisión Nacional obtuvieron la declaración depuesta por la señora Humberta Betancourt 
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Díaz, hermana del agraviado, en la que manifestó que en virtud de que han transcurrido 21 años desde 
la desaparición de su hermano, tanto ella como su familia no desean saber nada más del caso y solicitó 
a todas las instituciones que no los molesten más y que cierren el caso. Términos en los que suscribió 
una carta al Grupo de Trabajo. Al respecto se acompaña una copia del escrito de declaración de Hum­
berta Betancourt Díaz y del comunicado que dirigió al Grupo de Trabajo, con sus respectivas trans­
cripciones, así como fotografías de la declarante y de su identificación oficial (Anexo II-2). 

1.2. 

Caso: Jacob Nájera Hernández 
Registro ONU: 003051 
Quejoso: Comité Pro Defensa de Presos, Perseguidos, 

Desaparecidos y Exiliados Políticos de México, A. C. 
Organización: Organización de las Naciones Unidas 
Domicilio de: Celia Piedra Hernández de Nájera (esposa del agraviado) 

Calle Progreso núm. 62 
San Jerónimo, Guerrero 

Hechos de la queja: el 2 de septiembre de 1974 en San Jerónimo, Guerrero, fue detenido Jacob Nájera 
Hernández, en presencia de su esposa, suegros e hijos, por personas vestidas de civil que estaban bajo 
el mando de Isidro Galeana Abarca, comandante de la Policía Judicial en Costa Grande, Guerrero 
(Anexo III-1). 

Esclarecimiento: el 13 de julio de 2000, en Tecpan de Galeana, Guerrero, esta Comisión Nacional 
obtuvo el acta de defunción del agraviado, expedida por la Oficialía del Registro Civil del lugar el 2 
de abril de 1981 y otorgada en cumplimiento a la resolución judicial de presunción de muerte, promo­
vida por Celia Piedra Hernández de Nájera (esposa del agraviado), que fue dictada por el Juez Mixto 
de primera instancia de esa ciudad el 17 de febrero de 1981. Al efecto se hacen llegar copia del acta de 
defunción y de las diligencias del juicio de declaración de ausencia y presunción de muerte de Jacob 
Nájera Hernández (Anexo III-2). 

1.3. 

Caso: Enrique San Juan Antonia 
Registro ONU: Cable facsímil del 18 de mayo de 2000 
Quejoso: Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos 
Organización: Organización de las Naciones Unidas 
Domicilio del quejoso: Avenida Azcapotzalco núm. 275 

Colonia Clavería, 
México, D. F. 
C. P. 02090 
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Domicilio del agraviado: Refugio de Atlapexco, 
Atlapexco, Hidalgo 

Hechos de la queja: Enrique San Juan Antonia fue detenido por una fuerza compuesta por 200 hom­
bres armados, encabezada por el comisario ejidal José Manuel Antonia, e integrada por miembros de 
la Policía de Seguridad Pública y de la Confederación Nacional Campesina el 6 de mayo de 2000 en la 
comunidad de Tlalchiyahualica, Municipio de Yahualica, Hidalgo, desde entonces se desconoce su 
paradero (Anexo IV-1). 

Esclarecimiento: a solicitud de este Organismo Nacional, la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Hidalgo remitió un informe, del 12 de junio de 2000, en el que señaló que efectivamente el 6 
de mayo del año citado se registró un enfrentamiento entre integrantes de la Confederación Nacional 
Campesina y otros campesinos de una organización militante del Partido de la Revolución Democrá­
tica, lo que dio como consecuencia que 14 adultos y un menor de edad fueran puestos a disposición de 
la autoridad competente en Huejutla, Hidalgo. 

En dicho informe se estableció que el agraviado estuvo en el albergue de Atlapexco, Hidalgo, mismo 
que fue dispuesto por el gobierno local para alojar preventiva y provisionalmente a las familias afectadas 
por los sucesos ocurridos el 6 de mayo de 2000, y que en éstos no participó alguna autoridad. Se adjunta 
copia del informe referido (Anexo IV-2). 

El 29 de junio de 2000, en Atlapexco, Hidalgo, visitadores adjuntos de esta Comisión Nacional se 
entrevistaron personalmente con el presunto desaparecido Enrique San Juan Antonia, quien declaró 
que el 6 de mayo de 2000 su hogar, que entonces se ubicaba en Barrio Abajo, fue destruido por 
vecinos de Barrio Arriba por problemas ejidales, y que por temor huyó hacia el monte; que actual­
mente se encuentra viviendo en el refugio de Atlapexco, Hidalgo, en completa libertad. Se anexan 
fotografías del agraviado, así como copia de la declaración emitida por él mismo y del escrito que 
suscribió al Grupo de Trabajo con sus respectivas transcripciones (Anexo IV-3). 

1.4. 

Caso: Cenobio Juan 
Registro ONU: Cable facsímil del 18 de mayo de 2000 
Quejoso: Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos 
Organización: Organización de las Naciones Unidas 
Domicilio del quejoso: Avenida Azcapotzalco núm. 275 

Colonia Clavería, 
México, D. F. 
C. P. 02090 

Domicilio del agraviado: Refugio de Atlapexco, 
Atlapexco, Hidalgo 
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Informe en materia de presuntas desapariciones de personas 

Hechos de la queja: Cenobio Juan fue detenido el 6 de mayo de 2000 en la comunidad de Tlalchiya­
hualica, Municipio de Yahualica, Hidalgo, por 200 hombres armados, encabezados por el comisario 
ejidal José Manuel Antonia, y quienes eran miembros de la Policía de Seguridad Pública y de la 
Confederación Nacional Campesina, desde entonces se desconoce su paradero (Anexo V-1). 

Esclarecimiento: a solicitud de este Organismo Nacional, la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Hidalgo remitió un informe, del 12 de junio de 2000, en el que señaló que efectivamente el 
6 de mayo del año citado se registró un enfrentamiento entre integrantes de la Confederación Nacio­
nal Campesina y otros campesinos de una organización militante del Partido de la Revolución Demo­
crática. En consecuencia, 14 adultos y un menor de edad fueron puestos a disposición de la autoridad 
competente en Huejutla, Hidalgo. 

En dicho informe se determinó que el nombre completo del agraviado es Juan Cenobio Anastacio 
Lara y que se encontraba en la lista de las 15 personas detenidas y trasladadas a Huejutla, Hidalgo, y 
que estaba viviendo en el albergue de Atlapexco, Hidalgo, mismo que fue dispuesto por el gobierno 
local para alojar preventiva y provisionalmente a las familias afectadas por dichos sucesos, y que en 
éstos no participó ninguna autoridad. Al respecto se adjunta la copia del informe referido (Anexo V-2). 

Con relación a este caso se obtuvo una copia certificada de la causa penal 58/2000, instaurada en el 
Juzgado Mixto de Primera Instancia del Distrito Judicial de Huejutla de Reyes, Hidalgo, en contra de 
Cenobio Anastacio Lara y coacusados por el delito de despojo en agravio de Manuel Esteban San 
Juan y otros. Actuaciones de las que se establece que el agraviado, también conocido como Juan Ceno­
bio, fue puesto a disposición de la autoridad ministerial a las 22:30 horas del 6 de mayo de 2000; que fue 
consignado ante la autoridad jurisdiccional el día 8 y que el 12 de mayo del año citado se decretó su 
libertad provisional bajo caución, documental pública que al efecto se acompaña (Anexo V-3). 

2. Casos concluidos por esta Comisión Nacional que no se encuentran 
registrados ante el Grupo de Trabajo 

Se ubicó con vida a las personas siguientes: 

1. Vicente Jesús Santiago, en el Estado de Guerrero, el 17 de abril de 2000. 
2. Miguel Esteban Silverio, en el Estado de Guerrero, el 17 de abril de 2000. 
3. María Estela García Ramírez, en el Estado de Oaxaca, el 2 de junio de 2000. 
4. Lee Bruce Campbell, en el Estado de Sonora, el 30 de marzo de 2000. 
5. David Molina Francisco, en el Estado de Guerrero, el 1 de junio de 2000. 
6. Pacomio Villanueva Acevedo, en el Estado de Tamaulipas, el 13 de junio de 2000. 

Fueron localizados sin vida o se encontraron evidencias de que fallecieron, a quienes que se men­
cionan a continuación: 
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1. Antonio Tarazón Navarro, en el Estado de Chihuahua, el 2 de junio de 2000. 
2. Raúl Alarcón Sánchez, en el Estado de Chihuahua, el 16 de junio de 2000. 
3. José Luis Rivera Félix, en el Estado de Baja California, el 1 de junio de 2000. 

CAPÍTULO V 
Conclusiones 

En virtud de todo lo anterior solicito a usted de la manera más atenta considere el Informe que presen­
to en todos sus términos y anexos correspondientes, así como el acuerdo de los casos pendientes, a los 
que se hace referencia en el capítulo III, y la conclusión de los casos que como tales se postulan en el 
primer punto del capítulo IV. 

Este Organismo Nacional solicita al Grupo de Trabajo los reportes sobre desapariciones forzadas o 
involuntarias en México de los casos que se encuentran en trámite, a efecto de cotejar el estado que 
guardan. 

Asimismo, hago explícita mi disposición incondicional para con el Grupo de Trabajo, a fin de con­
tribuir en el marco de sus objetivos primordiales, y aprovecho la ocasión para extender una cordial 
invitación al Grupo de Trabajo para visitar México, en las fechas y lugares que tenga a bien disponer. 

A t e n t a m e n t e
 

Dr. José Luis Soberanes Fernández
 
Presidente
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Por definir (mayo)

Recomendación 16/2000
 

Síntesis: El 1 de junio de 2000 aconteció la ruptura de un bordo en el canal de aguas negras denomi­
nado La Compañía, ubicado en el Municipio de Chalco, Estado de México, hechos que fueron evi­
denciados por diversos medios de comunicación, motivo por el cual y ante la posibilidad de la exis­
tencia de violaciones a los Derechos Humanos cometidas en agravio de la población del municipio 
de referencia, esta Comisión Nacional radicó de oficio el expediente de queja número 2000/3201/1, 
relativo a dichos acontecimientos. 

Del análisis efectuado a la documentación remitida se observó que la Comisión Nacional del Agua 
recibió, entre 1998 y 2000, diversos requerimientos, principalmente por parte del Organismo Descen­
tralizado de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, del Estado de México, en sus Municipios de 
Chalco, Valle de Chalco-Solidaridad, Ixtapaluca y Nezahualcóyotl, a fin de que realizara trabajos 
de mantenimiento, desazolve y limpieza en tramos específicos, el levantamiento de bordos, renive­
laciones y el entubamiento del canal La Compañía, en atención a la eventualidad de que se originara 
un daño de graves consecuencias a la población aledaña al cauce del mismo; sin embargo, dichos 
requerimientos fueron contestados en todos los casos sin garantizar la seguridad y el buen funciona­
miento del canal en cita. 

La madrugada del 1 de junio de 2000 las colonias adyacentes al canal La Compañía, en Chalco, 
Estado de México, sufrieron la inundación de aguas negras provenientes de dicho cauce, en razón de 
la ruptura de un bordo del mismo, provocándose pérdidas materiales de grandes dimensiones que 
derivaron en el menoscabo de la salud y patrimonio de los habitantes de esa zona, quienes además 
resultaron damnificados. A la fecha, y en razón de que la Comisión Nacional del Agua no ha logrado 
la solución definitiva y satisfactoria de la problemática en la estructura de los bordos, mantenimien­
to y operación efectiva del canal La Compañía, persiste el inminente riesgo de que se suscite otro 
acontecimiento de dimensiones similares a lo acontecido el 1 de junio pasado, ya que no se han 
realizado adecuadamente los trabajos de saneamiento y mantenimiento en todo el canal, además de 
que fuertes lluvias siguen cayendo en esa área. 

Por lo expuesto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos advirtió la probable responsabi­
lidad de los servidores públicos de la Comisión Nacional del Agua, a través de la Gerencia Regional 
de Aguas del Valle de México, que intervinieron en los hechos, ya que con sus actitudes omisas y 
negligentes que se constriñen en la falta de atención, debido mantenimiento y operación eficiente de 
los bordos del canal La Compañía, transgredieron el contenido de los artículos 41, fracción V; 43, 
fracciones IV y IX; 44, fracciones I, XI, XIV y XV, y 50, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca; 3; 9, fracciones IV, V y VI; 83; 84; 100, y 113, fracción 
VII, de la Ley de Aguas Nacionales, así como 5, 127, 128, 129, 130, 131 y 132 del Reglamento de la 
Ley de Aguas Nacionales, y 47, fracciones I, XXII y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos. Asimismo, es probable que hayan incurrido en la comisión de las conductas 
tipificadas y previstas por el artículo 214, fracciones III y V, del Código Penal Federal. 
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Por ello, el 12 de septiembre de 2000 esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 16/2000, 
dirigida a la Comisión Nacional del Agua, para que se diera vista a la Contraloría Interna de ese 
órgano desconcentrado a efecto de que se inicie un procedimiento administrativo de investigación en 
contra de los servidores públicos que intervinieron en los presentes hechos; para que si de la infor­
mación que se presente en el desarrollo de la investigación de las conductas de los servidores públi­
cos involucrados se desprende la posibilidad de responsabilidad penal, se dé vista al agente del 
Ministerio Público de la Federación para que se inicie y determine, en contra de los mismos, la ave­
riguación previa correspondiente; así como para que se realicen, de conformidad con las atribucio­
nes de dicha Comisión, las acciones que resuelvan en definitiva la problemática que prevalece en el 
canal La Compañía, a efecto de evitar en lo futuro daños similares o mayores a los ya acontecidos en 
las inmediaciones de las colonias aledañas al cauce en cuestión, con graves pérdidas patrimoniales 
y de salud de los residentes en esa zona, como ocurrió el pasado 1 de junio del año en curso. 

México, D. F., 12 de septiembre de 2000 

Caso de las inundaciones ocurridas 
el 31 de mayo y 1 de junio de 2000 
en el valle de Chalco, Estado de México 

Ing. Guillermo Guerrero Villalobos,
 
Director General de la Comisión
 
Nacional del Agua,
 
Ciudad
 

Muy distinguido Director General:
 

La Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, con fundamento en los artículos 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados
 
Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo segundo;
 
6o., fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, frac­
ciones II y IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la
 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, y 16
 
y 85 de su Reglamento Interno, ha examinado
 
los elementos contenidos en el expediente 2000/
 
3201/1, relacionados con los sucesos acaecidos
 
en el valle de Chalco, Estado de México, los días
 
31 de mayo y 1 de junio de 2000, y vistos los
 
siguientes:
 

I. HECHOS 

A. El 1 de junio de 2000 aconteció la ruptura de 
un bordo en el canal de aguas negras denomi­
nado La Compañía, ubicado en el Municipio de 
Chalco, Estado de México, hechos que fueron 
evidenciados por diversos medios de comuni­
cación, así como referidos en la conferencia de 
prensa que usted ofreció el 4 de junio del año 
citado, motivo por el cual y ante la posibilidad 
de la existencia de violaciones a los Derechos 
Humanos cometidas en agravio de la población 
del municipio de referencia, por personal a su 
cargo, esta Comisión Nacional radicó de oficio 
la queja relativa a dichos acontecimientos. 

B. En atención a lo anterior, este Organismo Na­
cional solicitó a autoridades del orden munici­
pal, estatal y federal la información y documen­
tación que a continuación se precisa: 

1. A usted, en su calidad de Director General de 
la Comisión Nacional del Agua, un informe de­
tallado y completo en el que se describieran los 
antecedentes que se tuvieran respecto del caso, 
en relación con las denuncias del 23 de mayo de 
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2000, por las que trabajadores de esa institución 
comisionados en el Municipio de Chalco, Esta­
do de México, alertaron a las autoridades loca­
les sobre el riesgo que se corría ante la acumula­
ción de basura y lodo en el canal denominado 
La Compañía, y se indicara qué acciones se to­
maron por parte de la Dirección General a su car­
go, respecto de los reportes que habitantes de la 
zona habían efectuado durante los últimos tres 
años, en relación con las diversas fracturas de las 
paredes del canal referido y la periodicidad con 
la que dicha institución supervisó el estado del 
mismo. 

2. Al ingeniero Jesús Velarde García, Gerente 
de la Comisión Nacional del Agua en el Estado de 
México, que remitiera el informe correspondien­
te a su competencia. 

3. A la señora Martha Patricia Rivera Pérez, en­
tonces Presidenta Municipal de Chalco, Estado 
de México, se le solicitó un informe detallado 
respecto de los antecedentes del caso, ya que los 
habitantes de ese municipio responsabilizaron al 
Ayuntamiento por haber sido omiso y no atender 
en tiempo los reportes de dos fugas del canal, 
así como por no dar mantenimiento al sistema 
de alcantarillado de la zona de referencia, de­
biendo indicar las acciones emprendidas respecto 
de los reportes aludidos, así como para atender 
los reclamos de la población que resultó afectada. 

4. Al arquitecto Miguel Ángel Cruz Guerrero, 
Director General de Protección Civil en el Esta­
do de México, se le requirió que describiera los 
antecedentes con que contaba relativos a los he­
chos que nos ocupan, y sobre las acciones que 
tomaron para su atención. 

5. Al licenciado Óscar Navarro Gárate, Director 
General de Protección Civil de la Secretaría de 
Gobernación, se le solicitó información en tér­

minos similares a lo expuesto en el párrafo que 
antecede. 

C. Con la intención de obtener las constancias 
pertinentes para normar el criterio de esta Co­
misión Nacional, personal adscrito a la misma 
realizó una gestión telefónica el 16 de agosto de 
2000 con el arquitecto Miguel Ángel Cruz Gue­
rrero, Director General de Protección Civil en el 
Estado de México, a quien se le solicitó informa­
ción complementaria al oficio SGG/SSP/DGPC/ 
0/1368/2000, del 14 de julio de 2000, suscrito 
por él mismo. 

D. En respuesta, la Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos recibió los oficios que a conti­
nuación se precisan: 

1. El BOO.4./21210, del 13 de junio de 2000, 
suscrito por el ingeniero César O. Ramos Valdés, 
Subdirector General de Operación de la Comisión 
Nacional del Agua, por medio del cual informó 
que de acuerdo con lo que prevén los artículos 
41, fracción V; 43, fracción IX, y 44, fracciones 
XIV y XV, del Reglamento Interior de la Secre­
taría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y 
Pesca (publicado en el Diario Oficial de la Fe­
deración el 8 de julio de 1996, el cual es tomado 
en consideración atendiendo a que los sucesos 
ocurrieron antes de que entrara en vigor el nue­
vo Reglamento del 5 de junio de 2000), no le 
compete a dicha Subdirección General emitir la 
respuesta al requerimiento girado por esta Insti­
tución, en virtud de que el primero de los pre­
ceptos aludidos señala que sus atribuciones son 
las de operar la infraestructura hidráulica para el 
control de avenidas contra inundaciones, tomando 
las medidas preventivas necesarias y coordinan­
do sus acciones con las autoridades competen­
tes en los términos de las disposiciones jurídicas 
aplicables y con el apoyo del Comité Técnico de 
Operación de Obras Hidráulicas, agregando que 
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sus acciones se dirigen a las tierras que estén den­
tro de los distritos y unidades de riego, así como 
de los distritos de drenaje, más no de proteger de 
inundaciones a centros de población. 

2. El 946, del 13 de junio de 2000, a través del 
cual el licenciado Óscar Navarro Gárate, Coor­
dinador General de Protección Civil de la Secre­
taría de Gobernación, informó de las acciones 
emprendidas por esa Coordinación con la finali­
dad de atender la contingencia derivada de las 
fuertes lluvias ocurridas durante la tarde y no­
che del 31 de mayo de 2000, en los Municipios 
de Chalco, Valle de Chalco-Solidaridad e Ixta­
paluca, Estado de México, resaltando que la de­
claratoria de “Emergencia” emitida por dicha 
Coordinación se realizó con fundamento en el 
comunicado remitido por el Director General del 
Centro Nacional de Prevención de Desastres (Ce­
napred), en el que se señaló que los motivos del 
desbordamiento del canal de aguas negras lla­
mado La Compañía fueron las fuertes lluvias; 
añadiendo que el 7 de junio del año en curso la 
propia Secretaría de Gobernación publicó en el 
Diario Oficial de la Federación la Declaratoria 
de Desastre Natural provocada por el desborda­
miento del río La Compañía, sustentándola en el 
oficio suscrito por el Gobernador del Estado de 
México, mediante el cual le solicitó al titular 
de dicha dependencia que emitiera el referido 
documento, ya que la capacidad financiera y ope­
rativa de esa Entidad había sido rebasada por los 
daños sufridos, así como por el oficio enviado 
por el Director General de la Comisión Nacio­
nal del Agua a esa Coordinación, en el que ma­
nifestó que la acumulación de la precipitación 
fue la que ocasionó los severos daños a la pobla­
ción y a la infraestructura hidráulica y de comu­
nicaciones. 

3. El BOO./4174, del 22 de junio de 2000, sus­
crito —en su ausencia— por el licenciado Víctor 

Manuel Rivera Güemes, Gerente de la Unidad 
Jurídica de la Comisión Nacional del Agua, por 
medio del cual informó que anualmente esa ins­
tancia realiza trabajos de desazolve en unión de 
las autoridades locales por la acumulación de ba­
sura, lo cual no generó el problema relativo a la 
fractura de “los bordos” del canal en cita, situa­
ción que, efectivamente, se debió al hundimiento 
que sufre el valle de México por la sobreexplo­
tación del manto acuífero, lo que los ha obliga­
do a tener una permanente revisión de dichos 
bordos con el fin de procurar, descubrir y aten­
der los agrietamientos en éstos que no son posi­
bles de prever, y que se vieron incrementados 
por la ocurrencia extraordinaria de lluvias y que 
provocaron la saturación de la cuenca con la con­
secuente generación de avenidas que favorecie­
ron la ruptura del bordo en mención, señalando 
además que la competencia para dar atención a 
las peticiones de este Organismo Nacional, en 
razón de la ubicación de la zona del siniestro, 
corresponde a la Gerencia Regional de Aguas 
del Valle de México de dicho órgano adminis­
trativo desconcentrado. 

4. El BOO.OO.02.04.1/4173, del 22 de junio de 
2000, suscrito por el licenciado Víctor Manuel 
Rivera Güemes, a través del cual comunicó el 
informe rendido por el ingeniero Jesús Velarde 
García, Gerente de la Comisión Nacional del 
Agua en el Estado de México, en el que se seña­
ló no contar con antecedentes del caso plantea­
do, en virtud de que la zona del evento no se 
encuentra comprendida en su circunscripción 
territorial, correspondiéndole a la Gerencia Re­
gional de Aguas del Valle de México. 

5. El SGG/SSP/DGPC/O/1368/2000, del 14 de 
julio de 2000, firmado por el arquitecto Miguel 
Ángel Cruz Guerrero, Director General de Pro­
tección Civil del Gobierno del Estado de Méxi­
co, mediante el cual refirió que en “su Atlas de 

40 



Recomendaciones 

Inundaciones” tiene registrado al canal de La 
Compañía como susceptible de inundaciones de 
acuerdo con la información proporcionada por 
las autoridades del Municipio de Valle de Chal­
co-Solidaridad, Estado de México, y agregó que 
las dos “horadaciones” que se registraron en el 
citado canal se originaron por la “socavación que 
el agua hizo en su parte interna o base”; asimis­
mo, indicó que la Comisión Nacional del Agua, 
en forma coordinada con su similar en la Enti­
dad Federativa mencionada, anualmente —sin 
precisar la fecha— realiza recorridos en el cau­
ce La Compañía con la finalidad de detectar fa­
llas y realizar trabajos de reforzamiento. 

6. El BOO.OO.02.04.1/5215, del 28 de julio de 
2000, signado por el licenciado Víctor Manuel 
Rivera Güemes, Gerente de la Unidad Jurídica 
de la Comisión Nacional del Agua, por medio del 
cual concluyó que de la información proporcio­
nada por el ingeniero Armando Aguirre Sánchez, 
Gerente Regional de Aguas del Valle de Méxi­
co, de esa Comisión, se advierte la existencia de 
comunicados de dicho servidor público dirigi­
dos a los “Presidentes Municipales del Valle de 
Chalco”, por los que solicita su colaboración para 
mantener una estricta vigilancia en los arroyos, 
ríos y canales, a efecto de conservarlos libres de 
basura para permitir su eficaz funcionamiento, 
y diversos escritos a los referidos Presidentes 
Municipales, por los que les informa respecto 
de los trabajos realizados por esa instancia; en 
su oficio el licenciado Víctor Manuel Rivera 
Güemes resalta que entre las atribuciones de la 
Gerencia Regional del caso se comprenden las 
de obras de conservación y mantenimiento de 
los cuerpos de aguas nacionales, que se encuen­
tran dentro de su jurisdicción, en especial la del 
río La Compañía, consistentes, entre otras, en el 
desazolve y rectificación del encausamiento, tra­
tamiento de filtración, sellado de grietas, sobre-
elevación de los bordos, limpia y deshierbe de 

taludes, protección de taludes contra erosión en 
la descarga de cárcamos, sellado de juntas de 
muro de concreto y los trabajos correspondien­
tes a la supervisión de la citadas obras. 

De los anexos que acompaña a la documental 
referida destacan los siguientes: 

a) El BOO./R01.00.03./4531, del 28 de julio de 
2000, suscrito por el ingeniero Armando Aguirre 
Sánchez, quien expuso como antecedentes que 
el río La Compañía se inicia al pie del volcán 
Iztaccíhuatl y baja hacia la planicie con direc­
ción predominante al norponiente hasta el ex lago 
de Texcoco, conformándose con varios afluen­
tes (ríos San Rafael, Santo Domingo y San Fran­
cisco) y, en la parte baja, a partir de la carretera 
de Chalco, se le conoce también como río Mira-
flores, cruzando la autopista México-Puebla y 
la carretera federal México-Puebla, atravesando 
a esa altura por el lecho del antiguo lago de Xo­
chimilco-Chalco, continuando su escurrimiento 
después de la carretera federal hacia el ex Vaso 
de Texcoco. Precisando que el terreno de la zona 
lacustre de Xochimilco-Chalco sufre hundimien­
tos regionales que modifican la topografía y la 
pendiente del sistema de drenaje natural del va­
lle, además, asociado a estos asentamientos ocu­
rren agrietamientos en el terreno, y debido a la 
acelerada urbanización de dicha zona los hundi­
mientos y agrietamientos parecen haberse acen­
tuado, lo que conlleva a que paulatinamente las 
soluciones que se habían dado resulten menos 
efectivas, aunado al hecho de que no es posible 
prever la posición, magnitud y fecha de apari­
ción de las grietas, que se presentan con más fre­
cuencia al inicio de la temporada de lluvias. 

En este orden de ideas, el licenciado Aguirre 
Sánchez precisó que no cuentan con anteceden­
tes de los reportes que en los últimos años, su­
puestamente, hicieron los habitantes de la zona 
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del valle de Chalco, e indicó que en los expedien­
tes de dicha Gerencia obran varios escritos de los 
años 1998 al 2000, de algunos Presidentes Muni­
cipales, así como de los directores del Organismo 
Descentralizado de Agua Potable, Alcantarillado 
y Saneamiento de los diferentes Ayuntamientos 
(Chalco, Valle de Chalco-Solidaridad, Nezahual­
cóyotl e Ixtapaluca) del Estado de México, y de 
infraestructura hidráulica de la misma Entidad, por 
medio de los que en términos generales solicitan 
el apoyo para la realización del desazolve, draga­
do, limpieza y adecuación de bordos y taludes 
del canal de La Compañía, así como las acciones 
y obras que garantizaran la seguridad y buen fun­
cionamiento de éste, emitiendo en su momento 
las respuestas respectivas, a través de las cuales 
dicho servidor público comunicó a las citadas au­
toridades, entre otras cosas, que se continuaría con 
los trabajos de sobreelevación de bordos en tra­
mos específicos y se mantendría en observación 
cualquier escurrimiento provocado por fisuras en 
los mismos para actuar de inmediato. Asimismo, 
agregó que mediante los oficios BOO.R01.03.02./ 
3612, BOO.R01.03.02.5302, BOO.R01.03.02. 
5328, BOO.R01.02.10./0742, B00.R01.03.02./ 
2162 y BOOR01.03.02./2426, del 22 de sep­
tiembre, 24 de diciembre, ambos de 1998, 12 de 
febrero, 6 y 26 de mayo de 1999, respectivamen­
te, solicitó a las presidencias municipales de Chal­
co, Valle de Chalco-Solidaridad e Ixtapaluca su 
apoyo con el fin de llevar a cabo una campaña 
de limpieza, consistente en el desazolve, retiro de 
basura y obstáculos en el cauce del río La Com­
pañía, requiriendo además, específicamente al 
Ayuntamiento de Chalco, que realizara una lim­
pieza intensiva en las redes de alcantarillado, 
mantenimiento preventivo y/o correctivo a todos 
los equipos de las instalaciones de bombeo de 
aguas residuales que operan en ese lugar. 

Asimismo, agregó que cuando dicha Geren­
cia Regional detecta la aparición de grietas en 

los bordos del río La Compañía procede de for­
ma inmediata a sellarlas, además de existir un 
programa permanente de supervisión y mante­
nimiento de los ríos que tiene bajo su jurisdicción 
con el fin de garantizar un funcionamiento hi­
dráulico adecuado y evitar en lo posible los des­
bordamientos; dicho programa también contempla 
un operativo de vigilancia en estructuras y cau­
ces del sistema hidrológico del valle de México, 
para lo cual se celebran diversos contratos de 
obras, sin especificar con qué compañía, para la 
conservación y mantenimiento de los ríos. 

De igual manera, indicó que las precipitaciones 
pluviales de los días 29 y 31 de mayo de 2000 en 
esa zona fueron consideradas como “nuevos 
máximos históricos”, resultando atípicas e im­
predecibles, aduciendo el mencionado Gerente 
Regional que las lluvias en la parte alta de la 
cuenca debieron haber sido mayores, lo que pro­
vocó una venida en la confluencia de los ríos 
San Francisco y San Rafael, situación que, auna­
da a “las aportaciones de las plantas de bombeo 
del drenaje urbano” de los municipios aledaños, 
sobrepasaron la capacidad del canal, lo cual fa­
voreció su ruptura; asimismo, sostuvo el hecho 
de que durante las inspecciones rutinarias no se 
detectó algún agrietamiento en el terreno o que 
éste se hubiese generado en esos días. 

b) El ODADIR/065/00, del 6 de abril de 2000, 
suscrito por el contador público Alfonso Pérez 
Rivera, Director General del Organismo Descen­
tralizado de Agua Potable, Alcantarillado y Sanea­
miento Valle de Chalco-Solidaridad (ODAPAS), 
dirigido a usted, mediante el cual le solicitó su 
apoyo para atender oportunamente la “proble­
mática” en torno a la infraestructura del bordo 
del río La Compañía, debido a la preocupante 
situación que prevalecía. En dicho escrito hace 
hincapié en que el año anterior dicho bordo estu­
vo a punto de rebosar hacia la margen sur y re­
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sultaba necesario proteger a la población en la 
próxima temporada de lluvias con trabajos de 
renivelación con material de banco, desazolve 
del mismo, así como del canal general y levan­
tamiento del lirio acuático. 

c) El BOO.R01.02.10./3135, del 23 de mayo de 
2000, suscrito por el Gerente Regional de Aguas 
del Valle de México, mediante el cual responde 
a la petición del ODAPAS en el sentido de que 
se habían realizado visitas por parte de personal 
técnico de dicha Gerencia Regional y del Con­
sejo Consultivo Técnico de la Comisión Nacio­
nal del Agua, en las que prevaleció la opinión en 
el sentido de que no es posible sobreelevar los 
bordos del río La Compañía, ya que se produciría 
un colapso de los mismos a causa del sobrepeso 
del material utilizado para tal fin; asimismo, que 
se continuaría con el proceso de realización de 
estudios y recopilación de datos “para iniciar 
posteriormente el proyecto integral correspon­
diente”, comunicando que “se realizará el desa­
zolve del río La Compañía en el tramo del Puente 
San Isidro al cruce del río con la autopista Méxi­
co-Puebla, así como el desazolve del Canal Ge­
neral desde el río Ameca hasta la autopista antes 
mencionada con la sobreelevación de bordos en 
sus tramos críticos”. 

7. El PMCH/039/2000, recibido en este Orga­
nismo Nacional el 15 de agosto de 2000, por 
medio del cual la señora Martha Patricia Rivera 
Pérez, entonces Presidenta Municipal de Chalco, 
Estado de México, remitió los informes rendidos 
por el Director de ODAPAS en esa localidad, 
así como por el Director General del Sistema 
Municipal para el Desarrollo Integral de la Fami­
lia. De dicha documentación resalta la siguiente: 

a) El oficio ODA.DIR.038/00, del 6 de julio de 
2000, suscrito por el ingeniero Fernando Aranda 
Lee, Director de Organismo Descentralizado de 

Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, a 
través del cual refirió que el 9 de mayo del año 
en curso personal del ODAPAS, en compañía 
de habitantes de la cabecera municipal y repre­
sentantes de la Comisión del Agua del Estado 
de México (Gerencia de Operación con residen­
cia Regional Texcoco y Sur-Este), realizaron un 
recorrido sobre el canal La Compañía sin encon­
trar fisuras o fracturas evidentes en sus bordos; 
sin embargo, en ese recorrido requirieron —sin 
especificar la forma— a los representantes de la 
Comisión del Agua del Estado de México que 
solicitaran a la Comisión Nacional del Agua el 
reforzamiento, elevación de bordos y desazolve, 
así como el entubado del citado canal. 

De igual manera, el ingeniero Fernando Aran-
da Lee refirió algunas de las eventualidades pro­
ducto del siniestro ocurrido el 1 de junio de 2000 
que impactó a las colonias de ese municipio. 

b) Un oficio sin número, del 10 de agosto de 
2000, signado por el señor Pedro Mancilla Negre­
te, Director General del Sistema Municipal para 
el Desarrollo Integral de la Familia en Chalco, 
Estado de México, mediante el cual informó en 
términos generales a la entonces Presidenta Muni­
cipal de ese Ayuntamiento cuáles fueron las ac­
ciones emprendidas para atender a los habitantes 
damnificados de las diversas colonias que resul­
taron afectadas el 1 de junio de 2000 por la inun­
dación de aguas negras provenientes del canal 
La Compañía, así como el trabajo realizado por 
el personal de ese Sistema, relativo a los censos 
efectuados en esa zona para la repartición pro­
porcional de las donaciones que fueron recibidas. 

8. El SGG/SSP/DGPC/1563/2000, del 22 de 
agosto de 2000, firmado por el arquitecto Miguel 
Ángel Cruz Guerrero, Director General de Pro­
tección Civil del Gobierno del Estado de Méxi­
co, a través del cual especificó la hidrografía que 
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presenta la región del valle de México, particu­
larmente los afluentes que convergen en el río 
La Compañía, así como los poblados por los que 
atraviesa, indicando que el funcionamiento hi­
dráulico de dicho canal ha presentado proble­
mas de desbordamiento generados por la alta 
compresibilidad del suelo donde se apoyan los 
bordos, aunado al hundimiento regional que gene­
ra la extracción de agua subterránea, provocando 
un cambio constante en el perfil hidráulico del 
cauce en cita; de la misma forma, expuso que 
las fuertes lluvias ocurridas el 31 de mayo del 
año en curso ocasionaron un escurrimiento en la 
confluencia de los ríos San Rafael y San Fran­
cisco, resultando que la avenida provocó la rup­
tura de la parte baja del bordo izquierdo del ca­
nal, en una longitud de 16 metros. 

El servidor público referido agregó que no se 
dio alerta a los colonos afectados porque el fe­
nómeno fue imprevisto y la Gerencia del Servi­
cio Meteorológico Nacional, dependiente de la 
Comisión Nacional del Agua, envía sus pronós­
ticos del tiempo con datos generales, no preci­
sando el lugar en donde se precipitaran las llu­
vias, por lo que concluyó que las inundaciones 
que sufrieron las colonias de los Municipios de 
Chalco, Ixtapalucan y Valle de Chalco-Solidari­
dad no fueron originadas por el desbordamiento 
del canal La Compañía como consecuencia de 
la precipitación extraordinaria de lluvias, “sino 
por la formación del socavón en la parte baja del 
bordo del río”. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. Los oficios 15910 y 18652, del 7 de junio y 
14 de julio de 2000, dirigidos por esta Comisión 
Nacional a usted en su carácter de Director Ge­

neral de la Comisión Nacional del Agua, me­
diante los que se le requirió información sobre 
el caso que nos ocupa. 

B. Los oficios 15911, 18653 y 19761, del 7 de 
junio, 14 de julio y 4 de agosto de 2000, enviados 
por este Organismo Nacional al ingeniero Jesús 
Velarde García, Gerente de la Comisión Nacional 
del Agua en el Estado de México, para que en el 
ámbito de su competencia remitiera el informe 
correspondiente. 

C. Los oficios 15912, 18654 y 19763, del 7 de 
junio, 14 de julio y 4 de agosto de 2000, remitidos 
a la señora Martha Patricia Rivera Pérez, enton­
ces Presidenta Municipal de Chalco, Estado de 
México, por los que se le solicitó un informe 
detallado respecto del presente caso. 

D. Los oficios 15913, 18655 y 19762, del 7 de 
junio, 14 de julio y 4 de agosto de 2000, envia­
dos por esta Institución al arquitecto Miguel 
Ángel Cruz Guerrero, Director General de Pro­
tección Civil en el Estado de México, requirién­
dole los antecedentes del caso y un informe so­
bre las acciones emprendidas. 

E. El oficio 15909, del 7 de junio de 2000, diri­
gido por esta Comisión al licenciado Óscar Na­
varro Gárate, Director General de Protección Ci­
vil de la Secretaría de Gobernación, por medio 
del cual se le solicitó información en términos 
similares a los expuestos en los párrafos que an­
teceden. 

F. El oficio BOO.4./21210, del 13 de junio de 
2000, suscrito por el ingeniero César O. Ramos 
Valdés, Subdirector General de Operación de la 
Comisión Nacional del Agua. 

G. El oficio 946, del 13 de junio de 2000, firma­
do por el licenciado Óscar Navarro Gárate, Coor­
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dinador General de Protección Civil de la Secre­
taría de Gobernación. 

H. El oficio BOO./4174, del 22 de junio de 2000, 
suscrito en su ausencia por el licenciado Víctor 
Manuel Rivera Güemes, Gerente de la Unidad 
Jurídica de la Comisión Nacional del Agua. 

I. El oficio BOO.OO.02.04.1/4173, del 22 de 
junio de 2000, suscrito por el licenciado Víctor 
Manuel Rivera Güemes. 

J. El oficio SGG/SSP/DGPC/O/1368/2000, del 
14 de julio de 2000, firmado por el arquitecto 
Miguel Ángel Cruz Guerrero, Director General 
de Protección Civil del Gobierno del Estado de 
México. 

K. El oficio BOO.OO.02.04.1/5215, del 28 de 
julio de 2000, signado por el licenciado Víctor 
Manuel Rivera Güemes, Gerente de la Unidad Ju­
rídica de la Comisión Nacional del Agua, acom­
pañado de diversa documentación relativa al 
asunto que nos ocupa. 

L. El oficio PMCH/039/2000, recibido en este 
Organismo Nacional el 15 de agosto de 2000, 
suscrito por la señora Martha Patricia Rivera 
Pérez, entonces Presidenta Municipal de Chalco, 
Estado de México, al que acompañó los infor­
mes emitidos por las instancias locales involu­
cradas en los hechos que se investigan, así como 
el soporte de los mismos. 

M. Certificación de llamada telefónica del 16 de 
agosto de 2000 realizada por un visitador adjun­
to de este Organismo Nacional al arquitecto Mi­
guel Ángel Cruz Guerrero, Director General de 
Protección Civil en el Estado de México, a quien 
le solicitó información complementaria a su ofi­
cio SGG/SSP/DGPC/0/1368/2000, del 14 de ju­
lio de 2000. 

N. El oficio SGG/SSP/DGPC/1563/2000, del 
22 de agosto de 2000, firmado por el arquitecto 
Miguel Ángel Cruz Guerrero, Director General 
de Protección Civil del Gobierno del Estado de 
México. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

De conformidad con lo dispuesto por los artícu­
los 41, fracciones V y VI; 43, fracciones IV y 
IX, y 44, fracciones I, XI, XIV y XV, del Regla­
mento Interior de la Secretaría de Medio Am­
biente, Recursos Naturales y Pesca (publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 8 de ju­
lio de 1996 atendiendo a que los sucesos ocu­
rrieron antes de que entrara en vigor el nuevo 
Reglamento publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 5 de junio de 2000); 84 de la Ley 
de Aguas Nacionales, así como 127, 128, 129 y 132 
del Reglamento de la Ley de Aguas Nacionales, 
la Comisión Nacional del Agua es competente 
para determinar la operación de la infraestructu­
ra hidráulica para el control de avenidas, toman­
do las medidas necesarias para dar seguimiento 
a fenómenos climatológicos extremos, promo­
viendo y realizando las acciones preventivas que 
se requieran, debiendo además fomentar progra­
mas de prevención de daños por inundaciones. 

Para el ejercicio de sus atribuciones, la referi­
da Comisión Nacional del Agua cuenta con una 
unidad administrativa denominada Gerencia Re­
gional de Aguas del Valle de México, la que 
dentro de sus atribuciones tiene bajo su respon­
sabilidad ejercer dentro de su ámbito territorial 
los lineamientos internos de carácter técnico y 
administrativo, sistemas y procedimientos que le 
señale el titular de dicha Comisión, ello confor­
me a lo establecido por los artículos 38 y 50 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Medio Am­
biente, Recursos Naturales y Pesca en cita. 
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En este orden de ideas, la Comisión Nacional 
del Agua recibió entre los años 1998 a 2000 di­
versos requerimientos, principalmente, por parte 
del Organismo Descentralizado de Agua Pota­
ble, Alcantarillado y Saneamiento, del Estado 
de México, en sus Municipios de Chalco, Valle de 
Chalco-Solidaridad, Ixtapaluca y Nezahualcó­
yotl, para que realizara trabajos de mantenimien­
to, desazolve y limpieza en tramos específicos, 
el levantamiento de bordos, renivelaciones y el 
entubamiento del canal La Compañía, en aten­
ción a la eventualidad de que se originara un daño 
de graves consecuencias a la población aledaña 
al cauce del mismo; sin embargo, dichos reque­
rimientos fueron contestados en todos los casos 
sin garantizar la seguridad y el buen funciona­
miento del canal en cita. 

La madrugada del 1 de junio de 2000, las co­
lonias adyacentes al río La Compañía, ubicado 
en el Municipio de Chalco, Estado de México, 
sufrieron la inundación de aguas negras prove­
nientes de dicho canal, en razón de la ruptura de 
un bordo del mismo, provocándose pérdidas 
materiales de grandes dimensiones que deriva­
ron en el menoscabo de la salud y patrimonio de 
los habitantes de esa zona, originándose además 
el deterioro de la calidad de vida de los mismos, 
toda vez que resultaron damnificados al perderse 
de forma irreparable, en muchos de los casos, 
sus pertenencias y quedando inhabitables las vi­
viendas que ocupaban, sin que debido al número 
de personas que sufrieron los daños y por la mag­
nitud del evento los recursos asignados para sol­
ventar las necesidades de ese grupo de la pobla­
ción hayan sido suficientes. 

A la fecha, en razón de que la Comisión Nacio­
nal del Agua no ha logrado la solución definitiva 
y satisfactoria de la problemática en la estructura 
de los bordos, mantenimiento y operación efec­
tiva del canal La Compañía, los colonos afecta­

dos y los de las comunidades aledañas continúan 
en riesgo inminente de que se suscite otro aconte­
cimiento de dimensiones similares a lo aconteci­
do el 1 de junio pasado, ya que no se han reali­
zado adecuadamente los trabajos de saneamiento 
y mantenimiento en todo el canal, además de que 
las fuertes lluvias siguen proyectándose en esa 
área y ello amerita la realización de acciones in­
mediatas y contundentes de protección a la po­
blación contra inundaciones. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de las evidencias enumeradas en el 
presente documento y su vinculación lógico-ju­
rídica, esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos arribó a las siguientes consideraciones: 

A. Con fundamento en lo dispuesto por los artí­
culos 84 de la Ley de Aguas Nacionales, así como 
127, 128, 129 y 132 del Reglamento de la Ley 
de Aguas Nacionales, la Gerencia Regional de 
Aguas del Valle de México de la Comisión Na­
cional del Agua es competente, en razón del te­
rritorio, para determinar la operación de la in­
fraestructura hidráulica y el control de avenidas 
del río La Compañía, tomando las medidas ne­
cesarias para dar seguimiento a fenómenos cli­
matológicos extremos, promoviendo y llevando 
a cabo las acciones preventivas que se requie­
ran; debiendo también fomentar programas de 
prevención de daños por inundaciones; activida­
des que se llevaron a cabo de manera negligente. 

Lo anterior se corrobora con los informes ren­
didos por la referida dependencia, ya que en nin­
guno de ellos se especifica la fecha exacta con 
que se llevaron a cabo los trabajos de manteni­
miento correspondientes y sin ningún soporte 
documental, indicando superficialmente en los 
oficios BOO./4174, BOO.OO.02.04.1/5215 y 
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BOO./R01.00.03./4531, del 22 de junio y 28 de 
julio de 2000, respectivamente, que se tiene un 
programa permanente de supervisión y mante­
nimiento de los ríos, sin señalar cómo. 

B. De los anexos que presenta la referida Geren­
cia Regional se aprecian las diversas solicitudes 
realizadas mediante los oficios OI/DG/073/98, 
ODA.DIR.0725/98, sin número, ODADIR/565/ 
98, PM/619/98, ODAPAS/NEZA/DG/305/99 y 
ODADIR/065/00, del 12 de junio, 24 de septiem­
bre, 7 y 22 de octubre, así como 27 de noviembre 
de 1998; 25 de mayo de 1999, y 6 de abril de 2000, 
para la atención y mantenimiento preventivo a 
la infraestructura del bordo del río La Compañía 
realizados por el Organismo Descentralizado de 
Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, Va­
lle de Chalco Solidaridad, Ayuntamiento de Ixta­
paluca, entre otros, a los que recayeron diversas 
respuestas de la Gerencia Regional de Aguas del 
Valle de México, siendo la última de ellas la con­
tenida en el oficio BOO.R01.02.10./3135, del 23 
de mayo de 2000, en la que se expuso que se 
habían realizado visitas por parte del personal 
técnico de esa Gerencia y del Consultivo Técnico 
de la Comisión Nacional del Agua, quienes opi­
naron que no era posible sobreelevar los bordos 
del río La Compañía, pero que se continuarían 
realizando los estudios y recopilación de datos 
para iniciar “posteriormente” el proyecto inte­
gral correspondiente, informando adicionalmente 
que se llevaría a cabo el desazolve del citado río 
en un tramo específico. 

Lo expuesto redunda en el hecho de que todas 
las peticiones anteriores, desde 1998, no fueron 
atendidas adecuadamente, toda vez que si efec­
tivamente se hubieran tomado las medidas pre­
ventivas necesarias las respuestas emitidas por la 
propia Comisión Nacional del Agua lo hubiesen 
señalado; no obstante ello, ocho días después del 
siniestro, el ingeniero Armando Aguirre Sánchez, 

Gerente Regional de Aguas del Valle de Méxi­
co, refirió que se encontraba aún en el “proceso 
de realización de estudios y recopilación de da­
tos para posteriormente iniciar el proyecto inte­
gral correspondiente”, siendo el caso que el or­
ganismo descentralizado del Estado de México 
demandó en tiempo la atención urgente para pre­
venir la eventualidad que nos ocupa, y la instan­
cia federal que usted dirige, durante dos años 
aproximadamente, se mantuvo al margen de crear, 
mantener y promover las capacidades técnicas 
básicas que se requieren para que las obras, ac­
ciones y programas de esa Comisión fuesen de 
calidad, tal y como lo disponen los propios or­
denamientos que la rigen, considerándose que 
tuvieron tiempo suficiente para realizar las accio­
nes preventivas y alertar a los gobiernos munici­
pal, local y federal sobre los riesgos potenciales 
que podrían sufrir los asentamientos poblacio­
nales irregulares, de presentarse una precipita­
ción pluvial extraordinaria. 

Por otra parte, si efectivamente, como lo seña­
ló la Comisión Nacional del Agua a la entonces 
Presidenta Municipal de Chalco en sus oficios 
del 22 de septiembre de 1998, 26 de mayo de 
1999, y al similar de Ixtapaluca del 12 de febrero 
del año mencionado, existían en zonas urbanas 
construcciones que invadían la zona federal que 
debían ser removidas, no acredita con documento 
alguno haber realizado acciones tendentes a que 
tal situación fuese considerada y resuelta por las 
autoridades competentes, limitándose a “orde­
nar” y “recomendar” en esas ocasiones el desa­
lojo, fundamentando dicha petición exclusiva­
mente en la Ley de Aguas Nacionales. 

C. Por otra parte, no obstante las múltiples con­
tradicciones que se advierten de los informes 
rendidos ante este Organismo Nacional por los 
funcionarios involucrados en el asunto tanto de 
esa Comisión Nacional del Agua como de la Di­
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rección General de Protección Civil del Estado 
de México, relativos a las causas que provocaron 
la ruptura del bordo del río La Compañía, lo cier­
to es que, efectivamente, existían demandas para 
la atención de un posible desbordamiento del 
mismo por la importante acumulación de basura, 
así como por la falta de mantenimiento y desazol­
ve de éste, siendo responsabilidad exclusiva de la 
Gerencia Regional de Aguas del Valle de México 
de esa Comisión Nacional del Agua, de acuerdo 
con las atribuciones que tiene conferidas y que 
fueron reconocidas en los oficios BOO.OO.02.04. 
01./5215 y BOO./R01.00.03./4531, ambos del 28 
de julio de 2000, en los que se señala que dicha 
Gerencia es la instancia facultada para llevar a 
cabo obras de conservación y mantenimiento de 
los cuerpos de aguas nacionales que se encuen­
tren dentro de su jurisdicción, específicamente 
del río La Compañía, consistentes, entre otras, 
en el desazolve y rectificación del encausamien­
to, tratamiento de filtración, sellado de grietas, 
sobreelevación de los bordos, limpia y deshierbe 
de taludes, protección de taludes en la descar­
ga de cárcamos, sellado de juntas de muro de 
concreto y los trabajos correspondientes a la su­
pervisión de las citadas obras, ello aunado al 
hecho de que hasta el momento, por la ambigüe­
dad de las respuestas vertidas por esa Comisión 
Nacional del Agua, se desconoce cuál fue, en su 
caso, la empresa con la que celebraron los con­
tratos de obra para realizar dichas acciones y 
cuándo se realizaron éstos, así como también si 
se ejecutaron los trabajos respectivos. 

D. En este orden de ideas, la falta de manteni­
miento y prevención es imputable directamente 
a la Comisión Nacional del Agua, la cual además 
de no haber tomado las medidas necesarias de 
prevención y alerta a la población que se encon­
traba en una zona de riesgo de inundaciones, pre­
tende, según se desprende de la documentación 
proporcionada a este Organismo Nacional, atri­

buir la responsabilidad al Ayuntamiento de Chal­
co, Estado de México, y al Organismo Descen­
tralizado de Agua Potable, Alcantarillado y Sa­
neamiento, en el sentido de que a ambos les 
recomendó tareas de limpieza; sin embargo, aten­
diendo a lo dispuesto por el artículo 2o. de la 
Ley de Organismos Descentralizados de Carác­
ter Municipal, para la Prestación de los Servi­
cios de Agua Potable, Alcantarillado y Sanea­
miento, en el Estado de México, que refiere que 
los organismos, como parte del sector adminis­
trativo auxiliar de los ayuntamientos, asumirán 
la responsabilidad municipal de organizar y to­
mar a su cargo la administración, funcionamien­
to, conservación y operación de los servicios de 
agua potable, alcantarillado y saneamiento, den­
tro de los límites de su circunscripción territo­
rial, por lo tanto, al evidenciarse que el canal La 
Compañía no se encuentra en el ámbito de com­
petencia de los organismos locales, en atención 
a que se trata de un cauce federal, la competen­
cia del mismo corresponde a autoridades de tal 
naturaleza. Cabe destacar que la única forma en 
que se podría considerar la responsabilidad tan­
to para los organismos locales como federales 
sería que hubiere existido un convenio en el que 
se estableciera la realización de trabajos conjun­
tos, de lo cual no obra constancia de que se hu­
biese efectuado. 

a) Por todo lo anteriormente expuesto, se advierte 
la responsabilidad de los servidores públicos de la 
Comisión Nacional del Agua, a través de la Ge­
rencia Regional de Aguas del Valle de México, 
ya que con sus actitudes omisas y negligentes 
que se constriñen en la falta de atención, debido 
mantenimiento y operación eficiente de los 
bordos del río La Compañía, violentaron los si­
guientes artículos: 41, fracción V; 43, fraccio­
nes IV y IX; 44, fracciones I, XI, XIV y XV, y 
50 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca 
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(publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 8 de julio de 1996 atendiendo a que los suce­
sos ocurrieron antes de que entrara en vigor el 
nuevo Reglamento publicado en el Diario Ofi­
cial de la Federación el 5 de junio de 2000); 3; 
9, fracciones IV, V y VI; 83; 84; 100, y 113, 
fracción VII, de la Ley de Aguas Nacionales, así 
como 5, 127, 128, 129, 130, 131 y 132 del Re­
glamento de la Ley de Aguas Nacionales, y 47, 
fracciones I, XXII y XXIV, de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

b) De la misma forma, atendiendo el contenido 
del párrafo quinto del artículo 27 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
las aguas de los ríos y sus afluentes directos o 
indirectos, desde el punto del cauce en que se 
inicien las primeras aguas permanentes, son pro­
piedad de la nación y, por lo tanto, le correspon­
de el dominio directo; lo anterior se encuentra 
reglamentado por la Ley de Aguas Nacionales, 
la que en los párrafos segundo y tercero de su 
artículo 16 prevé que el régimen de propiedad 
nacional de las aguas subsistirá aún cuando és­
tas, mediante la construcción de obras, sean des­
viadas del cauce o vaso originales; se impida su 
afluencia a ellos o sean objeto de tratamiento; 
igualmente, las aguas residuales provenientes del 
uso de las aguas propiedad de la nación tendrán 
el mismo carácter. 

En razón de lo anterior, este Organismo Na­
cional de los Derechos Humanos advirtió que el 
personal adscrito a la Comisión Nacional del 
Agua que intervino en los presentes hechos con 
su actitud incurrió, probablemente, en la comi­
sión de las conductas tipificadas y previstas por 
el artículo 214, fracciones III y V, del Código 
Penal Federal, que disponen que los servidores 
públicos que teniendo conocimiento en razón de 
su empleo, cargo o comisión, de que pudieran 
resultar gravemente afectados el patrimonio o los 

intereses de alguna dependencia o Entidad de la 
Administración Pública Federal Centralizada, 
Distrito Federal, organismos descentralizados, 
empresas de participación estatal, mayoritaria, 
asociaciones y sociedades asimiladas a éstas, y 
fideicomisos públicos, del Congreso de la Unión, 
o de los Poderes Judicial Federal o Judicial del 
Distrito Federal, por cualquier acto u omisión, 
no informen por escrito a su superior jerárquico 
o lo eviten si está dentro de sus facultades, o bien, 
teniendo la obligación de vigilar y proteger o dar 
seguridad a personas, lugares, instalaciones u ob­
jetos, incumplieren su deber en cualquier forma, 
propicien daños a las personas o a los lugares, 
instalaciones u objetos que se encuentren bajo 
su cuidado. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se permite formular res­
petuosamente a usted, Director General de la 
Comisión Nacional del Agua, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dé vista a la Contraloría Interna de 
la Comisión Nacional del Agua, a efecto de que se 
inicie un procedimiento administrativo de inves­
tigación en contra de los servidores públicos de 
dicho órgano desconcentrado que pudieron ha­
ber incurrido en responsabilidad, por las consi­
deraciones expuestas en el capítulo Observacio­
nes del presente documento. 

SEGUNDA. Si de la información que se presen­
te en el desarrollo de la investigación de las con­
ductas de los servidores públicos involucrados 
se desprende la posibilidad de responsabilidad 
penal, se dé vista al agente del Ministerio Públi­
co de la Federación para que se inicie y determi­
ne, en contra de los mismos, la averiguación pre­
via correspondiente. 
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TERCERA. Se realicen, de conformidad con sus 
atribuciones, las acciones que resuelvan en defi­
nitiva la problemática que prevalece en el canal 
La Compañía, a efecto de evitar en lo futuro da­
ños similares o mayores a los ya acontecidos en 
las inmediaciones de las colonias aledañas al río 
en cuestión, con graves perdidas patrimoniales 
y de salud de los residentes en esa zona, como 
ocurrió el pasado 1 de junio del año en curso. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
cometida por servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley como de obtener la investigación que pro­
ceda por parte de las dependencias administrati­
vas o cualesquiera otras autoridades competen­
tes para que, dentro de sus atribuciones, apliquen 
las sanciones conducentes y se subsane la irre­
gularidad de que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos, solicito a ustedes que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomenda­
ción, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a esta noti­
ficación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a ustedes que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Re­
comendación se envíen a esta Comisión Nacional 
dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para 
informar sobre la aceptación de la Recomenda­
ción de mérito. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la presente Recomen­
dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente, 

El Presidente de la Comisión Nacional 

Rúbrica 

50 



Por definir (mayo)

Recomendación 17/2000
 

Síntesis: El 1 de abril de 1998, en este Organismo Nacional se recibió la queja de la señora Araminda 
Lara Prado, en la que indicó que su hijo Erik Raudel Cardona Lara, quien laboraba como radio­
operador y mensajero en el destacamento de la Policía Federal de Caminos de San Rafael, Nuevo 
León, fue asesinado en los dormitorios de dicho destacamento el 27 de octubre de 1997. 

Asimismo, que el licenciado Carlos A. Flores Rivera, agente del Ministerio Público Investigador 
adscrito al Juzgado Mixto de Primera Instancia del Décimo Primer Distrito Judicial en el Estado de 
Nuevo León, conoció de los hechos por haber acaecido en esa jurisdicción; sin embargo, sin justifi­
cación alguna, “el expediente” fue remitido al licenciado Noé Paulino Hernández Rodríguez, en­
tonces representante social de la Agencia Número Uno adscrito a la Policía Judicial en Monterrey, 
Nuevo León, quien inició la averiguación previa 3166/97/I/1 y se negó a proporcionarle una copia 
certificada de la indagatoria en comento y a devolverle la ropa de su hijo, misma que posteriormente 
se extravió. 

Finalmente, precisó que tiene el temor fundado de que el personal de la Policía Federal de Cami­
nos se encuentre involucrado en la muerte de su familiar. 

Esta Comisión Nacional inició la investigación de los hechos motivo de la queja, y de la informa­
ción con que se contó se llegó a la conclusión de que se acreditan violaciones a los Derechos Humanos 
de la familia Cardona Lara, que atentan al principio de legalidad y derecho a que se les procurara 
justicia, por parte de diversos servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Nuevo León, quienes llevaron a cabo una indebida integración de la averiguación previa 3166/97/ 
I/1 y su acumulada 120/97, en las que se realizaron peritajes deficientes e hicieron actuaciones sin 
estar facultados para ello. Por lo anterior, esta Institución emitió la Recomendación 17/2000, dirigi­
da al licenciado Fernando Canales Clariond, Gobernador del Estado de Nuevo León, la cual consis­
tió en los siguientes puntos: 

En atención a los razonamientos vertidos en las letras A a la C del capítulo de observaciones del 
presente documento, se sirva girar sus instrucciones al Procurador General de Justicia de aquella 
Entidad Federativa, a fin de que recabe del archivo una copia certificada de la averiguación previa 
3166/97/I/1 y su acumulada 120/97, y una vez hecho esto ordene al agente del Ministerio Público que 
corresponda que integre una averiguación previa en la que agoten las líneas de investigación ten­
dentes a esclarecer la muerte de la persona que en vida llevó el nombre de Erik Raudel Cardona 
Lara, y en su oportunidad resuelva lo que conforme a Derecho corresponda; representante social a 
quien se deberá instruir además que notifique oportunamente a la familia del occiso sobre los avan­
ces de su investigación hasta el momento en que emita su resolución para que dicha familia se 
encuentre en posibilidad de manifestar lo que a sus intereses convenga; realizado lo anterior, se dé 
cuenta a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos de las actuaciones practicadas, desde el 
inicio de su intervención hasta la conclusión de la misma. 
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Se dé vista al órgano de control interno que corresponda a fin de que inicie un procedimiento 
administrativo de investigación en contra de los servidores públicos que tuvieron bajo su resguardo 
las ropas que vistió Erik Raudel Cardona Lara al momento de su fallecimiento, y que por negligencia 
o descuido no acordaron su depósito en un lugar seguro, ocasionando el extravío de las mismas; y de 
ser el caso, se dé vista al agente del Ministerio Público para que integre la averiguación previa 
correspondiente, y realizado lo anterior, se dé cuenta a esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos de las actuaciones practicadas, desde el inicio de su intervención hasta la conclusión de la 
misma. 

En atención a los razonamientos vertidos en el capítulo de observaciones de la presente resolu­
ción, se dé vista al órgano de control interno que corresponda a fin de que inicie un procedimiento 
administrativo de investigación en contra de los servidores públicos que se mencionan en los aparta­
dos A al C, por las acciones y omisiones que han quedado precisadas, y de resultarles responsabili­
dad se dé vista al agente del Ministerio Público para que integre la averiguación previa correspon­
diente; realizado lo anterior, se dé cuenta a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos de las 
actuaciones practicadas, desde el inicio de su intervención hasta la conclusión de la misma. 

México, D. F., 14 de septiembre de 2000 

Caso de la señora Araminda Lara Prado 

Lic. Fernando Canales Clariond, 
Gobernador del Estado de Nuevo León, 
Monterrey, N. L. 

Distinguido Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en los artículos 102, apartado 
B, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, y 1o.; 3o., párrafo segundo; 6o., 
fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, fracción 
IV; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, ha examinado los ele­
mentos contenidos en el expediente CNDH/121/ 
98/NL/1818, relacionados con la queja interpues­
ta por la señora Araminda Lara Prado y visto los 
siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 1 de abril de 1998, en esta Comisión Na­
cional se recibió la queja de la señora Araminda 
Lara Prado, en la que indicó que su hijo Erik 
Raudel Cardona Lara, quien laboraba como ra­
dio-operador y mensajero en el destacamento de 
la Policía Federal de Caminos, de San Rafael, 
Nuevo León, fue asesinado en los dormitorios 
de ese destacamento el 27 de octubre de 1997. 

Asimismo, que el licenciado Carlos A. Flores 
Rivera, agente del Ministerio Público investiga­
dor adscrito al Juzgado Mixto de Primera Ins­
tancia del Décimo Primer Distrito Judicial en el 
Estado de Nuevo León, conoció de los hechos 
por haber acaecido en esa jurisdicción; sin em­
bargo, sin justificación alguna, “el expediente” 
fue remitido al licenciado Noé Paulino Hernán­
dez Rodríguez, entonces representante social de 
la Agencia Número Uno adscrito a la Policía Ju­
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dicial en Monterrey, Nuevo León, quien inició la 
averiguación previa 3166/97/I/1 y se negó a pro­
porcionarle una copia certificada de la inda­
gatoria en comento y a devolverle la ropa de su 
hijo, misma que posteriormente se extravió. 

Finalmente, precisó que tiene el temor funda­
do de que personal de la Policía Federal de Ca­
minos se encuentre involucrado en la muerte de 
su familiar. 

B. Con motivo de lo anterior, esta Comisión 
Nacional inició el expediente CNDH/121/98/NL/ 
1818, y para estar en aptitud de confirmar los ac­
tos constitutivos de la queja, en su oportunidad, 
personal de esta institución se trasladó al lugar 
de los hechos, donde realizó diversas actuacio­
nes; solicitó a la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Nuevo León el informe inherente 
al caso que nos ocupa, el cual se obsequió en su 
oportunidad y cuyo análisis se precisará en el 
cuerpo de la presente resolución. 

C. De igual forma, se le requirió a la Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes la información 
correspondiente, respecto de los hechos que le atri­
buyó la señora Araminda Lara Prado a servidores 
públicos de la entonces Policía Federal de Ca­
minos, misma que se rindió a través de los ofi­
cios 111.203/1343/98J.I.G. y 102.204 4413, en los 
que anexó, entre otras constancias, una fotocopia 
del expediente 415/97.J.I.G., que se inició en la 
Jefatura de Inspección General de esa corpora­
ción policiaca con motivo de los acontecimien­
tos ocurridos dentro de sus instalaciones en el 
Centro Táctico Operativo en San Rafael, Nuevo 
León, y en los que perdió la vida la persona que 
respondía al nombre de Erik Raudel Cardona 
Lara; información que se complementó con el 
diverso DDH/0218/2000, del 29 de agosto de 
2000, en el cual la Directora de Derechos Hu­
manos de la Policía Federal Preventiva señaló 

que en la actualidad la investigación adminis­
trativa contenida en el expediente antes citado la 
está continuando la Contraloría Interna de esa de­
pendencia por ser la autoridad competente para 
emitir la resolución que conforme a Derecho co­
rresponda; lo anterior, en atención al decreto pu­
blicado el 4 de enero de 1999 en el Diario Ofi­
cial de la Federación, a través del cual se creó la 
Policía Federal Preventiva como órgano depen­
diente de la Secretaría de Gobernación, a la que 
se integró la Policía Federal de Caminos. 

II. EVIDENCIAS 

A. El escrito de queja que presentó la señora Ara­
minda Lara Prado el 1 de abril de 1998 ante esta 
Comisión Nacional, al que anexó diversas cons­
tancias y un videocasete. 

B. El diverso 594/98, del 31 de agosto de 1998, 
signado por el licenciado Fernando Rodríguez 
Garza, Visitador General de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Nuevo León, al 
que acompañó de una copia certificada de la ave­
riguación previa 3166/97/I/1 y su acumulada 120/ 
997, que se integró con motivo de la muerte de 
Erik Raudel Cardona Lara, de cuyas actuacio­
nes se destacan por su importancia las siguien­
tes: 

1. La diligencia de inspección ocular, fe minis­
terial y levantamiento del cadáver de Erik Raudel 
Cardona Lara, realizada el 27 de octubre de 1997 
por el licenciado Carlos A. Flores Rivera, agen­
te del Ministerio Público investigador adscrito 
al Juzgado Mixto de Primera Instancia del Déci­
mo Primer Distrito Judicial en el Municipio de 
Galeana, Nuevo León. 

2. El dictamen de la necropsia número 921/97 
practicada al cadáver de Erik Raudel Cardona 
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Lara, suscrito el 28 de octubre de 1997 por los 
doctores David Carlos Amaya Vega y Zulma G. 
Rodríguez Ezquivel, peritos médicos del Servi­
cio Médico Forense de la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Nuevo León. 

3. Un oficio sin número, del 28 de octubre de 
1997, suscrito por el señor Óscar Rubén Alanís 
Rocha, primer comandante de la Coordinación 
del Área Rural de la Policía Judicial del Esta­
do de Nuevo León, mediante el cual solicitó al 
Director General de Servicios Periciales que prac­
ticara la prueba de rodizonato de sodio a los 
señores Alfredo Rodríguez Badillo, Tomás Vio­
lante Tovar, Alberto Contreras Gaona y Alfredo 
Pérez Rocha, suboficiales de la entonces Policía 
Federal de Caminos y al cadáver de Erik Raudel 
Cardona Lara. 

4. Los dictámenes suscritos, el 28 de octubre de 
1997, por el técnico armero José Carranza Pe­
draza, relativo a la prueba de rodizonato de sodio 
que se les practicó a los señores Alfredo Rodrí­
guez Badillo, Tomás Violante Tovar, Alberto 
Contreras Gaona y Alfredo (Jorge) Pérez Rocha, 
personal adscrito a la entonces Policía Federal 
de Caminos, no así al occiso Erik Raudel Cardona 
Lara. 

5. Las declaraciones ministeriales que emitieron, 
el 28 de octubre de 1997, ante el licenciado Noé 
Paulino Hernández Rodríguez, entonces agente 
del Ministerio Público investigador número uno, 
adscrito a la Policía Judicial de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Nuevo León, 
los señores Nancy Dinorah Cardona Contreras, 
Anilú Adriana Sifuentes Solís y Víctor Hugo 
López Hernández. 

6. La declaración ministerial que emitió, el 29 
de octubre de 1997, ante el licenciado Noé Pau­
lino Hernández Rodríguez, entonces agente del 

Ministerio Público investigador número uno, 
adscrito a la Policía Judicial de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Nuevo León, 
la señorita Ana Cristina Cardona Lara. 

7. La declaración ministerial que emitió, el 6 de 
noviembre de 1997, ante el licenciado Noé Pau­
lino Hernández Rodríguez, entonces agente del 
Ministerio Público investigador número uno, ads­
crito a la Policía Judicial de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Nuevo León, el 
señor Alberto Paredes Fuentes. 

8. El oficio 4878/97, del 11 de noviembre de 
1997, mediante el cual los señores José Carranza 
Pedraza y Dora Amparo Pardo García, peritos 
en balística y criminalística, respectivamente, rin­
dieron un dictamen, después de realizar un reco­
nocimiento en el lugar de los hechos. 

9. El oficio 859/97, del 21 de noviembre de 1997, 
mediante el cual el doctor José Alberto Garza 
Leal, Director del Servicio Médico Forense de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Nuevo León, remitió al licenciado Américo 
Meléndez Reyna, Director de la Policía Judicial, 
el dictamen en química forense realizado por la 
licenciada en criminalística Dora Amparo Pardo 
García y el técnico en esa misma materia Héctor 
Manuel Valdez Saucedo, respecto del rastreo 
hemático practicado en distintas prendas de ves­
tir y objetos personales del occiso Erik Raudel 
Cardona Lara y en el que concluyeron “que no 
fue posible realizar la prueba de Walker en las 
ropas de éste por encontrarse contaminadas con 
abundante mancha hemática”; documento con el 
que además se dejaron a disposición esas prendas 
y los objetos recolectados en el lugar de los hechos. 

10. Las declaraciones ministeriales que emitie­
ron, el 15 de enero de 1998, la licenciada Dora 
Amparo Pardo García y el señor Héctor Manuel 
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Valdez Saucedo, peritos en criminalística de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Nuevo León, respecto del rastreo hemático que 
realizaron en las prendas del occiso y en el 
que informaron que la prueba de Walker no la 
realizaron por estar contaminadas con manchas 
hemáticas. 

11. La promoción que presentó la quejosa Ara­
minda Lara Prado, el 16 de enero de 1998, ante 
el agente del Ministerio Público número uno en 
Monterrey, Nuevo León, mediante la cual anexó 
el dictamen que emitió su perito particular. 

12. El oficio 6/998, del 15 de enero de 1998, a 
través del cual el licenciado Carlos A. Flores Ri­
vera, agente del Ministerio Público investigador, 
adscrito al Juzgado Mixto de Primera Instancia 
del Décimo Primer Distrito Judicial en el Muni­
cipio de Galeana, Nuevo León, envió a su simi­
lar Noé Paulino Hernández Rodríguez, las de­
claraciones ministeriales que el 2 de diciembre 
de 1997 rindieron los señores Ángel Gerardo So­
lís Cedillo y Apolonio Cortez Tovar, dentro de 
la averiguación previa 120/997. 

13. La declaración ministerial que emitió, el 28 
de enero de 1998, el perito médico forense David 
Carlos Amaya Vega, en la que ratificó el conte­
nido de su dictamen de necropsia, número 921/ 
97, practicada al occiso Erik Raudel Cardona 
Lara. 

14. La declaración ministerial que emitió, el 28 
de enero de 1998, el señor José Carranza Pedraza, 
perito en balística de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Nuevo León, respecto del 
examen que realizó en el lugar de los hechos con 
la perito Dora Amparo Pardo García. 

15. El oficio 0130/98, del 2 de febrero de 1998, 
mediante el cual la licenciada Dora Amparo Par­

do García y el señor David L. Donjuan Acosta, 
peritos en química forense de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Nuevo León, 
rindieron su dictamen en esa materia, respecto 
del rastreo hemático que realizaron en el fusil de 
asalto AR-15, calibre .223, marca Colt, con nú­
mero de matrícula LGC002778, relacionada con 
los hechos. 

16. La diligencia de inspección ocular que reali­
zó, el 23 de febrero de 1998, el licenciado Noé 
Paulino Hernández Rodríguez en las instalacio­
nes de la Policía Judicial del Estado de Nuevo 
León, donde dio fe de que en el lugar designado 
para la guarda y custodia de objetos habían desa­
parecido las prendas que vistió el señor Erik 
Raudel Cardona Lara. 

17. El acuerdo que emitió, el 19 de marzo de 
1998, el licenciado Noé Paulino Hernández Ro­
dríguez, entonces agente del Ministerio Público 
investigador número uno, adscrito a la Policía 
Judicial de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Nuevo León, proponiendo el no 
ejercicio de la acción penal de la indagatoria 
3166/97/I/1. 

18. La resolución, del 12 de abril de 1999, que 
dictó el licenciado José Santos González Suá­
rez, Procurador General de Justicia del Estado de 
Nuevo León, en la cual confirmó el no ejercicio 
de la acción penal de la averiguación previa 3166/ 
97/I/1 y su acumulada 120/997 que le propuso 
el agente del Ministerio Público. 

C. La fotocopia del expediente administrativo 
V/28/98, que substanció la Visitaduría General 
de la Procuraduría General de Justicia del Esta­
do de Nuevo León, en contra del licenciado Noé 
Paulino Hernández Rodríguez, entonces agente 
del Ministerio Público investigador número uno, 
adscrito a la Policía Judicial de Monterrey, Nue­
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vo León, de cuyas actuaciones se detallan las si­
guientes: 

1. El informe que rindió a esa Visitaduría el li­
cenciado Noé Paulino Hernández Rodríguez, en 
el que refirió sustancialmente “en cuanto hace a 
las prendas mencionadas por la quejosa (sic), se 
procedió a la búsqueda de las mismas (sic) mas 
al efectuarse la revisión entre las bolsas en el 
recinto las prendas no se encontraron...” 

2. El acuerdo que dictó, el 28 de septiembre de 
1998, el licenciado Fernando Rodríguez Garza, 
Visitador General de esa institución, a través del 
cual determinó la no responsabilidad del citado 
servidor público. 

D. Las diversas actuaciones practicadas por per­
sonal de esta Comisión Nacional, dentro de las 
cuales se destacan las siguientes: 

1. Las actas circunstanciadas, del 11 y 12 de no­
viembre de 1998, elaboradas por los visitadores 
adjuntos de esta Comisión Nacional, donde asen­
taron que se presentaron en el Municipio de San 
Rafael, Nuevo León, lugar donde se entrevista­
ron con familiares, conocidos y vecinos de la 
persona que en vida respondió al nombre de Erik 
Raudel Cardona Lara y practicaron una inspec­
ción de campo en el lugar en donde éste perdió 
la vida. 

2. El dictamen que emitieron, el 23 de marzo de 
1999, los peritos médico ycriminalista deesta Comi­
sión Nacional, después de estudiar tanto las diligen­
cias contenidas en la averiguación previa 3166/ 
97/I/1 y su acumulada 120/997, como los dictá­
menes emitidos por los peritos de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Nuevo León. 

3. Las actas circunstanciadas que elaboró, entre 
los meses de febrero a agosto de 2000, un visita­

dor adjunto de esta Comisión Nacional con mo­
tivo de las conversaciones telefónicas que sos­
tuvo con los familiares del hoy occiso y en las 
que además se hicieron constar diversas actua­
ciones que se practicaron en la Coordinación de 
Servicios Periciales de esta institución. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

A. El 27 de octubre de 1997 el licenciado Carlos 
A. Flores Rivera, agente del Ministerio Público 
adscrito al Juzgado Mixto de Primera Instancia 
del Décimo Primer Distrito Judicial en el Muni­
cipio de Galeana, Nuevo León, inició la averi­
guación previa 120/97, en contra de quien resul­
tara responsable del homicidio de quien en vida 
respondió al nombre de Erik Raudel Cardona 
Lara y por lo cual se trasladó al lugar de los acon­
tecimientos ubicado en el Centro Táctico Ope­
rativo de la entonces Policía Federal de Cami­
nos que se localiza en San Rafael, Nuevo León, 
donde al realizar la inspección ocular, dar fe del 
cadáver y ordenar el levantamiento del mismo 
no desahogó esa diligencia con la eficiencia y 
profesionalismo que debían ser observadas en el 
desempeño de su cargo, lo que ocasionó que di­
cha indagatoria, desde su origen, presentara de­
ficiencias técnicas que no fueron subsanadas 
oportunamente, incumpliendo con las funciones 
que le fueron conferidas en el párrafo primero 
del artículo 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el Código Adjetivo 
Penal y la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia, ambas del Estado de Nuevo 
León. 

De igual forma, el licenciado Noé Paulino Her­
nández Rodríguez, representante social adscrito 
al área de la Policía Judicial, en Monterrey, Nue­
vo León, al continuar esa investigación en la 
averiguación previa 3166/97/I/1, a la que acumu­
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ló la número 120/97, no ajustó sus actuaciones 
conforme a lo dispuesto en los ordenamientos 
legales invocados en la parte final del párrafo 
que antecede, ya que no agotó todas las líneas de 
investigación que le llevaran a esclarecer la muer­
te de la persona que en vida respondió al nom­
bre de Erik Raudel Cardona Lara, y contrario a 
ello sostuvo que éste se suicidó, apoyándose prin­
cipalmente en las versiones que le emitieron dos 
testigos singulares que no presenciaron los acon­
tecimientos, y sin haberse allegado de los res­
paldos científicos suficientes que le permitieran 
confirmar su hipótesis, resolvió cerrar el caso 
proponiendo el no ejercicio de la acción penal, 
el cual fue confirmado por el Procurador Gene­
ral de Justicia de aquel Estado, quien incluso 
autorizó el archivo de la citada indagatoria, lo 
que permite confirmar que a la señora Araminda 
Lara Prado, madre del occiso, le fue negado el 
derecho a que se le brindara una adecuada pro­
curación de justicia. 

B. Por su parte, los señores José Carranza Pedra­
za, Jorge Romero, Dora Amparo Pardo García, 
Héctor Manuel Valdez Saucedo y los médicos 
forenses David Carlos Amaya Vega y Zulma G. 
Rodríguez Ezquivel, que intervinieron como pe­
ritos ministeriales en la citada indagatoria, incu­
rrieron en acciones y omisiones en el ejercicio 
de sus funciones, en virtud de que no aplicaron 
la metodología correcta en cada una de las mate­
rias en las que intervinieron, lo que trajo como 
consecuencia la expedición de diversos dictáme­
nes, los cuales resultaron inconducentes, ya que 
no sirvieron para esclarecer los hechos, materia 
de la indagatoria antes señalada. 

C. De la misma manera, el licenciado Fernando 
Rodríguez Garza, Visitador General de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Nuevo 
León, sin estar legitimado para ello, inició el 
expediente administrativo V/28/98 en contra del 

licenciado Noé Paulino Hernández Rodríguez por 
las posibles irregularidades en que incurrió du­
rante la integración de la averiguación previa 
3166/97/I/1, y apartándose de las atribuciones 
propias de su cargo, las cuales se encuentran regu­
ladas en la Ley Orgánica de esa dependencia, el 
28 de septiembre de 1999 emitió una resolución 
contraria al principio de legalidad contenido en 
el párrafo primero del artículo 16 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
ya que ésta no fue fundada ni motivada adecua­
damente. 

IV. OBSERVACIONES 

Esta Comisión Nacional emite el siguiente pro­
nunciamiento, en atención a las irregularidades 
en que incurrió el personal que participó en la 
integración y conclusión de la averiguación pre­
via 3166/97/I/1 y su acumulada 120/97, cuyas ac­
ciones y omisiones transgreden el verdadero sen­
tido de la facultad que le delegan a la institución 
del Ministerio Público los párrafos primero y 
cuarto del artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ya que con 
tales conductas le fue conculcado a la señora 
Araminda Lara Prado, madre de la persona que 
en vida respondió al nombre de Erik Raudel 
Cardona Lara, el principio de legalidad y el de­
recho a que se les proporcionara una adecuada 
procuración de justicia, lo que lleva a considerar 
que tales irregularidades deben ser subsanadas, 
para que de esta manera se restituya, dentro del 
orden jurídico mexicano, los derechos fundamen­
tales que les fueron conculcadas. 

Del análisis lógico-jurídico que se realizó al 
conjunto de evidencias que forman parte del ex­
pediente de queja CNDH/121/98/NL/1818, que 
se substanció en esta Comisión Nacional, y den­
tro de las cuales se encuentran la fotocopia cer­
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tificada de la averiguación previa 3166/97/I/1 y 
su acumulada 120/97, se observó lo siguiente: 

A. El 27 de octubre de 1997 el licenciado Carlos 
A. Flores Rivera, en su desempeño como agente 
del Ministerio Público investigador, adscrito al 
Juzgado Mixto de Primera Instancia del Décimo 
Primer Distrito Judicial de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia en el Municipio de Galeana, 
Nuevo León, inició la averiguación previa nú­
mero 120/97, en contra de quien resultare res­
ponsable del homicidio del que en vida llevó el 
nombre de Erik Raudel Cardona Lara, cuyos 
acontecimientos ocurrieron dentro de las insta­
laciones del Centro Táctico Operativo de la en­
tonces Policía Federal de Caminos, que se loca­
liza en San Rafael, Nuevo León, utilizándose 
como medio un fusil de asalto tipo AR-15, cali­
bre .223, marca Colt, con número de matrícula 
LGC002778; de igual modo, el licenciado Noé 
Paulino Hernández Rodríguez, entonces agente 
del Ministerio Público investigador número uno, 
adscrito a la Policía Judicial de la misma Pro­
curaduría, al continuar la investigación inició la 
averiguación previa 3166/97/I/1 a la que acumu­
ló la inicialmente señalada, la cual concluyó el 
19 de marzo de 1999, proponiendo el no ejer­
cicio de la acción penal al resolver, en lo sus­
tancial, que el señor Erik Raudel Cardona Lara 
se había suicidado y utilizó como argumento lo 
siguiente: 

TERCERO: De igual manera obra en autos 
los resultados de prueba de rodizonato de 
sodio, practicada a los CC. Tomás Violante 
Tovar, Jorge Pérez Rocha, Alfredo Rodrí­
guez Badillo y Alberto Contreras Gaona, 
siendo negativa en todos ellos para plomo y 
bario en ambas manos, en tanto no fue posi­
ble recabar el resultado de dicha prueba en 
el hoy occiso por el exceso de contamina­
ción de liquido hemático... 

[...] 
SÉPTIMO: Entrando al estudio del tipo del 
delito de homicidio (sic) una vez analizadas 
las diligencias practicadas, las constancias 
y los peritajes elaborados por especialistas 
en la materia y mismos que fueron allega­
dos a la indagatoria en estudio tomando en 
cuenta y haciendo énfasis en los anteriores 
puntos de este apartado y toda vez que como 
se desprende del acta de inspección ocular y 
fe cadavérica por parte del licenciado Carlos 
Alejandro Flores Rivera, en el lugar donde 
se encontrara el hoy occiso, como se obser­
va y se corrobora con las fotografías toma­
das en el lugar de los hechos y el análisis res­
pectivo del videocasete allegado por familiares 
del hoy occiso y que fuera gravado por los 
mismos (sic) como es de observarse no indi­
cios de violencia respecto al occiso con otra 
u otras personas. Es decir no indicios de 
pelea o agresiones hacia el hoy occiso con 
diversa persona como se robustece con el 
dictamen de autopsia practicada al hoy oc­
ciso contemplándose la posibilidad que en 
un momento de desesperación el mismo oc­
ciso al abrirse la camisa haya botado los 
botones de la misma. Así como tampoco se 
observan otras huellas de pisadas que indi­
quen la presencia de otra persona u otras per­
sonas a recibir el disparo el hoy occiso ade­
más que el lugar estaba cerrado como se 
desprende del dicho del oficial Tomás Vio­
lante y tomando en cuenta la trayectoria del 
proyectil en el cuerpo del hoy occiso, las 
manchas de sangre donde aparentaban co­
menzar así como el lugar donde finalmente 
se impactara el proyectil sin que este “rebo­
tara” dada la potencia del tipo de arma como 
lo es un fusil, marca Colt, calibre .223 tipo 
R-15, el hoy occiso pudo haberse colocado 
a espaldas de la cama, frente a la pared don­
de se encontraba un mueble tipo juguetero, 
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observándose que no hay casi espacio para 
que otra persona haya estado delante del oc­
ciso quien luego del disparo deja caer el 
arma de fuego coincidiendo pues con el pun­
to donde finalmente encontró el proyectil y 
que una vez hechos los estudios del arma, 
casquillo y proyectil ambos sí fueron dispa­
rados por el arma encontrada en el lugar, 
confirmándose la cercanía del arma al ser 
encontrado el collarete y “golpe de mina” en 
el orificio de entrada en el cuerpo del hoy oc­
ciso quien lo confirma el médico legista que 
en virtud de las lesiones sufridas por el pro­
yectil del arma disparada, la muerte no fue 
inmediata, teniendo un margen de tiempo de 
aproximadamente de dos a tres minutos, 
tiempo en el cual el hoy occiso pudo despo­
jarse de alguna prenda y efectuaría por sí 
mismo el recorrido de un cuarto a otro susci­
tándose en lapsos salidas de líquido hemático 
paulatinamente o parcialmente como se apre­
cia en las fotografías intentando el hoy occi­
so salir del lugar sin lograrlo y finalmente 
quedar sobre la cama donde fue encontrado, 
opinión que se corrobora por los estudios 
hechos por los peritos especialistas en la 
materia quienes analizaron las evidencias, 
constancias, diligencias e inclusive el video­
casete  (sic) dando los mismos pormenores 
de las conclusiones en sus respectivas decla­
raciones y que obran en la indagatoria sin 
que el dictamen elaborado por el doctor 
Álvaro Jesús Polanco, perito designado por 
los familiares del hoy occiso pase por desa­
percibido en sus conclusiones finales al es­
tablecer que efectivamente no se asevera 
que la causa del fallecimiento del hoy occi­
so se deba a un homicidio, no obstante el es­
tudio hecho por el mismo, no llega a la con­
clusión de homicidio, aunque concluye 
además que la muerte sobrevino en forma 
inmediata empero dicho profesionista no se 

encontraba presente al efectuarse la autop­
sia del hoy occiso estableciendo que efecti­
vamente cuando se está en presencia de ese 
tipo de lesiones, la persona sobrevive aproxi­
madamente dos o tres minutos que ocurra el 
deceso de la persona (sic). 

De igual forma el antecedente de las inten­
ciones aparentes de suicidio por parte del hoy 
occiso, según manifestó la C. Anilú Adriana 
Sifuentes Solís, quien sostuviera relaciones 
de noviazgo con el hoy occiso. 

En ese orden de ideas, por lo anteriormente 
mencionado en opinión del suscrito, estamos 
en presencia de un suicidio descartándose el 
homicidio por las mismas razones y conclu­
siones... 

Del análisis y evidencias que se pudo allegar 
esta Comisión Nacional, así como de las diligen­
cias realizadas por el agente del Ministerio Pú­
blico que tuvo a su cargo la averiguación previa 
antes mencionada, se desprenden, a su vez, omi­
siones de parte del licenciado Carlos A. Flores 
Rivera, la cuales impidieron conocer la verdad 
histórica de los acontecimientos, toda vez que el 
citado servidor público dejó de efectuar una se­
rie de diligencias orientadas a lograr una correc­
ta inspección ocular y recolección de indicios, 
ya que no tuvo el cuidado de: 

1. Preservar u ordenar que se preservaran los 
objetos que se encontraban alrededor del occi­
so, de los que omitió realizar una descripción 
completa y una localización exacta de la mayo­
ría de los indicios que se encontraban al momento 
de su llegada, tal y como se desprende del dicta­
men emitido por los peritos médico y crimina­
lista de esta Comisión Nacional, quienes en lo 
conducente señalan lo siguiente: 
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ANÁLISIS DEL LUGAR
 
DE LOS HECHOS:
 

Es de mencionar que se debió desarrollar una 
metodología escrita del lugar de los hechos, 
efectuando descripciones completas del in­
mueble y muebles del lugar, posición y orien­
tación del cuerpo; asimismo, fijar en forma 
escrita y fotografiar todos los indicios rela­
cionados con los hechos que se estudian; 
efectuar el croquis de la escena con las evi­
dencias encontradas, incluyendo la situación 
y condición de las ropas. 

En el primer dormitorio se observó el cuer­
po sin vida de Erik Raudel [Cardona Lara], 
quien presentó una herida por contusión de 
bordes invertidos, forma circular, de dos 
centímetros de diámetro, en el borde inferior 
presentó quemadura circundante de predo­
minio inferointerno en sus tejidos, con cinco 
zonas de quemadura de predominio supero-
externo circundantes, en cara anterior de 
hemitórax izquierdo a nivel del tercer espa­
cio intercostal, penetrante de tórax. Asi­
mismo, una herida por contusión de forma 
irregular de bordes evertidos de cinco mi­
límetros, en región de cara posterior de 
hemitórax izquierdo, a nivel de octavo espa­
cio intercostal; además de presentar palidez 
de mucosa oral; se encontró vestido y calza­
do pero con la camisa abierta, sobre una cama 
tipo individual. 

En el segundo dormitorio había una bolsa de 
dormir color guinda, la misma presentó man­
chas de líquido hemático con características de 
apoyo en su porción superior del lado izquierdo; 
además, sobre su superficie, en diversas partes, 
coágulos sanguíneos; sobre la bolsa de dormir 
hay maculaciones hemáticas con característi­
cas de impregnación; asimismo, una chama­

rra de piel, con forro obscuro con líquido 
hemático que abarca del cuello hasta su par­
te media anterior a nivel del cierre en todo 
su largo con características de escurrimiento 
de arriba a abajo, con su manga derecha in­
vertida y en su porción anterior del lado iz­
quierdo en proximidad a la botonadura, un 
orificio y con un área de quemadura y en su 
parte posterior del lado izquierdo, un orifi­
cio de forma irregular, con bordes evertidos. 

De igual manera, sobre el piso y junto a un 
mueble de color azul, lado oriente del mue­
ble y al frente de las camas, encontraron el 
arma de referencia, con la boca del cañón al 
norte y la culata que es retráctil hacia el sur, 
con un cartucho en la recámara y 17 útiles 
en el cargador y su protector de ventana se 
encontraba abatido; además, con maculacio­
nes hemáticas en la mira delantera, cañón, ca­
cha, llamador y cargador. Se encontró un cas­
quillo percutido, por debajo de la mesa 
correspondiente a un televisor y en proximi­
dad a la pata izquierda del mueble. 

EN CUANTO A LA POSICIÓN FINAL
 
DEL CUERPO DE ERIK RAUDEL
 

CARDONA LARA:
 

El cuerpo presentó una posición final poste­
rior a su muerte, ya que al estar sobre la cama 
próxima al acceso de entrada entre la oficina 
y dormitorios y debido a que sus ropas esta­
ban maculadas de sangre y a que la camisa 
que se encontró desabotonada y fuera de lu­
gar, se determina que las manchas se produ­
jeron al presentar salida de líquido hemático 
por las lesiones en el tórax, como se aprecia 
en las fotografías 12, 13 y 15 a 18, enumera­
das por el licenciado Noé Paulino Hernández, 
en la averiguación previa 3166/97/I/1... 
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[...] 
De igual forma, se debió realizar la búsque­
da y revelado de elementos dactilares latentes 
en el lugar de los hechos en forma extensa y 
no limitarse a unos cuantos objetos; efectuar 
un estudio comparativo con las personas que 
normalmente habitan el inmueble y las del 
occiso e investigar las que no correspondan 
con los archivos de identificación judicial. 

Los peritos debieron llevar a cabo el examen 
criminalístico del cadáver para la observa­
ción e interpretación de las lesiones que pre­
sentaba el cuerpo y de este modo establecer 
su mecánica de producción, con el fin de de­
terminar su relación con los hechos y pro­
porcionar a las autoridades competentes los 
datos científicos y técnicos conducentes del 
probable hecho delictuoso; asimismo, era su 
obligación realizar el examen de cronotana­
todiagnóstico que hubiera permitido estable­
cer la hora aproximada de la muerte. 

Se establece que no se llevó a cabo correcta­
mente el levantamiento del cadáver, por no 
existir constancia de documento escrito o grá­
fico, ya que solamente se contó con algunas 
escenas de video y fotografías en las que se 
aprecia parte de la espalda del occiso, así co­
mo una vista parcial del cuerpo en lo que 
podría ser un anfiteatro... 

2. Describir sus características, maculaciones o 
adherencias en tamaño y forma de los objetos 
o indicios localizados en el lugar de los hechos; 
igualmente, omitió aplicar una metodología y 
técnica adecuadas para lograr una mejor investi­
gación; es decir, no tomó las medidas necesarias 
tendentes a preservar el lugar tal como lo encon­
tró a su arribo, teniendo como función primor­
dial la fijación, levantamiento, embalaje, examen 
de la evidencia física y cadena de custodia en 

forma precisa, clara y concisa, pues de haber 
procedido como lo establecen las técnicas en 
criminalística, se hubieran podido reunir eviden­
cias claras y contundentes que, concatenadas a 
otras que se fueran recabando en la indagatoria, 
permitirían a la representación social encontrar 
la verdad histórica de los hechos. 

3. Tomar fotografías de los hallazgos encontra­
dos, con vistas generales, vistas medias, acerca­
mientos y grandes acercamientos que se debieron 
relacionar entre sí. En ese sentido, los peritos 
médico y criminalista de esta Comisión Nacional 
precisaron lo siguiente: 

[...] debió implementarse (sic) una metodo­
logía de fotografía forense con vistas gene­
rales, vistas medias, acercamientos y grandes 
acercamientos, a efecto de obtener una pers­
pectiva amplia de los eventos ocurridos, em­
pleando testigos métricos en las fotografías 
para establecer el tamaño real de los indicios 
y llevar un orden cronológico procurando te­
ner fijación de todo lo relativo con el suceso... 

4. Elaborar la planimetría forense adecuada, tal 
como el croquis de “abatimiento o de Kenyers”, 
para tener un control en la recolección de los in­
dicios y materiales asociados al ilícito, que de­
bieron ser etiquetados, con objeto de reseñar su 
procedencia y relación para evitar su pérdida, 
confusión o distorsión. 

5. Realizar la cadena de custodia de los indicios 
para tener el control de responsabilidad, cuidado 
y traslado del material sensible significativo para 
que ya evaluados en su conjunto pudieran demos­
trar fehacientemente la mecánica de los hechos. 

6. Ordenar que, antes de que fuera levantado el 
cadáver se le tomaran las muestras necesarias 
para que se le practicara la prueba de rodizonato 
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de sodio o de absorción atómica, o en su defecto 
instruyera al personal de servicios periciales que 
recabara las mismas al momento en que fuera 
depositado el cadáver en el anfiteatro; con su 
omisión, ocasionó que la prueba fuera solicitada 
por el señor Óscar Rubén Alanís Rocha, coman­
dante rural de la Policía Judicial del Estado de 
Nuevo León, persona no autorizada constitucio­
nalmente para tal efecto, luego de haber trans­
currido un lapso mayor a ocho horas en relación 
con los eventos ocurridos, lo que resultó ser un 
impedimento para que el personal de servicios 
periciales de la citada Procuraduría emitiera el 
dictamen correspondiente, ya que, según preci­
saron, la prueba resultó ser ineficaz. 

7. Ordenar que a los señores Víctor Hugo López 
Hernández, Ana Cristina Cardona Lara y Nancy 
Dinorah Cardona Contreras se les practicara la 
prueba de rodizonato de sodio o de absorción 
atómica, no obstante que estuvieron cerca del lu­
gar de los hechos, según se desprende de sus 
declaraciones ministeriales, y quienes también se 
encontraban dentro del lapso de tiempo en que 
se presume perdió la vida el señor Erik Raudel 
Cardona Lara. En ese sentido, los peritos médi­
co y criminalista de esta Comisión Nacional con­
sideraron lo siguiente: 

POR LO QUE RESPECTA
 
A LAS PRUEBAS PERICIALES
 
QUE DEBIERON REALIZARSE
 

PARA UNA MEJOR INTEGRACIÓN
 
DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA:
 

[...] Debieron llevarse a cabo la prueba de rodi­
zonato de sodio a todas las personas que se 
encontraban relacionadas con las actividades 
del agraviado, como amistades y familiares que 
tuvieron proximidad al lugar de los hechos 
(sic), logrando obtener la cantidad de elemen­
tos producto de la deflagración de la pólvo­

ra, lo que era de gran importancia para el de­
sarrollo de la investigación; la prueba de Lun­
gen para la determinación de los elementos 
nitrados del interior del ánima del cañón, 
producto de la deflagración de la pólvora... 

Con todo lo anterior quedó acreditado que el 
licenciado Noé Paulino Hernández Rodríguez, 
no obstante haber tenido en sus manos una inves­
tigación que se inició por el delito de homicidio, 
no agotó todas las líneas de investigación para 
aclarar éste o en su caso confirmar su hipótesis 
de suicidio, sin dejar de considerar que en la re­
solución que se analiza sólo transcribió a su con­
veniencia y no a la conveniencia de la propia 
investigación la parte de los testimonios que le 
rindieron los señores Anilú Adriana Sifuentes 
Solís y Alberto Paredes Fuentes, e incluso con­
cedió valor probatorio a los dictámenes que le 
emitieron los peritos ministeriales, no obstante 
las serias deficiencias que presentaban, susten­
tándose la afirmación anterior en los siguientes 
razonamientos: 

1. Como quedó precisado, el 19 de marzo de 1998 
propuso el no ejercicio de la acción penal, soste­
niendo una hipótesis de suicidio que careció de 
los más elementales respaldos científicos que le 
permitieran robustecer la misma y sólo tomó en 
consideración las versiones singulares que ante 
él formularon el señor Alberto Paredes Fuentes, 
persona contratada como perito particular por los 
familiares del occiso (quien no fue habilitado por 
el representante social, en términos del artícu­
lo 255 del Código Adjetivo Penal del Estado de 
Nuevo León, para que fungiera como perito ofi­
cial y se pudieran tomar en consideración los ar­
gumentos que vertió), y la novia de éste, de nom­
bre Anilú Adriana Sifuentes Solís. 

2. Ahora bien, respecto del testimonio que emi­
tió el señor Alberto Paredes Fuentes no solicitó 
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la intervención de los peritos oficiales, a fin de 
que emitieran una opinión respecto del dicta­
men que rindió éste como perito particular y de 
lo que se desprendió de su declaración ministe­
rial, ya que dicha opinión le hubiese permitido, 
al momento de concatenar las evidencias, con­
cederle o restarle credibilidad a los argumentos 
que esgrimió dicha persona, pero extrañamente, 
ese representante social sólo se sirvió de dicho 
ateste para afirmar en el considerando quinto de 
su resolución lo siguiente: 

[...] De la misma forma obra la declaración 
del C. Alberto Paredes Fuentes, perito del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Coahuila quien estuvo presente en el lugar 
de los hechos cuando aún se encontraba el 
cuerpo en el mismo. Tomándose tanto foto­
grafías como video de el lugar refiriendo en 
síntesis que en vista de lo encontrado en el 
lugar de los hechos y analizados los indicios, 
vestigios y huellas, llega a la conclusión que 
se trata de un suicidio descartando el homi­
cidio ya que [no] se apreciaron indicios de 
violencia ni signos de pelea en el lugar 
además de la factibilidad que el hoy occiso 
haya caminado efectuando un recorrido des­
de el momento de efectuarse el disparo to­
mando en cuenta la posible posición del hoy 
occiso al recibir el mismo así como el im­
pacto final del proyectil, haciendo una serie 
de consideraciones respecto a las huellas y man­
chas de sangre encontradas en el lugar y el 
trayecto desde el lugar donde estaba, hasta 
donde finalmente fue encontrado (sic). 

Pero, en cambio, subjetivamente señaló en el 
considerando séptimo que: 

[...] entrando al estudio del tipo del delito de 
homicidio (sic) una vez analizadas las dili­
gencias practicadas, las constancias y los pe­

ritajes elaborados por especialistas en la ma­
teria y mismos que fueron allegados a la in­
dagatoria en estudio tomando en cuenta y 
haciendo énfasis en los anteriores puntos de 
este apartado (sic) como es de observarse no 
indicios de violencia respecto al occiso con 
otra u otras personas. Es decir no indicios 
de pelea o agresiones hacia el hoy occiso 
con diversa persona como se robustece con 
el dictamen de autopsia practicada al hoy 
occiso contemplándose la posibilidad que en 
un momento de desesperación el mismo occi­
so al abrirse la camisa haya botado los boto­
nes de la misma. Así como tampoco se ob­
servan otras huellas de pisadas que indiquen 
la presencia de otra persona u otras personas 
a recibir el disparo el hoy occiso (sic) las man­
chas de sangre donde aparentaban comenzar 
así como el lugar donde finalmente se impac­
tara el proyectil sin que este “rebotara” dada 
la potencia del tipo de arma como lo es un 
fusil, marca Colt, calibre .223 tipo R-15, el 
hoy occiso pudo haberse colocado a espaldas 
de la cama, frente a la pared donde se encon­
traba un mueble tipo juguetero, observán­
dose que no hay casi espacio para que otra 
persona haya estado delante del occiso quien 
luego del disparo deja caer el arma de fuego 
coincidiendo pues con el punto donde finalmen­
te encontró el proyectil y que una vez hechos 
los estudios del arma, casquillo y proyectil 
ambos sí fueron disparados por el arma encon­
trada en el lugar, opinión que se corrobora 
por los estudios hechos por los peritos especia­
listas en la materia quienes analizaron las 
evidencias, constancias, diligencias e inclusi­
ve el videocasete (sic) dando los mismos porme­
nores de las conclusiones en sus respectivas 
declaraciones y que obran en la indagatoria. 

Además, en dicho considerando, extrañamente 
precisó lo siguiente: 
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[...] sin que el dictamen elaborado por el 
doctor Álvaro Jesús Polanco, perito desig­
nado por los familiares del hoy occiso pase 
por desapercibido en sus conclusiones fina­
les al establecer que efectivamente no se ase­
vera que la causa del fallecimiento del hoy 
occiso se deba a un homicidio, no obstante 
el estudio hecho por el mismo, no llega a la 
conclusión de homicidio, aunque concluye 
además que la muerte sobrevino en forma 
inmediata empero dicho profesionista no se 
encontraba presente al efectuarse la autop­
sia del hoy occiso... 

Lo que permite confirmar que existió parcia­
lidad en los argumentos subjetivos que vertió 
dicho representante social en la resolución en 
comento. 

3. Antes de concluir su investigación, omitió 
ordenar que el personal adscrito a la Dirección 
de Servicios Periciales agotara todos los mecanis­
mos necesarios, internos (dentro de la dependen­
cia) o externos (con el auxilio de otra institución 
encargada de procurar justicia), tendentes a lograr 
que los resultados obtenidos en el estudio prima­
rio de las muestras que se recolectaron para la 
prueba de rodizonato de sodio del occiso y la de 
Walker en las ropas que vestía éste el día de los 
hechos, fueran perfeccionados y sólo se confor­
mó con los oscuros e ineficaces argumentos que 
emitieron los peritos ministeriales, que le indi­
caron que tales pruebas no se realizaron por en­
contrarse contaminadas con maculaciones hemá­
ticas, según lo indican los señores José Carranza 
Pedraza, Dora Amparo Pardo García y Héctor 
Manuel Valdez Saucedo, en los documentos pú­
blicos que le suscribieron. 

4. Por otra parte, al valorar en su resolución las 
declaraciones ministeriales de los señores Víctor 
Hugo López Hernández, Nancy Dinorah Cardo­

na Contreras, Ana Cristina Cardona Lara, Ángel 
Gerardo Solís Cedillo y Apolonio Cortez Tovar, 
sólo tomó en consideración la parte que se ajus­
taba a su pronunciamiento pero pasó por alto que 
en sus manifestaciones estas personas no coin­
cidían en circunstancias de tiempo, modo y lu­
gar, por lo cual era necesario aclarar sus versio­
nes y, de ser el caso, realizar una reconstrucción 
de los hechos, lo cual también omitió. 

5. De igual forma, al no resguardar u ordenar 
que se resguardasen en un lugar seguro los indi­
cios recolectados, propició el extravío de los in­
dicios que se habían recolectado en la escena del 
delito, entre ellos las ropas que vestía Erik Raudel 
Cardona Lara al momento de su fallecimiento, 
no obstante que entre ellas se encontraba una 
chamarra que puede considerarse como una de 
las mejores evidencias con que se contó en este 
caso y sobre la cual era necesario que los peritos 
en balística y química forense realizaran un nue­
vo examen que permitiría establecer la mecáni­
ca de los hechos en el deceso de esa persona; e 
incluso, el citado servidor público no informó 
oportunamente a sus superiores ese incidente, lo 
que impidió que no se realizaran las investiga­
ciones necesarias tendentes a fincar las respon­
sabilidades correspondientes. 

En ese sentido, resulta necesario precisar que 
uno de los actos constitutivos de la queja que in­
vestigó esta Comisión Nacional se refiere a que 
el citado representante social no acordó de con­
formidad la devolución que de esas ropas le so­
licitó en diversas ocasiones la señora Araminda 
Lara Prado, madre del occiso, no obstante de que 
ella, según lo afirmó, “personalmente las vio en 
la oficina del fiscal y ahora dice que la ropa se 
extravió, lo cual no es posible por ser evidencias 
para el esclarecimiento del caso”, lo que permi­
te confirmar que dicho servidor público, inde­
pendientemente de que haya omitido acordar en 
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sus actuaciones dicha solicitud, tuvo físicamen­
te a su disposición las ropas citadas e indicios 
antes señalados, según se desprende del informe 
que le rindió el 24 de abril de 1998 al licenciado 
Fernando Rodríguez Garza, Visitador General de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Nuevo León, en donde precisó lo siguiente: 

[...] En cuanto hace a las prendas menciona­
das por la quejosa, efectivamente en fecha 
diversa se recibieron unas bolsas de plástico 
en color negro, enviadas por la Policía Judi­
cial del Estado y en virtud de carecer de lugar 
específico para el resguardo de las mismas 
se colocaron en algún lugar de las instala­
ciones del recinto oficial, efectuándose al­
gunas diligencias inclusive y en atención a 
la solicitud de la quejosa se procedió a la bús­
queda de las mismas para resolver sobre la 
petición hecha, mas al efectuarse la revisión 
entre las bolsas en el recinto las prendas no 
se encontraron hasta el momento, en la inte­
ligencia de que se están haciendo las inda­
gaciones necesarias para saber el paradero 
de las prendas que solicita la quejosa... 

De esta manera, también cobra veracidad lo 
que la señora Araminda Lara Prado manifestó a 
esta Comisión Nacional en el sentido de que: 

[...] el caso fue turnado con el licenciado Noé 
Paulino (sic) presentándonos nosotros con di­
cho licenciado a solicitarle copias por escri­
to (sic) y teniendo ahí la ropa que vestía mi 
hijo el día de los hechos, se le solicitó nos 
entregara la ropa que se encontraba en el pri­
vado de su oficina, a lo cual se negó, alegan­
do que sería más adelante, cuando tuviera una 
opinión de la averiguación. 

Se volvió a solicitar la ropa por varias oca­
siones ya que cada que nos presentábamos 

personalmente le tocaba en presencia de mis 
hijas y del propio fiscal. Dicha ropa se en­
contraba en una bolsa oscura de plástico con 
una etiqueta con el nombre de Erik Raudel 
Cardona Lara, la cual contenía (sic) le hago 
saber que he solicitado nuevamente la ropa 
de mi hijo y el fiscal Noé Paulino me dijo 
que la ropa se extravió... 

Por otro lado, respecto del extravío de dichos 
indicios, los peritos médico y criminalista de esta 
Comisión Nacional emitieron la siguiente opi­
nión: 

Es pertinente apuntar que en cualquier inves­
tigación de homicidio, el estudio de las ropas 
y las lesiones sirve para establecer crimina­
lísticamente la existencia de maniobras de 
defensa y forcejeo, así como otros movi­
mientos previos realizados por la persona a 
su muerte; por lo tanto, la pérdida de la ropa 
trae como consecuencia que no se tenga una 
visión amplia de los eventos ocurridos en la 
escena de los acontecimientos, ya que éstas 
son indicios mudos que se encuentran ínti­
mamente relacionadas con el hoy occiso en 
los eventos anteriores a su fallecimiento... 

En consideración a lo anterior se confirma que 
con las acciones y omisiones en que incurrió el 
licenciado Noé Paulino Hernández Rodríguez, 
al emitir un acuerdo de no ejercicio de la acción 
penal, sin haber agotado las líneas de investiga­
ción que le permitieran llegar a la verdad histó­
rica en torno al fallecimiento del quien en vida 
llevó el nombre de Erik Raudel Cardona Lara, 
incumplió con la facultad que le delega a la ins­
titución del Ministerio Público, el párrafo pri­
mero del artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, como 
quedó precisado, al emitir un pronunciamiento 
respecto de que la citada persona se había suici­
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dado, sin soportar esa hipótesis con los respal­
dos científicos más elementales como lo son las 
pruebas de rodizonato de sodio y las de Walker, 
incurrió en una irregular integración de la averi­
guación previa 3166/97/I/1, y en un incumpli­
miento de la función pública en la procuración 
de justicia, que transgreden los derechos funda­
mentales de la familia del occiso; lo anterior se 
confirma además en el hecho de que el acuerdo 
de referencia, antes de ser autorizado, el 12 de 
abril de 1999, por el Procurador General de Jus­
ticia de aquel Estado, no se le notificó a la seño­
ra Araminda Lara Prado, no obstante de que ella 
siempre tuvo comunicación con el citado repre­
sentante social. 

De todo lo anterior resulta que los licenciados 
Carlos A. Flores Rivera y Noé Paulino Hernán­
dez Rodríguez, al ejercer las funciones que como 
representantes de la sociedad les fueron conferi­
das por el párrafo primero del artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, no ajustaron sus actuaciones a la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Nuevo León y a la legislación pe­
nal de aquella Entidad Federativa, incurriendo 
en acciones y omisiones previstas en el artículo 
50, fracciones I, XX, XXII y LV, de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos 
vigente para la citada Entidad Federativa, ya que 
en sus respectivas actuaciones conculcaron a la 
familia de quien en vida respondió al nombre de 
Erik Raudel Cardona Lara el principio de legali­
dad y el derecho a que se les procurara justicia, 
lo cual se traduce en violaciones a los Derechos 
Humanos, según lo disponen los numerales 7 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y II de la Declaración Americana de los Dere­
chos y Deberes del Hombre. 

B. Respecto de la intervención de los servidores 
públicos José Carranza Pedraza, técnico arme­

ro que realizó análisis especializados en quí­
mica forense y fungió además como perito en 
criminalística y en balística, así como Jorge Ro­
mero, quien se desempeñó como perito reco­
lector, según se desprende de la “metodología” 
que emplearon para recolectar los indicios sobre 
los cuales realizaron estudios y análisis que 
concluyeron con la emisión de sus respectivos 
dictámenes, éstos se alejaron del campo de la 
criminalística, ya que no desarrollaron un méto­
do científico para analizar, estudiar e interpretar 
los indicios recolectados que serían una eviden­
cia determinante para ilustrar mejor el criterio 
del agente del Ministerio Público, y sobre las 
cuales podría éste cimentar correctamente cual­
quiera de sus hipótesis en torno a ese caso, lo 
cual se considera como una omisión grave en el 
ejercicio de sus funciones. 

De igual forma, resulta importante destacar 
que el perito citado en primer término afirmó que 
le resultó imposible practicar la prueba de rodi­
zonato de sodio al occiso Erik Raudel Cardona 
Lara, en virtud de que la muestra recolectada por 
el perito Jorge Romero, a las 08:52 horas del 28 
de octubre de 1997, se encontraba contaminada 
con abundante mancha hemática, sin encontrarse 
en su dictamen que hubieran señalado las opera­
ciones o experimentos que su ciencia le sugería 
para arribar a esa conclusión, e incluso, tampo­
co precisó las circunstancias o fundamentos con 
los que sustentara su dictamen, tal y como lo 
ordena el artículo 251 del Código de Procedi­
mientos Penales para el Estado de Nuevo León, 
situación que constituye una grave omisión, ya 
que de haber contado con la suficiente capaci­
dad en ese campo, pudo haber logrado que esta 
prueba se realizara adecuadamente, con o sin 
maculaciones hemáticas, y aunado a esa deficien­
cia, se sumó la ineficaz recolección de la mues­
tra, ya que ésta debió realizarse con extremo 
cuidado y a la mayor brevedad, porque el resul­
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tado de la misma hubiera servido de base para 
determinar la presencia de productos derivados 
de la deflagración de la pólvora en una o ambas 
manos del cadáver mencionado, por lo que con­
cluye que ante la ausencia de esa evidencia re­
sulta inconsistente sostener una hipótesis de sui­
cidio, pues de haberse desarrollado la prueba con 
una metodología adecuada se contaría con un 
dictamen ajustado a la realidad que permitiría al 
representante social, al concatenarlo con otras 
evidencias, contar con un mejor sustento para 
emitir una resolución apegada a la ley. 

Por otra parte, es importante señalar que el 
dictamen de necropsia suscrito por los médicos 
forenses David Carlos Amaya Vega y Zulma G. 
Rodríguez Ezquivel, integrado a la averiguación 
previa 3166/97/I/1, resultó impreciso, ya que en 
el rubro de descripción de examen traumatoló­
gico (lesiones al exterior) y examen de cavidades 
(lesiones internas), en sus consideraciones mé­
dico-forenses y conclusiones no realizaron una 
detallada descripción de las lesiones en tórax, 
pues no mencionaron dimensiones y distancias 
en relación con los planos corporales, además 
de que no precisaron con mayor claridad las ca­
racterísticas de la lesión observada en el orificio 
de entrada y el de salida del proyectil que pri­
vó de la vida al ahora occiso, así como algún 
otro indicio que se encontrara relacionado a la 
apertura de la cavidad toráxica; lo anterior, con­
forme al principio de legalidad y las fórmulas 
procesales contenidas en los artículos 162, 239 
y 251 del Código de Procedimientos Penales del 
Estado de Nuevo León; e incluso, en ese sentido, 
los peritos médico y criminalista de esta Comi­
sión Nacional consideran lo siguiente: 

La lesión encontrada en la cara anterior de 
su hemitórax izquierdo, corresponde a una 
herida por contusión, de bordes invertidos, 
forma circular, de dos centímetros de diáme­

tro; en el borde inferior presentó quemadura 
de predominio inferointerno en sus tejidos, 
con cinco zonas excoriativas y de quemadu­
ra con predominio superoexterno circundan­
tes, en cara anterior de hemitórax izquierdo 
a nivel del tercer espacio intercostal, que 
corresponde a orificio de entrada por proyec­
til de arma de fuego. 

Asimismo, la lesión en cara posterior de he­
mitórax izquierdo corresponde a una heri­
da por contusión de forma irregular, bordes 
evertidos, que mide cinco milímetros en re­
gión de cara posterior de hemitórax izquier­
do, el que corresponde a orificio de salida y 
las características del orificio de entrada en 
el cuerpo corresponden a la boca y rompe-
flamas de un arma de fuego larga similar a la 
encontrada. 

En consecuencia, el trayecto del proyectil de 
arma de fuego fue de adelante hacia atrás, 
de arriba hacia abajo y ligeramente de iz­
quierda a derecha. 

[...] 

Debieron llevarse a cabo estudios histopa­
tológicos de la lesión en general y del o los 
órganos lesionados por el proyectil de arma 
de fuego, para encontrar residuos del disparo 
y la expansión que ocasionó internamente... 

Finalmente, para esta Comisión Nacional no 
pasó inadvertido que en el dictamen de química 
forense la perito Dora Amparo Pardo García y 
el técnico Héctor Manuel Valdez Saucedo indi­
caron que no les fue posible realizar la prueba 
de Walker a las ropas que vestía el día de los 
hechos Erik Raudel Cardona Lara, debido a que 
se encontraban contaminadas con abundante 
mancha hemática y no se encontró en su dicta­
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men que hayan señalado las operaciones o ex­
perimentos que su ciencia les sugería para arribar 
a esa conclusión e, incluso, tampoco precisaron 
las circunstancias o fundamentos con los que 
sustentaran su dictamen, tal y como lo ordena el 
artículo 251 del Código de Procedimientos Pe­
nales para el Estado de Nuevo León, situación 
que constituye una grave omisión, ya que de ha­
ber contado con la suficiente capacidad en ese 
campo pudo haberse logrado que esta prueba se 
realizara adecuadamente, con o sin maculacio­
nes hemáticas, ya que si bien es cierto que di­
chas prendas pudiesen estar contaminadas, cierto 
es también que no se desprendió que tales servi­
dores públicos hayan llevado a cabo los mecanis­
mos necesarios en el laboratorio que les permitiera 
detectar la presencia de derivados nitrados pro­
venientes de la deflagración de la pólvora por 
disparo de arma de fuego, además de que no ago­
taron las técnicas y métodos adecuados, necesa­
rios para llevar a cabo correctamente la prueba 
de Walker, y ante su falta de cuidado para exa­
minar esas ropas aún con maculaciones hemáti­
cas, pudieron solicitar apoyo a personas expertas 
en cuestiones de química forense, ya fueran par­
ticulares o de otras instituciones procuradoras de 
justicia, con las que tuviera la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Nuevo León sus­
crito algún acuerdo de colaboración para ese 
efecto. 

En complemento a lo anterior se cuenta con 
las declaraciones ministeriales que emitieron los 
propios peritos Dora Amparo Pardo García y Héc­
tor Manuel Valdez Saucedo, el 15 de enero de 
1998, ante el licenciado Noé Paulino Hernández 
Rodríguez, quien les preguntó “que si debido a 
lo largo de las mangas de la camisa del hoy oc­
ciso, a su estatura y lo largo del arma, era facti­
ble que una persona con tales características se 
hubiera podido disparar”, coincidiendo ambos 
en que no podían responder al cuestionamiento 

ya que aseguraron “que en cuanto a la prueba de 
Walker no se pudo realizar a las prendas del oc­
ciso toda vez que tenían abundantes manchas he­
máticas y tienen margen de no poder especificar 
si se disparó un arma a una distancia corta o lar­
ga (sic) y que en todo caso quien debía contestar 
dicho planteamiento era el técnico en balística”; 
por esa circunstancia se confirma que su actua­
ción no estuvo ajustada al principio de legalidad 
y las formulas procesales contenidas en los artí­
culos 180, 239 y 251 del Código de Procedimien­
tos Penales del Estado de Nuevo León. 

Ahora bien, con las acciones y omisiones de­
tectadas a los peritos José Carranza Pedraza, Jor­
ge Romero, Dora Amparo Pardo García, Héctor 
Manuel Valdez Saucedo y a los médicos forenses 
David Carlos Amaya Vega y Zulma G. Rodríguez 
Ezquivel, quedó acreditado que transgredieron 
lo dispuesto en el artículo 50, fracciones I, XXII 
y LXIV, de la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos para el Estado de Nuevo 
León, lo que permite confirmar una vez más que 
ante la irregular e ineficaz intervención de los 
peritos en comento y ante la pérdida de eviden­
cias, el licenciado Noé Paulino Hernández Ro­
dríguez debió tomar las providencias necesarias 
tendentes a que se subsanaran las deficiencias 
que han quedado precisadas, antes de proponer 
el no ejercicio de la acción penal. 

Las anteriores consideraciones que formula 
esta Comisión Nacional, respecto del apartado 
que corresponde al personal adscrito a la Direc­
ción de Servicios Periciales de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Nuevo León, se 
encuentran sustentadas no sólo en los dictámenes 
que suscribieron los peritos antes mencionados, 
sino también, como ha quedado precisado, en el 
dictamen que emitieron después de allegarse los 
antecedentes correspondientes y acudir al lugar 
de los hechos los peritos médico y criminalista 
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de esta institución, el cual forma parte de las 
constancias que integran el expediente de queja 
CNDH/121/98/NL/1818, al que se anexaron di­
versos esquemas donde se aprecian gráficamen­
te las posiciones del hoy occiso respecto del arma 
relacionada con los hechos y con los cuales se 
controvierten las opiniones vertidas por los pe­
ritos ministeriales de referencia. 

C. De igual forma, el licenciado Fernando Ro­
dríguez Garza, Visitador General de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Nuevo 
León, incurrió en diversas acciones y omisiones 
en el desempeño de sus funciones, en atención a 
los siguientes razonamientos: 

1. Esta Institución, después de analizar el conte­
nido del escrito de queja de la señora Araminda 
Lara Prado, admitió la instancia bajo el número 
de expediente 121/98/NL/S01818, y en cumpli­
miento a lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
el 8 de abril de 1998 dirigió el oficio V2/09843 
al licenciado José Santos González Suárez, Procu­
rador General de Justicia del Estado de Nuevo 
León, para que en términos del numeral 38, del 
mismo ordenamiento legal, rindiera el informe 
correspondiente respecto de los hechos que se le 
atribuían a servidores públicos de esa dependencia. 

2. Una vez que recibió el diverso de referencia, 
mediante el similar 868/D/98, del 13 de abril de 
1998, el licenciado José Santos González Suárez 
lo turnó al licenciado Fernando Rodríguez Gar­
za, Visitador General de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado de Nuevo León, instru­
yéndolo para “que brindara el seguimiento 
correspondiente, informando al respecto”. 

3. Después de recibir ese comunicado, el licen­
ciado Fernando Rodríguez Garza emitió un 
acuerdo a través del cual, invocando diversos 

preceptos aplicados a las funciones del titular 
de la citada Procuraduría, extrañamente inició 
el expediente administrativo V/28/97, donde le­
jos de acordar lo relativo al requerimiento que le 
formuló esta Comisión Nacional acordó lo si­
guiente: 

Se inicia el expediente administrativo tenden­
te a determinar si el C. licenciado Noé Pau­
lino Hernández Rodríguez, agente del Mi­
nisterio Público investigador número uno 
adscrito a la Policía Judicial en el Estado, in­
currió en alguna conducta o responsabilidad 
que hubiera podido afectar dentro de la ave­
riguación previa número 3166/97/I/1. En la 
inteligencia de que se sirva remitir el infor­
me correspondiente a esta oficina en relación 
con la recomendación antes mencionada... 

4. El 15 de abril de 1998, el referido Visitador 
General dirigió el oficio número 148/98 al licen­
ciado Noé Paulino Hernández Rodríguez, me­
diante el cual le solicitó, sin fundar ni motivar 
su requerimiento, un informe respecto de la queja 
de la señora Araminda Lara Prado, mismo que 
le rindió, el 24 del mes y año citados, en los tér­
minos que han quedado precisados en el segun­
do párrafo del punto 4 de la letra B del presente 
capítulo. 

5. Finalmente, sin haber desahogado alguna otra 
diligencia de las arriba mencionadas y después 
de haber transcurrido más de un año de haber 
iniciado ese expediente, el 28 de septiembre de 
1999 el licenciado Fernando Rodríguez Garza 
emitió una “resolución” ilegal e inadecuada, en 
razón de lo siguiente: 

a) En la parte inicial de la resolución mencionó 
que el expediente administrativo se inició con mo­
tivo de la Recomendación 121/98/NL/7S01818, 
emitida por esta Comisión Nacional, cuando en 
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realidad lo inició con motivo del oficio de soli­
citud de informe que le envió esta institución en 
los términos del punto 1 que antecede, el cual 
obviamente no corresponde a una Recomenda­
ción, pues el número referido corresponde al 
número del expediente de queja tramitado en esta 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

b) En su capítulo de considerando incurre en una 
irregularidad más grave, ya que emitió el siguien­
te pronunciamiento: 

Previo el estudio realizado de las constancias 
que obran en el expediente de recomenda­
ción número 121/98 que se encuentra relacio­
nado con la queja presentada por la señora 
Arminda Lara Prado, emitida a esta Visita­
duría General por la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos y tomando en consideración 
las presuntas violaciones a los derechos de 
la ahora quejosa, es tomarse en considera­
ción que por deficiencias materiales de las 
instalaciones en que en esa época se ubica­
ban las Agencias del Ministerio Público, no 
contando con una área específica para depó­
sito y guarda de objetos como en el particu­
lar se trata de prendas u objetos personales 
que como se desprende vestía e hizo uso el 
occiso Erik Raudel Cardona Lara, encontrán­
dose éstas cubiertas de liquido hemático con 
lo que por lógica consecuencia con el deco­
rrer del tiempo entraron en descomposición 
teniendo por supuesto que se consideraran 
desechos inútiles por parte de personal ajeno 
a la Fiscalía y se hubieses trasladado a otra 
área de lo cual se desconoce su destino por 
el Fiscal investigador y dado que a la fecha 
de tales circunstancias se habían practica­
do en los referidos objetos los exámenes 
periciales a la debida integración de la in­
dagatoria como se desprende de los autos 
de la misma, no dio lugar a mayores inda­

gatorias sobre el paradero de los mismos. 
Ahora bien por lo que corresponde de la inte­
gración de la averiguación previa 3166/97/I/1 
iniciada con motivo del deceso del señor Erik 
Raudel Cardona Lara, fue debidamente con­
formada en cumplimiento a los dispositivos 
legales (sic) no se considera que ha incurrido 
en responsabilidad administrativa por parte 
del C. licenciado Noé Paulino Hernández... 

Ahora bien, no obstante de que el citado Visi­
tador General utilizó un lenguaje confuso, realizó 
una actuación sin sustento jurídico, además de 
que emitió una “resolución” en la que evitó pro­
nunciar cuáles fueron las bases o evidencias que 
le permitieron sostener “que las ropas extravia­
das estaban en proceso de descomposición (sic) 
fueron consideradas desechos inútiles y se tras­
ladaron a un lugar incierto”, ya que nunca recabó 
las declaraciones de las personas que tuvieron 
contacto con esa ropas, las cuales incluso ya se 
encontraban extraviadas en la fecha de su deter­
minación y dio por cierto que se habían conclui­
do sobre las mismas los estudios periciales co­
rrespondientes. 

c) Finalmente, del estudio de la parte final de la 
resolución que se analiza se desprende que el 
Visitador General señaló que sus actuaciones se 
encontraron ajustadas a las facultades que le con­
firió el Procurador General de Justicia del Esta­
do de Nuevo León, el 19 de octubre de 1998, lo 
que permite concluir que antes de esa fecha no 
contó con el mandato de su superior jerárquico 
para iniciar la “investigación” que lo llevó a pro­
nunciarse sobre la no existencia de responsabili­
dad del licenciado Noé Paulino Hernández 
Rodríguez, sin dejar de considerar que funda­
mentó dicho pronunciamiento en los artículos 
5o., fracción III; 11; 16, fracción VII; 19, frac­
ción II; 22, fracción VI, y 34, de la Ley Orgánica 
de esa Procuraduría, los cuales no se encuentran 
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dentro del ámbito de su competencia en térmi­
nos de lo previsto en el precepto 31 de dicho 
ordenamiento legal, ya que del análisis de los 
numerales invocados se desprende que las mismas 
se refieren a las facultades y obligaciones del 
Procurador, del Subprocurador, del Director de 
Control de Procesos Penales, de la Policía Judi­
cial, de los cuerpos de seguridad del Estado y de 
sus municipios y de los requisitos para ser perito. 

De todo lo anterior resulta que el licenciado 
Fernando Rodríguez Garza, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 31 de la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General de Justicia del Esta­
do de Nuevo León, no se encontraba legitimado 
para iniciar el expediente administrativo V/28/ 
98 ni para emitir la resolución en comento; en 
ese sentido, se considera que éste no realizó sus 
funciones apegado al principio de legalidad, y 
con las acciones y omisiones que han quedado 
precisadas transgredió lo dispuesto en el artícu­
lo 50, fracciones I, VII, VIII, XX, XXII y LV de 
la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos para esa Entidad Federativa. 

Por las consideraciones antes enunciadas, esta 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
se permite formular respetuosamente a usted, 
Gobernador del Estado de Nuevo León, las si­
guientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. En atención a los razonamientos ver­
tidos en las letras A a la C del capítulo de obser­
vaciones del presente documento, se sirva girar 
sus instrucciones al Procurador General de Jus­
ticia de aquella Entidad Federativa a fin de que 
recabe del archivo una copia certificada de la ave­
riguación previa 3166/97/1/I y su acumulada 120/ 
97, y una vez hecho esto, ordene al agente del 

Ministerio Público que corresponda que integre 
una averiguación previa en la que agoten las lí­
neas de investigación tendentes a esclarecer la 
muerte de la persona que en vida llevó el nom­
bre de Erik Raudel Cardona Lara, y en su opor­
tunidad resuelva lo que conforme a Derecho co­
rresponda; representante social a quien se deberá 
instruir además que notifique oportunamente a 
la familia del occiso sobre los avances de su in­
vestigación hasta el momento en que emita su 
resolución para que dicha familia se encuentre 
en posibilidad de manifestar lo que a sus intereses 
convenga; realizado lo anterior, se dé cuenta a 
esta Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos de las actuaciones practicadas, desde el ini­
cio de su intervención hasta la conclusión de la 
misma. 

SEGUNDA. Se dé vista al órgano de control in­
terno que corresponda a fin de que inicie un pro­
cedimiento administrativo de investigación en 
contra de los servidores públicos que tuvieron 
bajo su resguardo las ropas que vistió Erik Raudel 
Cardona Lara al momento de su fallecimiento, y 
que por negligencia o descuido no acordaron su 
depósito en un lugar seguro, ocasionando el ex­
travío de las mismas; y de ser el caso, se dé vista 
al agente del Ministerio Público para que inte­
gre la averiguación previa correspondiente, y 
realizado lo anterior, se dé cuenta a esta Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos de las 
actuaciones practicadas, desde el inicio de su 
intervención hasta la conclusión de la misma. 

TERCERA. En atención a los razonamientos 
vertidos en el capítulo de observaciones de la 
presente resolución, se dé vista al órgano de con­
trol interno que corresponda a fin de que inicie 
un procedimiento administrativo de investiga­
ción en contra de los servidores públicos que se 
mencionan en los apartados A al C, por las ac­
ciones y omisiones que han quedado precisadas, 
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y de resultarles responsabilidad se dé vista al 
agente del Ministerio Público para que integre 
la averiguación previa correspondiente; realizado 
lo anterior, se dé cuenta a esta Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos de las actuacio­
nes practicadas, desde el inicio de su interven­
ción hasta la conclusión de la misma. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo se­
gundo, de la Ley de la Comisión Nacional de De­
rechos Humanos, solicito a usted que la respuesta 
sobre la aceptación de esta Recomendación, en 
su caso, nos sea informada dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a usted que, en su caso, las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la Reco­

mendación que se le dirige, se envíen a esta Co­
misión Nacional dentro de un término de 15 días 
hábiles siguientes a la fecha en que se haya con­
cluido el plazo para informar sobre la acepta­
ción de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la presente Recomen­
dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad para hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente 

El Presidente de la Comisión Nacional 

Rúbrica 
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Recomendación 18/2000
 

Síntesis: El 31 de marzo de 2000 esta Comisión Nacional inició el expediente 2000/83/1/I, con motivo 
del escrito de impugnación presentado por las quejosas Rebeca Maltos Garza y Silvia Reséndiz Flores 
en contra del Gobernador del Estado de Baja California, por la no aceptación de la Recomendación 
2/2000, emitida por la Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección Ciudadana de esa En­
tidad Federativa el 3 de marzo de 2000. 

Del análisis de la documentación remitida, así como de la investigación realizada por este Orga­
nismo Nacional, se comprobó la existencia de diversas irregularidades que acreditaron actos viola­
torios a los Derechos Humanos en agravio de la menor Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, consis­
tentes en la afectación de su voluntad para desistirse de su intención de inhibir el embarazo que 
presentaba como resultado de una violación, con base en presiones, interferencias, manipulación e, 
incluso, advertencias del supuesto riesgo en su integridad física, elementos todos ellos que impidie­
ron que la agraviada decidiera de manera libre, autónoma y consciente, y que como consecuencia 
viciaron la expresión de su voluntad cuando determinó que no insistiría en la práctica de dicha 
inhibición. 

Con base en lo señalado, esta Comisión Nacional consideró que en el caso de la menor Paulina del 
Carmen Ramírez Jacinto existió violación a sus Derechos Humanos de salud, información, libertad, 
dignidad, intimidad, confidencialidad, legalidad, fundamentación y competencia. Por ello, el 18 de 
septiembre de 2000 emitió la Recomendación 18/2000, dirigida al Gobernador del Estado de Baja 
California para que se sirva girar las órdenes que correspondan a fin de que, con base en las obser­
vaciones contenidas en esta Recomendación, se dé cumplimiento total a los puntos específicos de la 
Recomendación 2/2000, emitida el 3 de marzo del presente año por la Procuraduría de los Derechos 
Humanos y Protección Ciudadana del Estado de Baja California, por ser legalmente procedente. Asi­
mismo, envíe sus instrucciones a efecto de que, con base en los razonamientos señalados, se dicten 
las medidas pertinentes para que se integre debidamente la averiguación previa 488/99/104, y a la 
brevedad se resuelva lo que conforme a Derecho proceda. Asimismo, se dé la intervención al órgano 
de control interno a efecto de que determine la responsabilidad administrativa en que pudieron 
haber incurrido los representantes sociales encargados de la indagatoria antes citada. 
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México, D. F., 18 de septiembre de 2000 

Caso del recurso de impugnación 
de la menor Paulina del Carmen 
Ramírez Jacinto 

Lic. Alejandro González Alcocer, 
Gobernador del Estado de Baja California, 
Mexicali, B. C. 

Distinguido Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 6o., frac­
ciones IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 
55; 61; 62; 65, y 66, de la Ley de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos, y 158 de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elemen­
tos contenidos en el expediente 2000/83/1/I, re­
lacionado con el recurso de impugnación inter­
puesto por la licenciada Rebeca Maltos Garza y 
la arquitecta Silvia Reséndiz Flores, y vistos los 
siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 31 de marzo de 2000 la Comisión Nacio­
nal recibió un oficio del 27 del mes y año citados, 
mediante el cual el licenciado Federico García 
Estrada, Subprocurador de los Derechos Huma­
nos y Protección Ciudadana del Estado de Baja 
California, remitió el expediente de queja PDH/ 
MXLI/1219/99/2, así como el escrito de incon­
formidad presentado por las quejosas Rebeca 
Maltos Garza y Silvia Reséndiz Flores en contra 
de la no aceptación de la Recomendación 2/2000, 
que el 3 de marzo del presente año la Procura­
duría de los Derechos Humanos y Protección 
Ciudadana dirigió a usted, en su carácter de Go­

bernador del Estado Libre y Soberano de Baja 
California. 

Las recurrentes expresaron su inconformidad 
por la no aceptación de la Recomendación que se 
emitió con motivo de la acreditación de violación 
a los Derechos Humanos de salud, información, 
libertad, dignidad, intimidad, confidencialidad, 
legalidad, fundamentación y competencia, en 
agravio de la menor Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto. 

Manifestaron que la no aceptación de referencia 
constituye una respuesta carente de argumentos 
jurídicos y razonamientos lógicos, que evaden 
la responsabilidad de la función pública en el Es­
tado de Baja California y que no se desvirtúan en 
ningún momento las motivaciones y fundamentos 
contenidos en el apartado de observaciones de 
la Recomendación 2/2000 de la Procuraduría de los 
Derechos Humanos y Protección Ciudadana. 

Las afirmaciones contenidas en el oficio de ne­
gativa rehuyen notoriamente cualquier alusión a 
las obligaciones establecidas para los funciona­
rios de la Procuraduría General de Justicia y del 
Instituto de Servicios de Salud Pública (Isesalud), 
ambos del Estado de Baja California, en la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, en los tratados internacionales sobre Derechos 
Humanos ratificados por el Gobierno Mexica­
no, en la Ley General de Salud y en las normas 
oficiales mexicanas citadas en la Recomenda­
ción; con lo cual las autoridades involucradas 
violentan el Estado de Derecho y el principio de 
legalidad y fomentan la impunidad en la esfera 
del poder público. 

B. Esta Comisión Nacional radicó el recurso de 
impugnación con el expediente 2000/83/1/I. Una 
vez valorados los requisitos de procedibilidad que 
establece su legislación, este Organismo calificó 
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la inconformidad el 3 de abril de 2000 y lo ad­
mitió el 27 de julio del año mencionado. Duran­
te el procedimiento de su integración envió ofi­
cios el 6 de abril, 16 de junio y 6 de julio de 
2000 al contador público Jorge Ramos, Secreta­
rio General de Gobierno del Estado de Baja 
California, solicitando información en la que pre­
cisara los motivos y fundamentos de la no acep­
tación de la Recomendación 2/2000. 

Los licenciados Carlos Armando Reynoso Nuño 
y Francisco J. Bruno Velasco Tapia, en su carácter 
de Subsecretario General de Gobierno y Coor­
dinador de Atención a los Derechos Humanos, 
ambos de Baja California, respectivamente, die­
ron respuesta por medio de los oficios recibidos 
en esta institución el 24 de abril y 24 de julio de 
2000. En el primero de los documentos se mani­
festó que el Ejecutivo Estatal no aceptó la Reco­
mendación 2/2000 emitida por la Procuraduría 
de los Derechos Humanos y Protección Ciuda­
dana, por las siguientes consideraciones: 

1. Por lo que corresponde a la indemnización de 
las víctimas por concepto de daño moral, dicha 
reparación se encuentra regulada por el Código 
Penal para el Estado de Baja California, en su ar­
tículo 43, y la misma debe ser fijada a prudente 
arbitrio de un tribunal penal, tomando en conside­
ración las características del delito, las posibili­
dades económicas del obligado, la lesión moral 
sufrida por la víctima y las circunstancias perso­
nales, tales como la educación, sensibilidad, efec­
tos, cultura y demás similares que tengan rele­
vancia para la fijación del daño causado, el cual, 
en su momento, será determinado por la autoridad 
judicial que conoce del delito cometido en per­
juicio de la menor Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto a solicitud de la Representación Social, 
y serán a cargo del sujeto activo del delito, no en 
contra de los servidores públicos que supuesta­
mente impidieron la inhibición del embarazo. 

2. En cuanto a la constitución de un fideicomiso 
mediante el cual se garantice el derecho a la aten­
ción de la salud, educación, vestido, vivienda y 
en general los cuidados de la menor y el produc­
to de su concepción, hasta el momento en que se 
encuentren en condiciones de sostenerse por sí 
mismos, conforme al artículo 4o. de la Ley Or­
gánica de la Administración Pública del Estado 
de Baja California, el carácter de fideicomisario 
o beneficiario sólo puede recaer en una depen­
dencia o entidad de gobierno, pero nunca a fa­
vor de un particular. 

3. Por lo que se refiere al inicio de un procedimien­
to administrativo y la averiguación penal que co­
rresponda en lo concerniente al personal del Insti­
tuto de Servicios de Salud Pública (Isesalud) del 
Estado de Baja California, lo consideraron im­
procedente, ya que con anterioridad a que se 
emitiera la Recomendación 2/2000 se había ini­
ciado la averiguación previa número 488/99/104 
por el delito de abuso de autoridad en contra de 
quien o quienes resulten responsables. Respecto 
del personal de la Procuraduría de Justicia de la 
Entidad, tampoco lo consideran procedente, en 
virtud de que la actuación de la representante so­
cial que conoció de los hechos en todo momento 
estuvo apegada a la moral y al derecho, actuan­
do con la ética que debe prevalecer en todo ser­
vidor público. Asimismo, señalaron que la ofen­
dida se desistió a la práctica de la inhibición del 
embarazo cuando se encontraban dentro del tér­
mino establecido para llevarlo a cabo, además 
de que la averiguación previa 249/99/10D por el 
delito de violación en contra del señor Julio Cé­
sar Cedeño Álvarez fue consignada el 19 de agos­
to de 1999 al Juzgado Segundo de Primera Ins­
tancia Penal en Mexicali, Baja California. 

4. En relación con que se liquide a la menor y 
sus familiares por concepto de los daños y per­
juicios ocasionados, haciendo alusión a los gastos 
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sufragados por estudios y análisis, los mismos 
deben ser cuantificados por el órgano jurisdic­
cional que corresponda y será exigible al sen­
tenciado en su caso. Lo anterior en virtud de que 
si el procedimiento médico no se llevó a cabo 
fue por voluntad de la menor y su progenitora, 
por lo cual no puede ser responsabilidad de la 
autoridad cubrir los gastos. 

5. Finalmente, respecto de que se impartan cur­
sos de ética médica, derecho sanitario y Dere­
chos Humanos, o bien son parte de la carrera de 
medicina o ya se imparten al personal de la 
Procuraduría General de Justicia por parte del 
Organismo protector de Derechos Humanos en 
el Estado. 

La autoridad menciona que en cuanto a la so­
licitud de esta Comisión Nacional de los infor­
mes justificados del Procurador General de Jus­
ticia del Estado, del Subprocurador de la Zona 
Mexicali y del agente del Ministerio Público, no 
es posible otorgarlos en virtud de que a tales ser­
vidores públicos no se les requirió en ningún 
momento dicho informe, ni probanzas que justi­
ficaran su actuación; que el Organismo Local de 
protección de los Derechos Humanos, para emi­
tir la Recomendación, no consideró la versión 
que pudieron haberle proporcionado los servi­
dores públicos del órgano procurador. 

Al primer documento se anexaron, entre otras 
constancias, el oficio DH37/2000, del 12 de abril 
del año en curso, firmado por la licenciada Ma­
ría Luisa Aldaco Méndez, encargada de Aten­
ción a Derechos Humanos del mencionado ór­
gano de procuración de justicia, en el que informa 
que los servidores públicos involucrados no fue­
ron requeridos oportunamente, incluyendo un ofi­
cio sin número, del 12 de abril del año en curso, 
suscrito por la licenciada Norma Alicia Veláz­
quez Carmona, entonces agente del Ministerio 

Público especializada en delitos sexuales y vio­
lencia intrafamiliar, en el que manifestó que en 
ningún momento recibió cita alguna de la Procu­
raduría de los Derechos Humanos y Protección 
Ciudadana a fin de que rindiera su informe res­
pecto de los hechos; asimismo, remitió una co­
pia certificada de la averiguación previa 488/99/ 
104 iniciada en esa misma agencia especializa­
da con motivo de la denuncia presentada por las 
recurrentes Rebeca Maltos Garza y Silvia Resén­
diz Flores por el delito de abuso de autoridad, en 
contra de quien o quienes resulten responsables. 

En el segundo documento firmado por el licen­
ciado Francisco J. Bruno Velasco Tapia, Coordi­
nador de Atención a los Derechos Humanos de 
la Secretaría General de Gobierno, se informó que 
la Dirección de Control y Evaluación Guberna­
mental (Contraloría) no ha iniciado procedimien­
to administrativo en contra de ningún servidor 
público del Hospital General de Mexicali, pues­
to que no se ha conocido de ninguna posible irre­
gularidad cometida en contra de las afectadas. 

C. Para la debida integración del recurso de im­
pugnación, el 27 de abril de 2000 se solicitó, en 
vía de colaboración, información al licenciado y 
Magistrado Raúl González Arias, Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de 
la Judicatura del Estado de Baja California, con­
sistente en una copia íntegra, certificada y legi­
ble del pliego de consignación derivado de la 
averiguación previa 249/99/10/D, del auto de ra­
dicación, declaración preparatoria y auto de tér­
mino constitucional, integradas al proceso pe­
nal 514/99 seguido en contra de Julio César 
Cedeño Álvarez, ante el Juzgado Primero de lo 
Penal del Partido Judicial de Mexicali, Baja Ca­
lifornia, por los delitos de violación equiparada 
y robo con violencia en agravio de la menor 
Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, obtenién­
dose respuesta por medio del oficio 140/00, del 
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15 de mayo de 2000, suscrito por dicho servidor 
público, mediante el cual remitió una copia cer­
tificada de todo lo actuado. 

D. Cabe mencionar que el 15 de mayo del año 
en curso usted, en su carácter de Gobernador del 
Estado de Baja California, remitió a esta Comi­
sión Nacional un análisis jurídico del caso “Pau­
lina”, fundamentado en la legislación de dicha 
Entidad Federativa. 

E. El 21 de julio de 2000 en esta Comisión Na­
cional se recibió un oficio firmado por el licen­
ciado Federico García Estrada, Subprocurador 
de los Derechos Humanos y Protección Ciuda­
dana en Mexicali, Baja California, a través del 
cual remitió un escrito del 16 de julio del año en 
curso presentado ante ese Organismo Local por 
la menor Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, 
en el que solicita se le informe el estado actual 
de la tramitación del recurso de impugnación, 
así como la resolución del mismo. En respuesta, 
por medio del oficio 19044, del 21 del mes y 
año mencionados, esta Comisión Nacional le in­
formó a la agraviada las gestiones realizadas, y 
se le explicó que una vez integrado el expedien­
te se resolvería lo procedente en la inconformi­
dad planteada. 

F. El 4 de agosto de 2000 se solicitó a la licen­
ciada María Luisa Aldaco Méndez, encargada 
de Atención a Derechos Humanos de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Baja 
California, que informara el estado actual de la 
averiguación previa 488/99/104, iniciada con 
motivo de la denuncia de hechos que el 12 de 
noviembre de 1999 presentaron la licenciada Re­
beca Maltos Garza y otros, debiéndose acompa­
ñar una copia íntegra, certificada y legible de las 
actuaciones efectuadas desde abril del año en 
curso hasta la fecha. El 11 de agosto de 2000 di­
cha autoridad dio respuesta a lo solicitado. 

G. El 15 de agosto de 2000 compareció en las 
oficinas de esta Comisión Nacional el licencia­
do Carlos Armando Reynoso Nuño, Subsecreta­
rio de Gobierno de Baja California, quien hizo 
entrega de un oficio sin número, mediante el cual 
el contador público Jorge Ramos manifestó que el 
Ejecutivo del Estado estaba en la mejor disposi­
ción de ayudar a la afectada, dentro de lo permi­
tido por el marco jurídico estatal y los progra­
mas autorizados, y señaló que el 8 de junio del 
presente año recibió en las oficinas de la Secre­
taría General de Gobierno de la Entidad a la agra­
viada y sus familiares; que en dicha reunión se 
les ofreció de buena fe y sin condición alguna 
apoyos institucionales consistentes en un terreno 
con pie de casa, servicios médicos para Paulina 
y su hijo en ISSSTECALI, una despensa men­
sual, una beca para que la agraviada continúe 
con sus estudios y, por única vez, la cantidad de 
$30,000.00, aunque no han recibido contestación 
expresa de los interesados. El 22 de agosto del 
presente año, mediante conversación telefónica 
con personal de esta Comisión Nacional, Paulina 
del Carmen Ramírez Jacinto, enterada del con­
tenido del oficio señalado, manifestó que aproxi­
madamente dos meses atrás fue citada en la Se­
cretaría de Gobierno de la Entidad y junto con 
sus padres y hermano escucharon la propuesta 
mencionada, la cual rechazaron por insuficiente 
e inaceptable y por no cumplir satisfactoriamen­
te con los alcances de la Recomendación 2/2000. 

H. Del análisis de las constancias que obran en 
el expediente PDH/MXLI/1219/99/2 de la 
Procuraduría de los Derechos Humanos y Pro­
tección Ciudadana del Estado de Baja California, 
se advirtió lo siguiente: 

1. El 25 de octubre de 1999 el Organismo Local 
radicó la queja en atención al escrito presentado 
por la licenciada Rebeca Maltos Garza y la arqui­
tecta Silvia Reséndiz Flores en contra del doctor 
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Ismael Ávila Íñiguez, Director del Hospital Ge­
neral de Mexicali, así como del personal del Ins­
tituto de Servicios de Salud Pública del Estado 
de Baja California (Isesalud), en agravio de la 
menor Paulina del Carmen Ramírez Jacinto. 

El 16 de noviembre de 1999 el Organismo 
Estatal protector de los Derechos Humanos ad­
mitió la queja, ya que, según refirieron las que­
josas, es obligación del Gobierno del Estado de 
Baja California garantizar que a quienes solici­
ten la práctica de un aborto no punible a las ins­
tituciones de salud se les otorgue la atención mé­
dica expedita y confidencial que requieran, y no 
obstante que la menor contaba con la autoriza­
ción correspondiente de la Procuraduría General 
de Justicia de la Entidad, cuando acudió en compa­
ñía de su progenitora a solicitar tal servicio a di­
cha institución, sin aparente justificación les fue 
negado; además fueron presionadas por grupos 
ajenos al caso, como Pro Vida, para que se desis­
tieran de la práctica de la inhibición del embarazo. 

2. El 18 y 19 de noviembre de 1999 la Procu­
raduría de los Derechos Humanos y Protección 
Ciudadana del Estado de Baja California, en ejer­
cicio de sus funciones, solicitó información re­
lativa de los hechos a la licenciada Cecilia Maciel 
López, Directora de Averiguaciones Previas de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado, 
así como al doctor Ismael Ávila Íñiguez, Direc­
tor del Hospital General de Mexicali. 

Este último negó las imputaciones y agregó 
que nunca hubo negativa para practicar el abor­
to a la menor Paulina del Carmen Ramírez. Ma­
nifestó que la licenciada Norma Alicia Velázquez 
Carmona, entonces agente del Ministerio Públi­
co especializada en delitos sexuales y violencia 
intrafamiliar, le solicitó que practicara el legrado 
a la citada menor en razón de que había sido víc­
tima del delito de violación; que ante esta cir­

cunstancia el 7 de octubre de 1999 sugirió a la re­
presentante social que el caso lo turnara al doctor 
Carlos A. Astorga Othón, entonces Director del 
Instituto de Servicios de Salud Pública (Isesalud) 
y autoridad sanitaria para estos efectos. 

El 11 de octubre del año citado el doctor Carlos 
A. Astorga Othón, entonces Director del Isesalud, 
comunicó al doctor Ismael Ávila Íñiguez que re­
cibió el acuerdo del Subprocurador de Justicia 
con sede en Mexicali, mediante el cual autorizó 
la inhibición del embarazo de la menor Paulina 
del Carmen Ramírez Jacinto y le indicó que se 
tomaran las medidas necesarias para este fin. Por 
lo que solicitó a la licenciada Norma Alicia Veláz­
quez Carmona que presentara a la afectada; así 
también instruyó a los doctores José Rojas Serra­
to y Eduardo Vértiz Cordero para que llevaran a 
cabo el procedimiento de interrupción señalado. 

Añadió el citado servidor público que cuando 
la paciente Paulina del Carmen Ramírez se en­
contraba internada, voluntariamente, sin mediar 
presión alguna de parte de los servidores públi­
cos de ese hospital o de otras personas hacia ella 
o su progenitora, se retractó de que se llevara a 
cabo la inhibición o interrupción del embarazo; 
desconociendo si alguien se hubiera acercado a 
platicar con ellas, toda vez que no se encontra­
ban bajo estricta vigilancia para impedirles cual­
quier contacto. Que se evitaba llamar la atención 
del público y evidenciar el motivo de la estan­
cia, como se comprueba con la certificación ela­
borada por la licenciada Norma Alicia Velázquez 
Carmona, entonces agente del Ministerio Públi­
co especializada en delitos sexuales y violencia 
intrafamiliar. 

Para acreditar su dicho anexó, entre otros do­
cumentos, una copia del oficio del 7 de octubre 
de 1999, que dirigió a la licenciada Norma Ali­
cia Velázquez Carmona; el oficio 1616, del 11 
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del mes y año mencionados, a través del cual la 
representante social informó al doctor Carlos A. 
Astorga Othón, entonces Director de Isesalud, 
acerca de los antecedentes del asunto y le solicitó, 
a la brevedad, que se tomaran las medidas nece­
sarias que el caso requiera. De igual manera ad­
juntó una copia del documento del 11 de octubre 
de 1999, mediante el cual el doctor Carlos A. 
Astorga Othón le comunicó la solicitud de la Pro­
curaduría de Justicia de la Entidad, por lo que le 
pidió tomara las medidas necesarias para que en 
el Hospital General a su cargo se efectuara la 
inhibición del embarazo. 

En atención a las instrucciones del doctor Car­
los A. Astorga Othón, el 12 de octubre de 1999 
pidió a la Representación Social se canalizara a 
la menor Paulina del Carmen Ramírez, a efecto 
de practicarle el legrado. 

De los documentos 3086 y 3088, a través de 
los cuales el doctor Ismael Ávila Íñiguez instruyó 
a los doctores José Rojas Serrato y Eduardo Vértiz 
Cordero, ginecólogo y anestesiólogo del Hospital 
General, respectivamente, para que procedieran 
a practicar la inhibición o interrupción del embara­
zo a la menor Paulina del Carmen Ramírez, que 
el 14 de octubre de 1999 se encontraba inter­
nada en la cama 318 del mencionado nosocomio. 

3. El 24 de noviembre de 1999 personal de la 
Institución local defensora de los Derechos Hu­
manos compareció en la Dirección de Averigua­
ciones Previas de la Procuraduría General de 
Justicia de la Entidad y recibió la copia certifi­
cada de la averiguación previa 249/99/10/D, de 
la que destaca: 

a) El 3 de septiembre de 1999 la señora María 
Elena Jacinto Rauz, madre de Paulina del Car­
men Ramírez, compareció ante la Representa­
ción Social solicitando autorización para la prác­

tica del legrado a su hija, en virtud de que su 
embarazo fue a consecuencia de una violación, 
con fundamento en el artículo 136, fracción II, 
del Código Penal de la Entidad. En esa misma 
fecha, mediante el oficio 1353 la licenciada Nor­
ma Alicia Velázquez Carmona, entonces agente 
del Ministerio Público especializada en delitos 
sexuales y violencia intrafamiliar, dentro de la 
averiguación previa 249/99/10/D, solicitó al encar­
gado de salud en el Estado que se autorizara la 
práctica del aborto a la menor Paulina del Carmen 
Ramírez Jacinto, en virtud de que el embarazo 
que presentaba fue producto de una violación. 

b) El 10 de septiembre de 1999 la autoridad mi­
nisterial giró el oficio 1401 al doctor Carlos Acu­
ña Zamora, jefe del Servicio Médico Forense de 
la Procuraduría, para que se determinara si la me­
nor corría peligro de muerte como resultado del 
embarazo por la práctica de un aborto no puni­
ble; con base en el dictamen, el 28 de septiembre 
de 1999 la Subprocuraduría de Zona del Estado, 
a petición del agente del Ministerio Público, au­
torizó la práctica del aborto. 

c) Por medio de los oficios del 28 de septiem­
bre, y 1, 5, 6, 7 y 11 de octubre de 1999, la agen­
te del Ministerio Público comunicó al Director 
del Hospital General de Mexicali y al titular del 
Isesalud en la Entidad respecto de la autoriza­
ción de la práctica del aborto de la menor Paulina 
del Carmen Ramírez Jacinto, así como los aper­
cibimientos al primero de ellos por no realizar la 
inhibición del embarazo. 

d) Por medio de los oficios del 12, 13 y 14 de 
octubre de 1999 el Director del Hospital Gene­
ral de Mexicali giró instrucciones al personal a 
su cargo para la práctica del legrado. 

e) Las actas de comparecencia del 15 de octubre 
de 1999, mediante las cuales la señora María Ele­
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na Jacinto Rauz, madre de la menor, así como 
Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, se desis­
ten de la práctica del aborto ante la presencia del 
agente del Ministerio Público. 

4. El 2 de diciembre de 1999, personal del Orga­
nismo Local protector de los Derechos Huma­
nos recibió la declaración de los señores María 
Elena Jacinto Rauz, Humberto Carrazco y de la 
menor Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, quie­
nes se quejaron de la atención recibida por par­
te del personal médico del Hospital General de 
Mexicali, en particular de los doctores Conra­
do Calderón y Leonardo Garza, quienes, según 
su dicho, con evasivas negaron el servicio e in­
cluso el segundo de los citados le sugirió que la 
inhibición se practicara en Estados Unidos de 
América, en donde cobraban aproximadamente 
300 dólares, o bien consultara con el doctor Con­
rado Calderón para que realizara la intervención 
en lo particular; que el Procurador General de 
Justicia del Estado trató de convencerlos de que 
no abortara la menor, trasladándolas con un sa­
cerdote que le insistió en que desistiera de la prác­
tica del legrado, además de que, hasta en dos 
ocasiones, personas ajenas al servicio médico, 
quienes se identificaron como pertenecientes al 
DIF, presionaron igualmente a la menor con el 
mismo fin. Se desistieron de la inhibición del 
embarazo porque el doctor Ismael Ávila Íñiguez, 
en privado, se dirigió a los familiares de la me­
nor, advirtiéndoles de los riesgos del aborto, des­
de que Paulina quedaría estéril hasta la pérdida 
de su vida por una hemorragia que se le podía 
presentar, y que ellos serían culpables de tales 
hechos. 

5. El Organismo Local, en vía de colaboración, 
el 7 y 21 de diciembre de 1999 solicitó a las Di­
rectoras del DIF Estatal y Municipal que infor­
maran si habían visitado a la menor Paulina del 
Carmen Ramírez durante su estancia en el Hos­

pital General de Mexicali, negando dichas auto­
ridades su presencia en el referido nosocomio. 

6. El 7 de enero del año en curso personal ads­
crito a la Procuraduría de los Derechos Humanos 
y Protección Ciudadana se presentó en el men­
cionado hospital, donde se entrevistaron con los 
doctores Ismael Ávila Íñiguez y José Rojas Se­
rrato, Director y titular del Departamento de 
Ginecología y Obstetricia de la institución hos­
pitalaria, respectivamente, quienes expresaron 
que el doctor Leonardo Garza había renunciado 
como jefe del Departamento de Ginecología, al 
no aceptar llevar a cabo la práctica del legrado 
porque atentaba contra sus principios, sostenien­
do, el primero de ellos, que nunca se negó a la 
práctica del legrado sino que fueron la señora 
María Elena Jacinto Rauz y Humberto Carrazco, 
en su carácter de representantes de la menor, quie­
nes se desistieron cuando se les explicaron las 
consecuencias de la intervención, consistente en 
el peligro de que quedará estéril o que se le pre­
sentará una hemorragia masiva que pudiera ocasio­
narle la muerte. Durante un recorrido en las ins­
talaciones del citado hospital, el personal del 
Organismo Estatal se percató de la falta evidente 
de un adecuado control de acceso de los visitantes 
al nosocomio, lo que causa la presencia injusti­
ficada de personas ajenas a la atención médica. 

7. El 10 de enero de 2000 la Procuraduría de los 
Derechos Humanos y Protección Ciudadana del 
Estado de Baja California recibió el expediente 
clínico de la menor Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto, en el que consta su evolución a partir 
del 1 de octubre de 1999 respecto de su estancia 
en el Hospital General de Mexicali. 

8. Integrado el expediente de queja PDH/MXLI/ 
1219/99/2, el 3 de marzo de 2000 el Organismo 
Local dirigió a usted la Recomendación número 
2/2000, solicitándole lo siguiente: 
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PRIMERA. En virtud de ser ética y jurídica­
mente legítimo, instruir a quien corresponda 
para que a la mayor brevedad posible se le in­
demnice por concepto de daño moral a las víc­
timas Paulina del Carmen Ramírez Jacinto y a 
su madre, la C. María Elena Jacinto Rauz, por 
habérseles inhibido el ejercicio de su derecho 
a interrumpir el embarazo de la menor, resul­
tado de las acciones y omisiones en que incu­
rrieron lo funcionarios públicos mencionados 
en el presente documento de Recomendación. 

SEGUNDA. En virtud de ser ética y jurídica­
mente legítimo, instruya a quien corresponda 
para que con la mayor brevedad posible, por 
medio de la figura jurídica del Fideicomiso, 
sea garantizado el derecho a la atención de 
la salud, educación, vestido, vivienda y en 
general todos los cuidados de la menor Pau­
lina del Carmen Ramírez Jacinto y del niño 
o niña que está en vísperas de nacer, hasta el 
momento que se encuentren en condiciones 
de sostenerse por sí mismos, permitiéndoles 
con ello el pleno ejercicio del derecho a una 
vida digna; por no ser responsable de un 
embarazo no deseado producto de una vio­
lación, y por habérsele inhibido el ejercicio 
de su derecho a interrumpir su embarazo, 
resultado de las acciones y omisiones en que 
incurrieron los funcionarios que se mencio­
nan en la presente Recomendación. 

TERCERA. En virtud de ser ética y jurídi­
camente legítimo, instruir a quien correspon­
da para que con la mayor brevedad posible 
se inicie el procedimiento administrativo y/o 
penal y se determine la responsabilidad admi­
nistrativa y/o penal en que hayan incurrido el 
licenciado Juan Manuel Salazar Pimentel, 
Procurador General de Justicia del Estado; el 
doctor Carlos A. Astorga Othón, Director de 
Isesalud; el doctor Ismael Ávila Íñiguez, Di­

rector del Hospital General de Mexicali, y el 
personal médico del mismo hospital que inter­
vino en este asunto; licenciado Juan Manuel 
García Montaño, Subprocurador de Zona, y 
licenciada Norma Alicia Velázquez Carmo­
na, agente del Ministerio Público especiali­
zada en delitos sexuales y violencia intra­
familiar, por las acciones y omisiones en que 
incurrieron en el caso de la menor Paulina 
del Carmen Ramírez Jacinto. 

CUARTA. En virtud de ser ética y jurídica­
mente legítimo, instruir a quien corresponda 
para que a la mayor brevedad posible se le 
liquide por concepto de daños y perjuicios a 
la menor Paulina del Carmen [Ramírez] Ja­
cinto y a sus familiares todos los gastos que 
sufragaron, en los estudios y análisis, que les 
ordenó el personal médico del Hospital Ge­
neral de Mexicali, con motivo de la interrup­
ción médica del embarazo que por disposi­
ción del Ministerio Público se le iba a 
practicar legalmente. 

QUINTA. Instruya a quien corresponda para 
que con la mayor brevedad posible se orga­
nicen en el Sistema Estatal de Salud cursos 
de capacitación de ética médica, derecho sa­
nitario y Derechos Humanos, dirigidos espe­
cialmente a los trabajadores de la salud, en 
los diversos centros hospitalarios del siste­
ma, así como al personal de la Institución del 
Ministerio Público. 

9. Mediante el oficio DIG/060/2000, del 13 de 
marzo de 2000, el contador público Jorge Ra­
mos, Secretario General de Gobierno del Estado 
de Baja California comunicó al Procurador de De­
rechos Humanos y Protección Ciudadana de Baja 
California su no aceptación de la Recomenda­
ción 2/2000, en virtud de que, según su dicho, el 
personal de la Procuraduría General de Justicia 
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del Estado actuó de acuerdo con sus obligaciones 
jurídicas. Por lo que se refiere a la actuación del 
personal del Isesalud manifestó que la afectada 
y su progenitora voluntariamente desistieron de su 
intención de que se realizara el aborto, después 
de que se hizo de su conocimiento el riesgo que 
ello implicaba, cuando transcurría el plazo legal­
mente establecido para que se llevara a cabo, y por 
lo tanto no incurrieron en ninguna acción u omi­
sión en perjuicio de la menor ni de sus familiares. 

I. El 14 de abril de 2000 esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos solicitó a su Coordina­
ción de Servicios Periciales una opinión médica 
respecto del presente asunto, a efecto de determi­
nar si existió responsabilidad de los profesionales 
y/o personal médico del Hospital General y del 
Isesalud en la atención brindada a Paulina del Car­
men Ramírez Jacinto, y que tuvo como resultado 
que no se practicara la inhibición del embarazo 
a dicha menor conforme a la orden ministerial 
girada por el representante social, así como que 
se precisara el grado de riesgo de la propia me­
nor y el producto de su embarazo, en caso de 
que hubiera sido realizado el legrado. 

J. El 26 de abril de 2000, previo estudio de las 
constancias que integran el expediente clínico 
de la menor Paulina del Carmen Ramírez Jacin­
to, la Coordinación de Servicios Periciales de esta 
Institución llegó a las siguientes conclusiones: 

1. Existió responsabilidad por negligencia de los 
médicos del Hospital General de Mexicali, de­
pendiente del Instituto de Servicios de Salud 
Pública del Estado, que intervinieron en la aten­
ción de la menor Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto, en octubre de 1999, ya que no efectua­
ron los procedimientos necesarios con el objeti­
vo de interrumpir el embarazo, a pesar de que la 
autorización escrita para tal efecto se encontra­
ba debidamente firmada, tanto por la paciente 
como por su señora madre. 

2. Se acreditó la responsabilidad administrativa 
de los médicos que se encuentran adscritos al 
Hospital General de Mexicali quienes atendieron 
a la menor Paulina del Carmen Ramírez Jacinto 
en sus dos internamientos durante octubre de 
1999, por lo siguiente: 

a) La atención médica que le brindaron no fue 
oportuna. 

b) Se omitió elaborar la historia clínica de la pa­
ciente y las notas de evolución no siguen los 
lineamientos establecidos en la Norma Oficial 
Mexicana NOM-168-SSA1-1998, relativa al 
expediente clínico. 

c) No se efectuaron los estudios preoperatorios 
solicitados a su ingreso, lo que contribuyó di­
rectamente a que no se pudieran establecer los 
riesgos de la paciente. 

d) Por lo anterior, las posibles complicaciones men­
cionadas por la Dirección del hospital no necesa­
riamente las tendría que presentar la agraviada. 

3. Existió responsabilidad administrativa de las 
autoridades del Hospital General de Mexicali, 
dependiente del Instituto de Servicios de Salud 
Pública del Estado, por no contar con el perso­
nal médico suficiente, particularmente con un 
anestesiólogo para llevar a cabo las actividades 
normales en quirófano y que impidió, según la 
nota médica, que se efectuara el legrado uterino 
instrumental a la menor Paulina del Carmen Ra­
mírez Jacinto, el 2 de octubre de 1999. 

4. Por la edad gestacional de 10.5 semanas, que 
de acuerdo con el expediente clínico cursaba la 
menor, para la fecha señalada para efectuar el 
legrado el procedimiento indicado para interrum­
pir su embarazo era la aspiración al vacío con 
dilatación cervical, utilizando bloqueo para-
cervical; el método propuesto por los médicos 
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del Hospital General de Mexicali, denominado 
legrado uterino instrumental, dado los avances cien­
tíficos, actualmente no es el más recomendable. 

5. Tomando en cuenta todos los factores para el 
caso, se puede determinar que la inhibición del 
embarazo de Paulina del Carmen Ramírez Ja­
cinto tenía escasas posibilidades de presentar 
complicaciones inmediatas y/o mediatas, sobre 
todo si se hubiera efectuado en la primera quince­
na de octubre de 1999 por personal especializado 
y en las instalaciones hospitalarias adecuadas. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El escrito del 22 de marzo del presente año, 
por medio del cual se interpone el recurso de 
impugnación firmado por la licenciada Rebeca 
Maltos Garza y la arquitecta Silvia Reséndiz Flo­
res, ante la Comisión Estatal. 

B. El oficio PDH/MXLI/46/2000, del 27 del mes 
y año citados, por medio del cual la Procuraduría 
de los Derechos Humanos y Protección Ciuda­
dana del Estado de Baja California remitió el 
escrito de inconformidad. 

C. La documentación contenida en el expedien­
te de queja PDH/MXLI/1219/99/2 del Organis­
mo Local protector de los Derechos Humanos, 
relacionado con el caso de Paulina del Carmen 
Ramírez Jacinto, y los siguientes documentos: 

1. La queja inicial del 25 de octubre de 1999 sus­
crita por la licenciada Rebeca Maltos Garza y la 
arquitecta Silvia Reséndiz Flores. 

2. La información que la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Baja California, el Hos­

pital General de Mexicali y el Instituto de Servi­
cios de Salud Pública de la misma Entidad (Ise­
salud) envió a la Comisión Local. 

3. La Recomendación 2/2000, emitida el 3 de 
marzo de 2000 por la Procuraduría de los Dere­
chos Humanos y Protección Ciudadana del Es­
tado de Baja California. 

4. El oficio DIG/060/2000, del 13 de marzo de 
2000, mediante el cual el Secretario General 
de Gobierno del Estado de Baja California co­
municó la no aceptación de la recomendación 2/ 
2000. 

D. El oficio SSG/090/2000, del 29 de marzo de 
2000, recibido en esta Comisión Nacional el 24 
de abril del presente año, suscrito por el licen­
ciado Carlos Armando Reynoso Nuño, Subse­
cretario General de Gobierno del Estado de Baja 
California, mediante el cual proporcionó la in­
formación solicitada por esta institución. 

E. La copia certificada de la causa penal 514/99, 
radicada ante el Juzgado Primero de lo Penal del 
Partido Judicial de Mexicali, Baja California, 
instruida en contra de Julio César Cedeño Álva­
rez por los delitos de violación equiparada y robo 
con violencia en agravio de la menor Paulina del 
Carmen Ramírez Jacinto y otra. 

F. La copia certificada de la averiguación previa 
488/99/104, iniciada en la agencia del Ministe­
rio Público Especializada en Delitos Patrimonia­
les con motivo de la denuncia presentada por las 
recurrentes Rebeca Maltos Garza y Silvia Re­
séndiz Flores, por el delito de abuso de autori­
dad en contra de quien resulte responsable. 

G. La opinión médica del 26 de abril de 2000, 
emitida por la Coordinación de Servicios Peri­
ciales de esta Comisión Nacional. 
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H. El análisis jurídico del caso, remitido por us­
ted el 15 de mayo del presente año. 

I. Un oficio sin número, del 12 de agosto del 
presente año, a través del cual el contador públi­
co Jorge Ramos, Secretario General de Gobier­
no del Estado de Baja California, informó sobre 
la reunión del 8 de junio del presente año, soste­
nida con la menor y sus familiares. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 25 de octubre de 1999 la Procuraduría de los 
Derechos Humanos y Protección Ciudadana del 
Estado de Baja California inició el expediente 
PDH/MXLI/1219/99/2, con motivo de la queja 
interpuesta por la licenciada Rebeca Maltos Gar­
za y la arquitecta Silvia Reséndiz Flores por la 
violación a los Derechos Humanos de la menor 
Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, consisten­
te en violación del derecho de los menores a que 
se proteja su integridad, insuficiente protección 
a persona, ejercicio indebido de la función públi­
ca, violación al derecho a la privacidad y revela­
ción ilegal de información, cometidas por el doc­
tor Ismael Ávila Íñiguez, Director del Hospital 
General de Mexicali, dependiente de Isesalud. 

Una vez integrado el expediente de queja, el 3 
de marzo de 2000 la Procuraduría de los Dere­
chos Humanos y Protección Ciudadana del Es­
tado de Baja California emitió la Recomenda­
ción 2/2000, dirigida a usted, en su carácter de 
Gobernador de la Entidad. El 13 de marzo del 
año citado, el Gobierno Estatal no aceptó ningu­
no de los puntos de la Recomendación. Una vez 
enteradas las quejosas se inconformaron median­
te el recurso de impugnación que se remitió a 
esta Comisión Nacional por medio del oficio 
PDH/MXLI/46/2000/104, del 27 del mes y año 
mencionados. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de los hechos y con las evidencias 
mencionadas, esta Comisión Nacional, sin ha­
cer algún pronunciamiento ético jurídico respecto 
del aborto, pero sí sobre la actuación de los ser­
vidores públicos relacionados con la queja, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 
41 de su Ley, estima que los agravios hechos va­
ler por las recurrentes Rebeca Maltos Garza y 
Silvia Reséndiz Flores, son procedentes de acuer­
do con los siguientes razonamientos y conside­
raciones lógico-jurídicas: 

A. Las actuaciones del licenciado Juan Manuel 
Salazar Pimentel, Procurador General de Justi­
cia del Estado de Baja California, así como de la 
licenciada Norma Alicia Velázquez Carmona, 
entonces agente del Ministerio Público especia­
lizada en delitos sexuales y violencia intrafa­
miliar que conoció de los presentes hechos, se 
considera que violentaron los Derechos Huma­
nos de la menor Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto, por los siguientes razonamientos: 

1. Por lo que se refiere a la intervención del titu­
lar de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Baja California, esta Comisión Na­
cional, con el propósito de integrar debidamente 
el recurso de impugnación, solicitó al Secretario 
General de Gobierno de la Entidad, entre otras 
cosas, el informe que rindieran los servidores 
públicos adscritos a esa Representación Social; 
no obstante, en la respuesta recibida se estable­
ció la imposibilidad de dar cumplimiento a tal 
petición en virtud de que, según se dijo, a dichos 
servidores públicos no se les requirió en ningún 
momento su informe justificado por parte de la 
Procuraduría de los Derechos Humanos y Pro­
tección Ciudadana del Estado de Baja California. 
Ante tal circunstancia, esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, de conformidad con 
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lo dispuesto por el artículo 65, párrafo segundo, 
de la Ley que rige su funcionamiento, al no haber 
recibido oportunamente el informe solicitado en 
relación con el trámite del recurso, presume como 
ciertos los hechos señalados en la inconformidad, 
por lo que hace referencia a la conducta desplega­
da por el licenciado Juan Manuel Salazar Pimen­
tel, con base exclusivamente en las constancias 
que integran el recurso de impugnación. 

El titular de la institución procuradora de jus­
ticia en la Entidad llevó a cabo acciones de con­
vencimiento con el propósito fundamental de que 
tanto Paulina del Carmen Ramírez Jacinto como 
sus familiares se desistieran de la práctica del 
legrado. Su intervención, según aceptó el propio 
servidor público en entrevista periodística pu­
blicada por el diario de circulación local La Voz 
de la Frontera del 27 de abril de 2000, llegó al 
extremo de que en un vehículo de su propiedad 
trasladó a la agraviada y a su progenitora con un 
sacerdote, en un intento para orillarlas a cam­
biar de opinión, sin que ninguna de estas con­
ductas tenga relación directa o indirecta con los 
servicios generales y específicos que rigen su 
actuación como servidor público. En su momen­
to, esta versión fue confirmada con una declara­
ción pública de la señora Luisa Sofía Buerba, 
vocera de la institución, que apareció el 16 de 
octubre de 1999 en el mismo medio informati­
vo, quien reconoció que el licenciado Juan Ma­
nuel Salazar Pimentel trató de convencer a la 
menor de que no interrumpiera su embarazo. 
Como garantía constitucional, las víctimas de un 
delito tienen derecho a recibir asesoría jurídica 
y el auxilio correspondiente. El Procurador Ge­
neral de Justicia, como técnico y perito en dere­
cho, más que buscar convencer a la agraviada y 
familiares para que desistieran de su propósito, 
tenía la obligación de asesorarlos e informarles 
sobre la situación jurídica en que se encontra­
ban, de conformidad con lo establecido por el 

artículo 97 de la Constitución Política del Esta­
do Libre y Soberano de Baja California, que es­
tablece que los funcionarios públicos no tienen 
más facultades que las que expresamente les otor­
gan las leyes. 

Por un lado, los funcionarios del órgano pro­
curador de justicia giraron instrucciones preci­
sas para que se interrumpiera el embarazo y, por 
el otro, el titular de dicha dependencia en repe­
tidas ocasiones tuvo acercamientos con la fami­
lia de la agraviada para intentar disuadirla de su 
decisión inicial de practicar el aborto. 

De conformidad con lo establecido por el ar­
tículo 69 de la Constitución del Estado de Baja 
California, es facultad del titular de la institu­
ción ministerial proteger los intereses de los 
menores e incapaces, como también los derechos 
individuales y sociales que establecen las leyes, 
y si bien, según su dicho, su actuación tuvo la 
intención de proteger los intereses tanto de la me­
nor violada como el producto del embarazo, esto 
es inexacto porque en el presente caso, en el su­
puesto en que actuó, la intención expresada en 
ese momento, tanto por la menor como por sus 
padres, era interrumpir el embarazo producto de 
una violación, siendo ésta una decisión jurídica­
mente válida, pero en vez de dar cumplimiento 
a ello intentó convencerlos de lo contrario, ba­
sado más en convicciones personales que en el 
cumplimiento estricto de su deber jurídico. 

2. En cuanto a la intervención de la licenciada 
Norma Alicia Velázquez Carmona, entonces 
agente del Ministerio Público especializada en 
delitos sexuales y violencia intrafamiliar, tal 
como lo señala la Procuraduría de los Derechos 
Humanos y Protección Ciudadana del Estado de 
Baja California, su conducta estuvo marcada, 
después del 3 de septiembre de 1999 en que auto­
rizó la inhibición del embarazo, por una serie de 

85 



Gaceta de la CNDH 

acciones ambiguas y contradictorias, carentes de 
fundamento jurídico, así como por la omisión 
de comparecer ante el propio Órgano Estatal, no 
obstante haber sido oportunamente citada para 
ello. 

En efecto, la fracción II del artículo 136 del 
Código Penal de la Entidad faculta al represen­
tante social para autorizar la práctica de la inhi­
bición del embarazo, una vez que dicho servidor 
público acredita que el embarazo fue producto 
de una violación. En principio, dicha servidora 
pública, en su resolución del 3 de septiembre de 
1999, dictada en el duplicado del acta de la ave­
riguación previa 249/99/10/D, integrada con 
motivo de la investigación de los delitos de robo 
con violencia y violación cometidos en perjui­
cio de la menor Paulina del Carmen Ramírez, 
determinó girar un oficio al Director de Salud 
en el Estado para la práctica del aborto a la víc­
tima, toda vez que el embarazo fue producto de 
una violación. Sin embargo, en esa misma fecha 
giró diverso oficio al Director del Hospital Ge­
neral de Mexicali para que se le practicara la 
prueba de embarazo a la referida menor. 

El 10 del mes y año citados envió un oficio al 
jefe del Servicio Médico Forense con objeto de 
que emitiera un dictamen para determinar si la 
menor Paulina del Carmen corría peligro de muer­
te como consecuencia del embarazo o de la prác­
tica de un aborto no punible. Después, remitió 
las actuaciones a la Subprocuraduría de Zona del 
Estado para que resolviera sobre la petición de 
la práctica de la inhibición del embarazo. Ense­
guida, una vez recibida la respuesta de dicha au­
toridad, comunicó al Director del Hospital Ge­
neral de Mexicali la resolución dictada por el 
Subprocurador de Zona, donde se autorizó la 
inhibición del embarazo con el apercibimiento 
de que en caso de no practicarlo se haría acree­
dor a las sanciones establecidas por el Código 

Penal de la Entidad, consistentes en la imposi­
ción de arresto por 36 horas y una multa de 50 
días de salario mínimo vigente en el Estado por 
desacato a la autoridad, sin perjuicio de la de­
nuncia penal que se presente en su contra por el 
delito de desobediencia de particulares previsto 
en el artículo 311 del citado ordenamiento legal. 

Más adelante, ordenó la inhibición del emba­
razo al propio titular, con el apercibimiento de 
36 horas de arresto por incumplimiento y, al no 
encontrar respuesta positiva, determinó que se 
hiciera efectivo el apercibimiento decretado, mis­
mo que levantó por la sola expresión de la inten­
ción del titular del Hospital General de Mexicali 
de efectuar el legrado, sin que se hubiera real­
mente realizado. 

Asimismo, la representante social omitió inex­
plicablemente levantar constancia de su asisten­
cia y participación durante la noche del 14 de 
octubre de 1999, en las instalaciones del Hospi­
tal General de Mexicali, Baja California, puesto 
que según declaraciones de los doctores Ismael 
Ávila Íñiguez y Carlos A. Astorga Othón, quie­
nes estuvieron presentes en esa fecha y en ese 
lugar, así como la menor y sus familiares, dicha 
servidora pública asistió a esa diligencia junto 
con una representante legal de Isesalud. 

Finalmente, el 15 de octubre de 1999 conclu­
yó su actuación con las comparecencias de la 
menor y su progenitora, quienes manifestaron su 
deseo de que no se interrumpiera el embarazo. 

Por lo anterior, las resoluciones dictadas por 
la representante social fueron más allá de sus 
expresas facultades y competencias, las cuales, 
como ya se mencionó, únicamente estaban cir­
cunscritas a la autorización de la inhibición del 
embarazo, pero no a la pretensión reiterada de 
que la misma debería necesariamente llevarse a 
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cabo en el Hospital General de Mexicali; accio­
nes y omisiones graves, al no informar y orien­
tar debidamente a la agraviada respecto de que 
con la autorización que contaba la intervención 
podría haberse realizado en otra institución de 
salud. 

3. Asimismo, la referida servidora pública, me­
diante un oficio sin número, del 12 de abril del 
año en curso, manifestó expresamente a la en­
cargada de Atención a Derechos Humanos de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado que 
en ningún momento recibió requerimiento algu­
no del Órgano Estatal de Derechos Humanos para 
que rindiera su informe respecto de los hechos 
materia del presente asunto; sin embargo, esta 
afirmación resulta falsa toda vez que dentro de 
las constancias del expediente de queja inicial 
consta el oficio PDH/MXLI/166/99, del 22 de 
noviembre de 1999, dirigido a la licenciada Nor­
ma Alicia Velázquez Carmona y recibido en esa 
misma fecha por la citada dependencia, a través 
del cual se solicitó su comparecencia en las ins­
talaciones de esa institución a las 17:00 horas 
del 24 del mes y año mencionados, para la prác­
tica de una diligencia, citatorio que no fue aten­
dido y que impidió al Órgano Estatal defensor 
de los Derechos Humanos conocer las razones 
que originaron su actuación. 

4. Es de señalarse que no obstante que la Procu­
raduría de los Derechos Humanos y Protección 
Ciudadana, dentro de la integración del expedien­
te de queja, conoció de la existencia de la averi­
guación previa 488/99/104, iniciada con motivo 
de la denuncia de hechos presentada por las que­
josas y recurrentes, entre otras personas, por el 
delito de abuso de autoridad y otros, en contra 
de quien o quienes resulten responsables, inexpli­
cablemente omitió solicitar información a las 
autoridades competentes sobre el curso que se­
guía la indagatoria y, por lo mismo, dentro de la 

Recomendación 2/2000 sugirió el inicio de una 
investigación penal sobre los hechos ocurridos, 
lo cual no fue aceptado por el Gobierno del Es­
tado, argumentando la existencia previa de in­
vestigaciones en torno a la denuncia formulada. 

Si bien es cierto que lo anterior no formó par­
te del documento de Recomendación, no menos 
cierto es que, en el presente caso, la averigua­
ción previa originada por la actuación de los ser­
vidores públicos que vulneraron los intereses de 
la menor y su familia, por ser de gran importan­
cia para efectos del presente documento, se hace 
el señalamiento de que a pesar de que transcu­
rrieron más de nueve meses desde el inicio de la 
referida averiguación previa, los agentes del 
Ministerio Público que han conocido de los he­
chos han dilatado, evidente e injustificadamente, 
la procuración de justicia, ya que han omitido 
efectuar las diligencias necesarias para determi­
narla, lo que ha dado como resultado que se afec­
ten una vez más los Derechos Humanos de la 
menor. En consecuencia, deberá integrarse opor­
tunamente y determinarse conforme a Derecho 
la averiguación previa correspondiente, y darse 
intervención al órgano de control interno com­
petente para que conozca de las irregularidades 
en su integración, inicie el procedimiento admi­
nistrativo respectivo y, en su oportunidad, éste 
se determine conforme a Derecho. 

Por lo anterior queda claro que las autoridades 
encargadas de procurar justicia, con su actuación, 
contravinieron lo establecido por los artículos 21 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 69 de la Constitución del Estado de 
Baja California; 1o.; 2o., fracciones I, II, III y 
VI; 3o., apartados A, fracciones IV, VII, XII y 
XIX; B, fracciones IV, VII y VIII; C, fracciones 
I y II; F, fracciones II, III, IV, V, X y G, fracción 
III; 28, fracciones I, II y III; 37, y 38, fracciones 
II y III, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
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General de Justicia del Estado de Baja California, 
y 42, fracciones I, V y XXI de la Ley de Res­
ponsabilidades de los Servidores Públicos de la 
Entidad, al haber incurrido en conductas que 
implican deficiencias en la procuración de justi­
cia y en la prestación del servicio público enco­
mendado. 

B. El doctor Ismael Ávila Íñiguez, Director del 
Hospital General de Mexicali, Baja California, 
así como los servidores públicos adscritos a di­
cho centro hospitalario que intervinieron en los 
hechos motivo del presente recurso de impugna­
ción, violaron los Derechos Humanos de la menor 
Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, en virtud 
de que no cumplieron con los lineamientos de la 
práctica médica a que estaban obligados, por las 
siguientes razones: 

1. La autorización para internar a la menor Pau­
lina del Carmen Ramírez Jacinto fue emitida por 
la representante social como consecuencia de la 
violación de que fue víctima, primordialmente 
para la realización del procedimiento orientado 
a la inhibición del embarazo. Sobre el particu­
lar, el personal médico y su equipo auxiliar de­
bieron cumplir con una serie de actividades ad­
ministrativas y profesionales, algunas de carácter 
obligatorio, contenidas en los artículos 1o., 48, 
50, 51 y 67 de la Ley General de Salud; 1o.; 2o., 
fracción I; 3o., fracción II; 33, 44, 45, 58, 63 y 
129 de la Ley de Salud Pública para el Estado de 
Baja California; así como en el artículo 80, capí­
tulo lV, del Reglamento en Materia de Presta­
ción de Servicios de Atención Médica, en cuan­
to a brindar un servicio médico de calidad 
oportuno, profesional y ético. 

Será obligación del médico informar en for­
ma detallada, al enfermo, tutor o ambos, del pro­
cedimiento a efectuar, los riesgos en base a los 
antecedentes del paciente y su estado actual de 

salud; además, las posibles complicaciones, in­
cluyendo las secuelas que puede presentar; des­
pués de la aceptación y autorización del enfermo 
y/o sus familiares, el médico se encontrará en 
posibilidades de efectuar dicho procedimiento. 

En el caso que nos ocupa se trataba de un in­
ternamiento hospitalario que por su origen y an­
tecedentes se debe considerar especial. Existía 
la autorización emitida por acuerdo del 20 de 
septiembre de 1999 por parte del licenciado Juan 
Manuel García Montaño, Subprocurador de Zona 
con sede en Mexicali, Baja California, para la 
inhibición del embarazo de la agraviada, y un 
oficio firmado por la agente del Ministerio Pú­
blico dirigido al doctor Ismael Ávila Íñiguez, 
Director del Hospital General de Mexicali, en el 
mismo sentido. 

En el presente caso, al ingresar la agraviada 
al Hospital General de Mexicali el 1 de octubre 
de 1999, su madre autorizó por escrito que se 
efectuaran los tratamientos médicos y quirúrgi­
cos convenientes encaminados para interrumpir 
el embarazo, sin embargo, no se llevó a cabo y 
estuvo hospitalizada por espacio de siete días, 
durante los cuales se incurrió en diversas omi­
siones por parte del personal tratante, entre otras, 
se omitió elaborar la historia clínica y no se prac­
ticaron exámenes de laboratorio necesarios para 
el procedimiento; la menor agraviada fue dada 
de alta por la tarde del 7 de octubre de 1999, sin 
que en la nota de evolución respectiva se men­
cionara el motivo por el cual no se efectuó la 
inhibición del embarazo. 

El 13 del mes citado, Paulina del Carmen 
Ramírez Jacinto reingresó al hospital, firmando 
junto con su madre la autorización para que se 
efectuara el aborto; sin embargo, la inhibición 
nuevamente no se llevó a cabo, con el argumento 
de que el procedimiento no fue aceptado por la 
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paciente y su progenitora, después de escuchar 
las posibles consecuencias que se presentarían 
con su realización, consistentes en la posibilidad 
de quedar estéril e inclusive la pérdida de su vida 
por una hemorragia que se le podía presentar. 

Por lo tanto, se puede establecer que los mé­
dicos tratantes de Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto incurrieron en responsabilidad profesio­
nal al omitir efectuar los procedimientos nece­
sarios con la finalidad de interrumpir su emba­
razo; independientemente de que existía una 
autorización ministerial para ello, y no era nece­
sario recabar una nueva autorización de los fa­
miliares, ya que ésta estaba debidamente acredi­
tada, incluso en dos ocasiones. 

Resulta evidente que el doctor Ismael Ávila 
Íñiguez y el personal a su cargo del Hospital 
General de Mexicali, Baja California, si bien en 
ningún momento expresaron su negativa para 
interrumpir el embarazo, realizaron distintas ac­
ciones y omisiones destinadas a influir en la vo­
luntad de la agraviada para que desistiera de su 
determinación. 

2. De acuerdo con la opinión emitida por la Co­
ordinación de Servicios Periciales de esta Comi­
sión Nacional, del estudio del expediente clínico 
se detectaron irregularidades durante las estan­
cias hospitalarias de la menor Paulina del Car­
men Ramírez Jacinto, en el Hospital General de 
Mexicali. 

a) Resulta evidente que la atención médica de la 
menor Paulina del Carmen no fue oportuna; lo 
anterior queda ampliamente demostrado con base 
en las notas elaboradas durante su primer ingre­
so, del 1 al 7 de octubre de 1999, en el que se 
refieren una serie de situaciones ajenas totalmen­
te a la paciente, que consistieron en simples ex­
cusas de tipo burocrático, relativas a la falta de 

anestesista, la inasistencia por vacaciones del 
médico adscrito, el diferimiento del caso para 
discutir la determinación correspondiente y hasta 
la falta de camas para su hospitalización, circuns­
tancias que dan lugar, además, a una responsa­
bilidad institucional del sistema hospitalario en 
el Estado de Baja California. 

b) Al ingreso al hospital, se ordenaron una serie 
de estudios preoperatorios, que al parecer no se 
realizaron y que resultaban indispensables para 
establecer el verdadero estado de salud de la pa­
ciente, ya que no existen reportes en el expe­
diente clínico que se remitió a esta Comisión 
Nacional en los que conste que efectivamente se 
llevaron a cabo, por lo que es necesario que se 
investiguen los motivos por los cuales no se cum­
plió la indicación médica. 

c) Con base en las notas del expediente clínico 
se puede establecer que el Hospital General de 
Mexicali no cuenta con el personal suficiente 
para la atención de los pacientes. La falta de 
anestesiólogo y médico adscrito provocó que no 
se pudiera realizar la inhibición del embarazo 
de la agraviada durante su primer internamien­
to. Con lo anterior, se contravino lo dispuesto 
por el artículo 21, capítulo l, del Reglamento de 
la Ley General de Salud en Materia de Presta­
ción de Servicios de Atención Médica. 

d) Cualquier paciente que se interne en un hos­
pital, por el motivo que sea, requiere de ser va­
lorado en forma completa; para lograr lo ante­
rior es necesario elaborar la historia clínica, que 
es el medio para establecer una serie de antece­
dentes y características del mismo que definiti­
vamente permitirán al médico tratante emitir el 
diagnóstico y el plan terapéutico, además indi­
rectamente ayuda a conocer los posibles riesgos 
y el pronóstico. Todo ello se encuentra contem­
plado en la Norma Oficial Mexicana NOM-168­
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SSA1-1998, relativa al manejo del expediente 
clínico. Sin embargo, lo más relevante de no 
haber integrado adecuadamente la historia clíni­
ca es que dio como resultado que los médicos no 
pudieran conocer el verdadero estado de salud 
de la paciente. 

El procedimiento para interrumpir el embara­
zo de Paulina del Carmen estaba programado 
para efectuarse por especialistas y en un medio 
hospitalario adecuado, y se trataba de un aborto 
no punible, lo que implicaba características to­
talmente diferentes. 

3. En cuanto a la actuación del doctor Ismael 
Ávila Íñiguez, Director del Hospital General de 
Mexicali, Baja California, si bien es cierto que en 
la respuesta que remitió a la Procuraduría de los 
Derechos Humanos y Protección Ciudadana de 
la Entidad, negó enfáticamente que se hubiera 
brindado un trato médico inadecuado a la menor 
con el propósito de impedirle llevar a cabo la 
inhibición del embarazo que ya había autoriza­
do el Subprocurador General de Justicia de la 
zona de Mexicali, también lo es que del propio 
expediente clínico se advierte que el servicio mé­
dico brindado por el personal de ese centro hos­
pitalario no fue el apropiado, pues, como ya se 
expresó, no obstante existir la autorización mi­
nisterial se requirió hasta en dos ocasiones la 
conformidad de la menor y de su progenitora, lo 
cual resulta excesivo si se toma en cuenta que, 
según la opinión de los peritos médicos adscri­
tos a esta Comisión Nacional, el tratamiento no 
implicaba riesgos mayores. Por otra parte, la falta 
de recursos humanos y materiales suficientes no 
justifica la actuación de los servidores públicos 
del referido nosocomio, y esa irregularidad es 
imputable a la Dirección del mismo, que es la 
encargada de supervisar que se cuente con todos 
los elementos necesarios para atender oportuna­
mente a quienes lo requieran. 

Esta Comisión Nacional reconoce la facultad 
que tienen los médicos para aceptar o rehusarse 
a efectuar procedimientos con los cuales, aunque 
sean legalmente permitidos, por cuestiones de 
ética profesional o de conciencia no estén con­
formes; sin embargo, tal determinación se debió 
emitir de inmediato por parte de la Dirección del 
Hospital General de Mexicali, Baja California, 
ya que al no hacerlo obstaculizaron la determina­
ción que habían tomado la menor y sus padres. 

Sobre el particular, se considera indispensa­
ble señalar que, por un lado, el personal del Hos­
pital General de Mexicali, tanto en el informe 
remitido al Organismo Estatal como en declara­
ciones oficiales rendidas ante el representante 
social que integra la averiguación previa 488/ 
99/104, manifestó que se tomaron las medidas 
necesarias para la práctica de la inhibición del 
embarazo, sin embargo, en declaraciones verti­
das por el Gobierno del Estado reiteradamente 
se ha expresado que dicho personal nunca estu­
vo de acuerdo con la inhibición del embarazo, 
incluso se tiene noticia de que próximamente los 
médicos tratantes serán distinguidos por su ac­
tuación en el presente caso, puesto que desde un 
principio se negaron a realizar el legrado por opo­
nerse a su ética y convicciones morales, lo que 
resulta evidentemente contradictorio y motivo de 
investigación por la Dirección de Control y Eva­
luación Gubernamental de Baja California. 

Aunado a ello, según las declaraciones emiti­
das a la Procuraduría de los Derechos Humanos 
y Protección Ciudadana de la Entidad, tanto por 
la agraviada como por sus familiares, durante su 
estancia hospitalaria fueron reiteradamente abor­
dados por terceros, ajenos al servicio médico, 
quienes, según su dicho, buscaron convencerlos 
para que no se efectuara el aborto. Esta falta de 
privacidad tuvo como consecuencia molestias 
innecesarias para quien ya había sido víctima del 
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delito de violación. Es evidente que correspon­
de a las autoridades y al personal médico del cen­
tro hospitalario la seguridad y tranquilidad de 
los pacientes, a quienes se debe respeto a su inti­
midad, máxime en las circunstancias en que se 
encontraba la menor. 

La actuación de los servidores públicos del 
Hospital General de Mexicali, Baja California, 
como consecuencia de la deficiente atención pro­
fesional otorgada a Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto, transgredió el contenido de los artículos 
4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1o., 2o., 23, 32, 33, 50, 51, 
67 y 171 de la Ley General de Salud; 1o.; 7o.; 
9o.; 18; 19, fracción I; 21, capítulo I; 32; 48, y 
80, capítulo 4o., del Reglamento de la Ley Ge­
neral de Salud en Materia de Prestación de Servi­
cios de Atención Médica; así como 42, fraccio­
nes I, V y XXI, de la Ley de Responsabilidades 
de los Servicios de la Entidad. Más aún, se consi­
dera que resulta factible que los servidores pú­
blicos encargados de la prestación del servicio 
médico pudieron haber incurrido en la comisión 
de las conductas delictivas contempladas por los 
artículos 261, 269 y 293, fracción III, del Códi­
go Penal vigente en el Estado de Baja California. 

C. Con su actuación los servidores públicos del 
gobierno del Estado de Baja California transgre­
dieron también tratados internacionales, que dado 
que han sido firmados y ratificados por México 
son norma vigente en nuestro país. Asimismo, 
las mencionadas conductas resultan contradic­
torias de otros instrumentos internacionales de 
carácter declarativo, o incluso tratados que si bien 
no han sido aún ratificados, al haber sido firma­
dos por México se adquiere cierta obligación de 
actuar conforme a ellos. 

Por la inadecuada prestación de los servicios 
de salud se violentaron los artículos 19 de la 

Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos; 12 del Pacto Internacional de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales; 12 del Conve­
nio sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer; 24 y 25 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, y 6 
del Código de Conducta para Funcionarios En­
cargados de Hacer Cumplir la Ley. 

Por las acciones tendentes a influir en la deci­
sión tomada por la menor y su familia, se vulne­
ró el derecho a la privacidad y a la libertad de 
conciencia, violándose los artículos 17 y 18 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí­
ticos, 11 y 12 de la Convención Americana so­
bre Derechos Humanos, y 16 de la convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer. 

Respecto de la obligación de otorgar la indem­
nización correspondiente debe atenderse a los 
artículos 4 y 12 de la Declaración sobre los Prin­
cipios Fundamentales de Justicia para las Vícti­
mas de los Delitos y del Abuso del Poder. 

D. Este Organismo Nacional coincide con la 
Procuraduría de los Derechos Humanos y Pro­
tección Ciudadana del Estado de Baja California 
en el sentido de concluir que la expresión de la 
voluntad de Paulina del Carmen Ramírez Jacin­
to, así como de sus familiares, los señores María 
Elena Jacinto Rauz y Humberto Carrazco, res­
pecto de su desistimiento de su determinación 
para interrumpir el embarazo de la menor, fue 
producto de una evidente falta de información 
objetiva e imparcial por parte del Director del 
Hospital General de Mexicali, al no apegarse a 
la regulación sobre consentimiento informado 
contenida en la Norma Oficial Mexicana NOM­
005SSA-2-1993, relativa a los servicios de pla­
nificación familiar, publicada en el Diario Ofi­
cial de la Federación el 30 de mayo de 1994; así 
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como consecuencia de presiones, interferencias, 
manipulación e, incluso, advertencias del supuesto 
riesgo en su integridad física, elementos todos 
ellos que impidieron que los agraviados decidieran 
de una manera libre, autónoma y consciente y que 
como consecuencia viciaron la expresión de su 
voluntad cuando determinaron que no insistirían 
en la práctica del aborto de la menor Paulina del 
Carmen Ramírez Jacinto. Con ello se violentaron 
sus Derechos Humanos de salud, información, li­
bertad, dignidad, intimidad, confidencialidad, lega­
lidad, fundamentación y competencia contenidos 
en los ordenamientos e instrumentos jurídicos 
nacionales e internacionales a que se ha hecho 
referencia en el presente documento. 

En virtud de lo señalado, y por lo que se refiere 
a los resolutivos contenidos en la Recomenda­
ción 2/2000, dirigida al Gobierno del Estado de 
Baja California, el cual no la aceptó, se considera: 

1. Por lo que se refiere al primer punto de la Re­
comendación 2/2000, que alude a la reparación 
del daño, ésta se encuentra regulada por el artícu­
lo 43 del Código Penal aplicable en esa Entidad 
Federativa, misma que debe ser fijada a pruden­
te arbitrio de un tribunal penal, de conformi­
dad a las reglas establecidas en el mencionado 
precepto legal. Para llegar a esa determinación 
la autoridad exclusivamente tomó en cuenta el 
aspecto relativo a los delitos de robo con vio­
lencia y violación equiparada por el que actual­
mente se sigue proceso penal al sujeto activo del 
delito. 

En el presente caso, como puede apreciarse 
de su contenido, en realidad se trata de dos si­
tuaciones diversas, una la relacionada con los 
ilícitos de referencia en la cual corresponde exi­
gir la indemnización por concepto de daño mo­
ral a la institución del Ministerio Público en el 
proceso y, la segunda, se refiere a la actuación 

negligente desplegada por los servidores públi­
cos encargados tanto de la atención médica como 
de la procuración de justicia, que en términos de 
lo señalado en párrafos anteriores, con su actua­
ción violentaron evidentemente los Derechos Hu­
manos de la menor Paulina del Carmen Ramírez 
Jacinto, de la cual tiene conocimiento esta Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos, en 
virtud de la queja presentada. 

Con base en lo anterior, esta Comisión Na­
cional estima que resulta procedente realizar las 
acciones necesarias para que se otorgue una in­
demnización a la menor Paulina del Carmen 
Ramírez Jacinto, por la negativa del servicio de 
salud y la negligencia tanto del personal médico 
adscrito al Hospital General de Mexicali, Baja 
California, como de los servidores públicos en­
cargados de la procuración de justicia, de con­
formidad con lo dispuesto por los artículos 1793, 
1795 y 1806 del Código Civil; así como por los 
artículos 43 y 44 del Código Penal, ambos de 
esa Entidad Federativa, y 44, párrafo segundo, 
de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos. 

Este Organismo Nacional, de conformidad con 
su Ley y Reglamento Interno, no se pronuncia 
respecto de la cuantificación de la reparación del 
daño propuesta, ya que dicha circunstancia no 
es de su competencia. 

2. Si bien es cierto que la autoridad señalada 
como responsable carece de facultades para cons­
tituir un fideicomiso en los términos señalados 
en el segundo punto de la Recomendación del Or­
ganismo Local, en virtud de lo señalado por el 
artículo 53 de la Ley Orgánica de la Administra­
ción Pública del Estado de Baja California, como 
resultado de la responsabilidad en que incurrie­
ron los servidores públicos que intervinieron en 
los hechos motivo del recurso de impugnación, 
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el Gobierno del Estado, en cumplimiento de los 
altos fines para los que fue electo por el pueblo 
de Baja California e inspirado en los principios de 
humanidad, equidad y justicia, deberá dictar las 
medidas pertinentes para que dentro de lo per­
mitido por el marco jurídico estatal y los progra­
mas autorizados otorgue apoyo institucional ten­
dente a solucionar la problemática que padece 
Paulina del Carmen Ramírez Jacinto, su familia 
y actualmente su hijo recién nacido, a consecuen­
cia de las conductas desplegadas por los servi­
dores públicos; así también de manera efectiva 
se les garantice tanto a Paulina como a su hijo el 
derecho a una atención adecuada de la salud, ali­
mentación, educación, vestido, vivienda y, en 
general, los cuidados necesarios hasta el momen­
to en que la menor se encuentre en condiciones 
de poderse valer por sí misma. 

Lo anterior, sin que siente precedente, ni con­
lleve a una práctica viciada que derive en la obli­
gación del Gobierno del Estado de tener que res­
ponder por todas las personas víctimas del delito 
de violación. 

3. En virtud de las observaciones señaladas en 
el presente apartado se considera que se deben 
dictar las disposiciones correspondientes para 
que se dé vista al Director de Responsabilidades 
y Situación Patrimonial de la Dirección de Con­
trol y Evaluación Gubernamental de la Entidad, 
para que se inicie la investigación administrati­
va que corresponda y, previo el análisis respec­
tivo, se determine conforme a lo establecido por 
los artículos 44, 47, 48, 49 y 51 de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del 
Estado de Baja California. Asimismo, con base 
en los razonamientos señalados, se dicten las me­
didas correspondientes para que se integre de­
bidamente la averiguación previa 488/99/104, se 
desahoguen las diligencias necesarias y, en su 
oportunidad, se determine conforme a Derecho. 

4. Como resultado de lo anteriormente señalado, 
se estima procedente que las autoridades com­
petentes en el Estado reintegren a los familiares 
de la menor agraviada los gastos que erogaron 
por concepto de estudios médicos. 

5. En cuanto a la impartición de cursos de ética 
médica, derecho sanitario y Derechos Humanos, 
se considera importante que no sólo formen par­
te del plan de estudios de la carrera de medicina 
como lo propone el Organismo Local, sino que 
además se impartan a los mandos medios y su­
periores que prestan sus servicios en las diver­
sas dependencias de la administración pública 
estatal, con el propósito de evitar la repetición 
de hechos tan lamentables. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se permite formular res­
petuosamente a usted, Gobernador del Estado de 
Baja California, en su carácter de autoridad res­
ponsable, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva girar las órdenes a quien 
corresponda a fin de que, con base en las obser­
vaciones contenidas en el presente documento, 
se dé cumplimiento total a los puntos específi­
cos de la Recomendación 2/2000, emitida el 3 
de marzo del presente año por la Procuraduría de 
los Derechos Humanos y Protección Ciudadana 
del Estado de Baja California, por ser legalmen­
te procedente 

SEGUNDA. Envíe sus instrucciones a quien 
corresponda a efecto de que, con base en los razo­
namientos señalados, se dicten las medidas per­
tinentes para que se integre debidamente la ave­
riguación previa 488/99/104, y a la brevedad se 
determine lo que conforme a Derecho proceda. 
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Asimismo, se de la intervención al órgano de 
control interno a efecto de que determine la res­
ponsabilidad administrativa en que pudieron 
haber incurrido los representantes sociales en­
cargados de la indagatoria antes citada. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se 
emite con el propósito fundamental tanto de ha­
cer una declaración respecto de una conducta 
irregular por parte de servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les 
confiere la ley como de obtener la investigación 
que proceda por parte de las dependencias ad­
ministrativas o cualesquiera otras autoridades 
competentes para que, dentro de sus atribucio­
nes, apliquen las sanciones conducentes y se sub­
sane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46 de la Ley 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
solicito a usted que la respuesta sobre la acepta­

ción de esta Recomendación, en su caso, se in­
forme dentro del término de 15 días hábiles si­
guientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a ustedes que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Re­
comendación que se les dirige se envíen a esta 
Comisión Nacional dentro de un término de 15 
días hábiles siguientes a la fecha en que haya 
concluido el plazo para informar sobre la acep­
tación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la presente Recomen­
dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente, 

El Presidente de la Comisión Nacional 

Rúbrica 
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Por definir (mayo)

Recomendación 19/2000
 

Síntesis: El 16 de noviembre de 1998 esta Comisión Nacional radicó el expediente 98/5947/1, con 
motivo del escrito de queja presentado por el señor Jesús Humberto Zazueta Aguilar, Secretario de 
Derechos Humanos del Comité Ejecutivo Nacional del Partido de la Revolución Democrática, en el 
cual refirió que a través del Comisariado Municipal de la comunidad de El Achotal, Municipio de 
Atoyac de Álvarez, Guerrero, tuvo conocimiento de la detención y desaparición del señor Carlos 
Montes Villaseñor por parte de efectivos del Ejército Mexicano al mando del capitán Constantino 
Alfonso Rodríguez Quiroz, del 68o. Batallón de Infantería en Pie de la Cuesta, Guerrero. 

Del análisis de la documentación recabada, así como de la investigación realizada por este Orga­
nismo Nacional, se acreditaron violaciones a los Derechos Humanos del señor Carlos Montes 
Villaseñor, por parte de personal de la Secretaría de la Defensa Nacional, consistentes en retención 
ilegal, toda vez que el 13 de noviembre de 1998, elementos castrenses lo detuvieron y fue hasta el 15 
del mes y año citados cuando fue puesto a disposición del agente del Ministerio Público de la Fede­
ración, adscrito a la Base de Operaciones Mixta El Paraíso, Guerrero, con lo que se dedujo que el 
agraviado fue presentado ante el órgano investigador después de 45 horas de haber sido detenido. 

Además, este Organismo Nacional advirtió que los elementos del Ejército Mexicano que intervi­
nieron en la detención del señor Carlos Montes Villaseñor falsearon el contenido del parte informativo 
que rindieron ante el agente del Ministerio Público del conocimiento en cuanto a las circunstancias 
de tiempo, modo y lugar en que se llevó a cabo la detención del señor Carlos Montes Villaseñor. 

Asimismo, emplearon en la persona del señor Carlos Montes Villaseñor tratos inhumanos o degra­
dantes, además de someterlo a presión psicológica con el fin de obtener su confesión en los ilícitos 
que le imputaron, por lo que, en el caso concreto la conducta desplegada por los mencionados miem­
bros del Ejército Mexicano pudo encuadrar en el tipo penal de tortura. 

Respecto de la actuación del personal de la Procuraduría General de la República se advirtió que 
el 15 de noviembre de 1998 el agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Base de 
Operaciones Mixta El Paraíso, Guerrero, actuó irregularmente en el acta circunstanciada 001/98, 
pues omitió dar fe de la integridad física del señor Carlos Montes Villaseñor, cuando de actuaciones 
consta que se encontraba lesionado, al ponerlo a su disposición los elementos del 68o. Batallón de 
Infantería en Pie de la Cuesta, Guerrero. 

Esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos recomendó al Procurador General de Justicia 
Militar instruir a quien corresponda a efecto de que a la brevedad se practiquen las diligencias 
ministeriales necesarias para la debida integración y determinación con estricto apego a Derecho de 
la averiguación previa SC/149/2000/VIII. Asimismo, que en caso de ejercitarse acción penal se dé 
cabal cumplimiento a las órdenes de aprehensión que llegaran a librarse en contra de él o los pre­
suntos responsables. Además, que se diera vista al general de División D.E.M. Alfredo Hernández 
Pimentel, titular de Inspección y Contraloría del Ejército y Fuerza Aérea Nacionales, para que con 
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base a sus atribuciones ordene investigar la responsabilidad administrativa en que pudo incurrir el 
personal del 68o. Batallón de Infantería en Pie de la Cuesta, Guerrero, que detuvo prolongadamente 
y lesionó al agraviado, así como la conducta desplegada por el subteniente Josué Morales Galeana, 
médico cirujano adscrito a la 27a. Zona Militar. 

Al Procurador General de la República se le recomendó iniciar y determinar conforme a Derecho 
la averiguación previa correspondiente en contra del licenciado Gumaro Salmerón Gómez, agente 
del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Base de Operaciones Mixta El Paraíso, Gue­
rrero, y que diera vista a la Contraloría Interna de la Procuraduría General de la República a efecto 
de que el referido representante social de la Federación sea sujeto a procedimiento administrativo 
de investigación, y en tal sentido se determine la responsabilidad administrativa en que pudo haber 
incurrido. 

Finalmente, al Gobernador del Estado de Guerrero se le recomendó iniciar y resolver conforme a 
Derecho el procedimiento administrativo respectivo en contra del doctor Atenógenes Pineda Duque, 
médico cirujano adscrito al Centro Regional de Readaptación Social de Acapulco, Guerrero. 

México, D. F., 20 de septiembre de 2000 

Caso del señor Carlos Montes Villaseñor 

Gral. Brigadier de J. M. y lic. Marcial Rafael
 
Macedo de la Concha,
 
Procurador General de Justicia Militar,
 
Ciudad;
 

Lic. Jorge Madrazo Cuéllar,
 
Procurador General de la República,
 
Ciudad; y
 

Lic. René Juárez Cisneros,
 
Gobernador del Estado de Guerrero,
 
Chilpancingo, Gro.
 

Muy Distinguidos señores:
 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
 
con fundamento en los artículos 102, apartado
 
B, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, y 1o.; 3o., párrafo segundo; 6o.,
 
fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, frac­
ción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión
 
Nacional de Derechos Humanos, ha examinado
 

los elementos contenidos en el expediente 98/ 
5947/1, relacionados con el caso del señor Car­
los Montes Villaseñor, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 16 de noviembre de 1998 esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos recibió el es­
crito de queja presentado por el señor Jesús Hum­
berto Zazueta Aguilar, Secretario de Derechos 
Humanos del Comité Ejecutivo Nacional del 
Partido de la Revolución Democrática, en el cual 
relató hechos probablemente constitutivos de 
violaciones a los Derechos Humanos cometidos 
en agravio del señor Carlos Montes Villaseñor, 
al referir que a través del Comisariado Munici­
pal de la comunidad de El Achotal, Municipio 
de Atoyac de Álvarez, Guerrero, tuvo conoci­
miento de la detención y desaparición del agra­
viado por parte de efectivos del Ejército Mexi­
cano al mando del capitán Constantino Alfonso 
Rodríguez Quiroz, del 68o. Batallón de Infante­
ría en Pie de la Cuesta, Guerrero, por lo que so­
licitó la intervención de esta Comisión Nacional 
para que se investigaran los hechos. 

96 



Recomendaciones 

B. En atención a la queja, visitadores adjuntos 
de esta Comisión Nacional realizaron las siguien­
tes diligencias: 

1. El 17 de noviembre de 1998 se presntaron en 
la comunidad de El Achotal, Municipio de Ato-
yac de Álvarez, Guerrero, donde entrevistaron a 
los señores Apolinar Arreola Téllez y José Gua­
dalupe Reyes Cortés, Comisario Municipal y 
habitante de la localidad, respectivamente, quie­
nes manifestaron que aproximadamente a las 
ocho de la mañana del viernes 13 de noviembre 
de 1998 notaron en su comunidad la presencia de 
miembros del Ejército Mexicano , quienes en esa 
fecha, siendo las 15:30 horas, detuvieron, al señor 
Carlos Montes Villaseñor, a quien al parecer re­
lacionaban con el autodenominado Ejército Re­
volucionario Popular Insurgente (ERPI). 

En esa diligencia la señorita Marina Díaz Re­
guera, habitante de la citada comunidad, precisó 
que el sábado 14 de noviembre de 1998, aproxi­
madamente a las 13:00 horas, se dirigía hacia la 
comunidad del Cucuyachi en compañía de su 
abuela, señora María Eusebia Baltazar Pino, y 
que al llegar a la carretera encontró el sombrero 
propiedad, al parecer, del señor Carlos Montes 
Villaseñor, el cual se llevó a su casa e informó 
de tales hechos a sus familiares. 

Asimismo, la señora María del Pilar Reyes Vi­
lla, vecina del lugar, refirió que el lunes 16 de 
noviembre de 1998 encontró en su milpa, ubica­
da en los límites con el encinal cerca del potrero, 
las botas que el señor Carlos Montes Villaseñor 
llevaba puestas el día que lo detuvieron los ele­
mentos del Ejército Mexicano. 

2. El 19 de noviembre de 1998 personal de esta 
Comisión Nacional sostuvo una comunicación 
telefónica con la señorita Olga Arroyo Castro, 
miembro del Comité de Derechos Humanos de 

la Asociación de Familiares de Desaparecidos y 
Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos, 
quien manifestó que sus compañeros de la orga­
nización y el Presidente Municipal de Atoyac 
de Álvarez, Guerrero, acudieron a la Zona Mili­
tar de ese lugar, en donde se les informó que el 
señor Carlos Montes Villaseñor fue puesto a dis­
posición del agente del Ministerio Público de la 
Federación en turno, en Acapulco, Guerrero, 
iniciándose la averiguación previa 527/A4/98, 
toda vez que al parecer el detenido confesó per­
tenecer al Ejército Revolucionario Popular In­
surgente; asimismo, precisó que el agraviado se 
encontraba detenido en el Centro de Readapta­
ción Social de Acapulco, Guerrero. 

3. El 20 de noviembre de 1998, atendiendo la 
información proporcionada por la señorita Olga 
Arroyo Castro, personal de la Coordinación de 
Servicios Periciales de esta Comisión Nacional 
se trasladó al citado Centro de Readaptación 
Social y certificó el estado psicofísico en el que 
se encontraba el señor Carlos Montes Villaseñor, 
determinando que presentaba una zona equimó­
tica de origen traumático, de tipo intencional de 
color violáceo, de forma circular de 15 milíme­
tros, situada en el dorso de la nariz, producida 
por terceras personas, con una evolución aproxi­
mada de cuatro a seis días. 

4. El 22 de junio de 1999, visitadores adjuntos 
de esta Comisión Nacional se presentaron en el 
Centro de Readaptación Social de Acapulco, 
Guerrero, lugar en el que practicaron las siguien­
tes diligencias: 

a) Entrevistaron al señor Carlos Montes Villa-
señor, quien indicó que el 13 de noviembre de 
1998 se encontraba en la comunidad de El 
Achotal, Municipio de Atoyac de Álvarez, Gue­
rrero, en compañía del señor Julio Castro Benítez, 
acarreando maíz propiedad del señor Apolinar 
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Arreola Téllez en el paraje conocido como El 
Amate de esa comunidad, cuando se presentaron 
elementos del 68o. Batallón de Infantería en Pie 
de la Cuesta, Guerrero, quienes manifestaron que 
sabían que pertenecían al grupo armado deno­
minado Ejército Revolucionario Popular Insur­
gente, por lo que procedieron a su detención, 
atándolos de las manos con sogas e indicándoles 
que los tenían que llevar al lugar donde se encon­
traban las armas y mochilas, a lo que contesta­
ron que no sabían de lo que les estaban hablan­
do, por lo que los soldados despojaron a Carlos 
Montes Villaseñor de su camisa y lo obligaron a 
ponerse una camisola militar, llevándolo al “ce­
rro”, aunque desconoce el lugar exacto puesto 
que lo vendaron de los ojos. 

Agregó que en dicho lugar permaneció ven­
dado de los ojos hasta el 14 de noviembre de 
1998, fecha en que fue interrogado al parecer 
por elementos del Ejército Mexicano sobre su 
pertenencia al grupo armado Ejército Revolucio­
nario Popular Insurgente y en relación con el pa­
radero de los señores Gaspar y Pánfilo, ambos 
de apellidos Téllez Rivas, Raymundo Arreola 
Téllez y Bonifacio Yane, sin que para ello le re­
tiraran el vendaje, e infiriéndole durante dicho 
interrogatorio golpes en diversas partes del cuer­
po, además de envolverlo con una cobija que 
mojaron, para aplicarle toques eléctricos “con 
una chicharra” y además le dieron palmadas en 
los oídos. 

Señaló que no fue sino hasta el 15 de noviem­
bre de 1998 cuando fue presentado ante el agen­
te del Ministerio Público de la Federación con 
sede en Acapulco, Guerrero, quien inició la ave­
riguación previa 527/A4/98 por su presunta res­
ponsabilidad en la comisión de los delitos de 
portación de arma de fuego de uso exclusivo del 
Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, 
rebelión y almacenamiento de cartuchos y car­

gadores, siendo consignado el 17 de noviembre 
de 1998 ante el Juez Tercero de Distrito con sede 
en Acapulco, Guerrero, para radicar la causa pe­
nal 85/98, por lo que dictó una sentencia de un 
año y seis meses de prisión por su responsabili­
dad en la comisión del delito de portación de 
arma de fuego del uso exclusivo del Ejército, Ar­
mada y Fuerza Aérea Nacionales. 

b) Recabaron una copia del certificado de examen 
clínico practicado el 17 de noviembre de 1998 
al señor Carlos Montes Villaseñor, por el doctor 
Atenógenes Pineda Duque, médico cirujano ads­
crito al Centro Regional de Readaptación Social 
de Acapulco, Guerrero, quien determinó que el 
agraviado presentaba una equimosis de 3 cm, 
aproximadamente, en fosa iliaca derecha y una 
furunculosis en el abdomen y las extremidades 
superiores. 

5. El mismo 22 de junio de 1999 se presentaron 
en las oficinas que ocupa la Subdelegación de la 
Procuraduría General de República en la ciudad 
de Acapulco, Guerrero, donde se entrevistaron 
con la doctora María Martha Olvera Hernández, 
perito médico adscrito a esa Institución, quien 
en relación con el dictamen de integridad física 
que elaboró el 15 de noviembre de 1998 al señor 
Carlos Montes Villaseñor, en el que se descri­
ben las lesiones que presentó al momento de su 
puesta a disposición ante el agente del Ministe­
rio Público de la Federación del conocimiento, 
indicó que a la exploración física únicamente le 
observó equimosis de color rojizo violáceo en 
región nasal hueca y edema de mano derecha, 
además de que refería dolor a la palpación pro­
funda en región de abdomen a nivel del epigas­
trio, sin apreciar inflamación en víscera hueca. 

6. El 23 de junio de 1999 se entrevistaron con el 
señor Apolinar Arreola Téllez, Comisario Mu­
nicipal de la comunidad de El Achotal, Munici­
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pio de Atoyac de Álvarez, Guerrero, quien ra­
tificó la declaración que rindió ante personal 
de esta Comisión Nacional el 17 de noviembre de 
1998. 

7. El mismo 23 de junio de 1999 obtuvieron la 
declaración de las señoras Juana Rivas González 
y Sabina Fierro Benítez, quienes coincidieron en 
indicar que el 13 de noviembre de 1998 el señor 
Carlos Montes Villaseñor fue detenido, al pare­
cer, por elementos de la Secretaría de la Defen­
sa Nacional, sin que ellas hubieran presenciado 
los hechos. 

8. El 24 de junio de 1999 se presentaron en las 
oficinas que ocupa la Subdelegación de la Pro­
curaduría General de la República en Acapulco, 
Guerrero, donde entrevistaron al agente del Minis­
terio Público de la Federación adscrito al Juzgado 
Tercero de Distrito en ese Estado, quien mani­
festó que el 17 de noviembre de 1998 dentro de 
la averiguación previa 527/A4/98, esa Fiscalía 
realizó un desglose a la Procuraduría General de 
Justicia Militar, toda vez que de las constancias 
que obraban en dicha indagatoria existían indi­
cios que presumían la participación de elemen­
tos del 68o. Batallón de Infantería en Pie de la 
Cuesta, Guerrero, adscritos a la 27a. Zona Mili­
tar, con sede en la Plaza El Ticuí en esa Entidad 
Federativa, en la producción de las lesiones que 
presentó el señor Carlos Montes Villaseñor al 
momento de su detención. 

9. El 28 de junio de 1999 se comunicaron, vía 
telefónica, con quien dijo ser el señor Julio Cas­
tro Benítez, quien en relación con los hechos 
precisó que el 13 noviembre de 1998 se encon­
traba en la comunidad de El Achotal, Municipio 
de Atoyac de Álvarez, Guerrero, en compañía 
del señor Carlos Montes Villaseñor, cuando re­
pentinamente se presentaron elementos del 68o. 
Batallón de Infantería en Pie de la Cuesta, Gue­

rrero, quienes le manifestaron que sabían que el 
señor Montes Villaseñor pertenecía al Ejército 
Revolucionario Popular Insurgente, por lo que 
procedieron a la detención de ambos, atándolos 
de las manos con sogas, y que se llevaron a su 
acompañante “sin saber a dónde” y posterior­
mente, como una hora después, se presentó un 
soldado que le dijo que “los disculpara por ha­
berlo atado y que él ya se podía ir”. 

C. Para integrar debidamente el expediente, esta 
Comisión Nacional solicitó a las siguentes auto­
ridades la documentación que a continuación se 
precisa: 

1. Al general brigadier de J. M. y licenciado 
Marcial Rafael Macedo de la Concha, Procura­
dor General de Justicia Militar, un informe deta­
llado y completo sobre los hechos constitutivos 
de la queja; las medidas cautelares para que se 
garantizara la vida, integridad física y psíqui­
ca del señor Carlos Montes Villaseñor; la copia 
del parte informativo rendido por los elementos del 
Ejército Mexicano que participaron en su deten­
ción, de la puesta a disposición del agraviado 
ante el agente del Ministerio Público de la Fede­
ración del conocimiento, así como de las actua­
ciones que integran la averiguación previa ini­
ciada en dicha dependencia, con motivo del 
desglose de la indagatoria 527/A4/98, realizado 
por el agente del Ministerio Público de la Fede­
ración por la probable comisión del delito de tor­
tura en agravio de la citada persona. 

2. Se solicitó la colaboración del Director del 
Centro de Readaptación Social en la ciudad de 
Acapulco, Guerrero, para que visitadores adjun­
tos de esta Comisión Nacional entrevistaran al 
señor Carlos Montes Villaseñor, y además reca­
baran una copia del certificado médico realiza­
do al momento de su ingreso a dicho centro de 
reclusión. 
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3. Al licenciado Joaquín J. González-Casanova 
Fernández, Director General de Protección a los 
Derechos Humanos de la Procuraduría General 
de la República, se solicitó un informe en torno 
a los hechos motivo de la queja, una copia certi­
ficada de la averiguación previa 527/A4/98, así 
como del acuerdo del 17 de noviembre de 1998, 
con el que se ordenó el desglose de las actuaciones 
a la Procuraduría General de Justicia Militar. 

D. En respuesta, la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos recibió los documentos que 
a continuación se precisan: 

1. El oficio DH/147641, del 23 de noviembre de 
1998, suscrito por el teniente coronel de J. M. y 
licenciado Eduardo Enrique Gómez García, quin­
to agente adscrito a la Procuraduría General de 
Justicia Militar, con el que informó que el agra­
viado fue detenido por personal militar cuando 
se encontraba en flagrante delito al encontrársele 
en su poder una pistola tipo escuadra marca Star, 
sin matrícula, calibre .9 milímetros y/o 38 sú­
per, con un cargador y tres cartuchos útiles cali­
bre 38 súper, y tres bultos que contenían tres 
mochilas tipo coreanas verde olivo, en cuyo in­
terior se encontró un equipo de tipo militar rela­
cionado al Ejército Revolucionario Popular In­
surgente y nueve cargadores para fusil calibre 
AK-47 y 306 cartuchos útiles calibre 7.62 por 
.39 milímetros, entre otros objetos. Por lo ante­
rior, el detenido fue puesto a disposición del 
agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrito a la Plaza de Acapulco, Guerrero, radi­
cándose la averiguación previa 527/A4/98. 

2. El oficio DH/144575, del 12 de diciembre de 
1998, a través del cual el teniente coronel de J. M. 
y licenciado Eduardo Enrique Gómez García, quin­
to agente adscrito a la Procuraduría General de 
Justicia Militar, adjuntó la copia de diversa docu­
mentación, de la que, por su contenido, se destaca: 

a) El certificado de integridad física practicado 
al señor Carlos Montes Villaseñor del 15 de no­
viembre de 1998, suscrito por el subteniente 
Josué Morales Galeana, médico cirujano adscrito 
a la 27a. Zona Militar con sede en la Plaza de El 
Ticuí, Guerrero, en el que asentó que se le en­
contró clínicamente sano y sin huellas de lesio­
nes físicas aparentes. 

b) El oficio del 15 de noviembre de 1998, con el 
que los señores Constantino Alfonso Rodríguez 
Quiroz, Agustín Hernández Rivera y Luis Anto­
nio Sierra Garduño, capitán primero de Infantería, 
sargento segundo de Infantería y sargento segun­
do peluquero, respectivamente, pertenecientes al 
68o. Batallón de Infantería en Pie de la Cuesta, 
Guerrero, pusieron a disposición del agente del 
Ministerio Público de la Federación adscrito a 
la Base de Operaciones Mixta El Paraíso, al se­
ñor Carlos Montes Villaseñor. 

3. El oficio 324/99DGPDH, del 19 de enero de 
1999, firmado por el licenciado Joaquín J. Gon­
zález-Casanova Fernández, director general de 
Protección a los Derechos Humanos de la Procu­
raduría General de la República, al cual acom­
pañó el oficio 366/98, del 29 de diciembre de 
1998, dirigido a dicho funcionario público por 
el licenciado Ismael Elías Bravo, agente del Mi­
nisterio Público de la Federación, titular de la 
Agencia Cuarta Investigadora en la ciudad de 
Acapulco, Guerrero, así como una copia certifi­
cada de diversa documentación, de la que se des­
taca lo siguiente: 

a) El 15 de noviembre de 1998, aproximadamen­
te a las 13:00 horas, en el Campo Militar de El 
Ticuí, Guerrero, el licenciado Gumaro Salmerón 
Gómez, agente del Ministerio Público de la Fe­
deración adscrito a la Base de Operaciones Mixta 
El Paraíso, en el mismo Estado, inició el acta cir­
cunstanciada 001/98, con motivo de la puesta a 

100 



Recomendaciones 

disposición del señor Carlos Montes Villaseñor 
por parte de los señores Constantino Alfonso 
Rodríguez Quiroz, Agustín Hernández Rivera y 
Luis Antonio Sierra Garduño, capitán primero 
de Infantería, sargento segundo de Infantería y 
sargento segundo peluquero, respectivamente, 
pertenecientes al 68o. Batallón de Infantería en 
Pie de la Cuesta, Guerrero. 

b) En esa misma fecha los señores Constantino 
Alfonso Rodríguez Quiroz y Agustín Hernández 
Rivera, capitán primero de Infantería y sargento 
segundo de Infantería, respectivamente, perte­
necientes al citado batallón, rindieron su decla­
ración ministerial en la que ratificaron el conte­
nido del oficio mediante el cual pusieron a 
disposición de la citada representación social al 
señor Carlos Montes Villaseñor. 

c) Por medio del oficio número 1, del 15 de no­
viembre de 1998, el licenciado Gumaro Salmerón 
Gómez, agente del Ministerio Público de la Fe­
deración, adscrito a la Base de Operaciones Mix­
ta (BOM) El Paraíso, Guerrero, remitió al señor 
Carlos Montes Villaseñor ante el agente del Mi­
nisterio Público de la Federación en turno de la 
ciudad de Acapulco, Guerrero, solicitándole die­
ra intervención a peritos médicos para que exa­
minaran al agraviado y expidieran el certificado 
de integridad física correspondiente. 

d) El 15 de noviembre de 1998 el licenciado 
Ismael Elías Bravo, agente del Ministerio Públi­
co de la Federación con sede en Acapulco, Gue­
rrero, inició la averiguación previa 527/A4/98 
en contra del señor Carlos Montes Villaseñor, 
por su presunta responsabilidad en la comisión 
de los delitos de portación de arma de fuego de 
uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aé­
rea Nacionales, rebelión y almacenamiento de 
cartuchos y explosivos, haciendo constar que el 
detenido fue puesto a su disposición a las 13:00 

horas de ese día, decretando en esa misma fecha 
su retención por su presunta responsabilidad en 
la comisión de los ilícitos descritos en la Ley Fe­
deral de Armas de Fuego y Explosivos, de con­
formidad con lo dispuesto por los artículos 16 
de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos y 2o., 22, 193 y 194 bis del Có­
digo Federal de Procedimientos Penales. 

e) Mediante el oficio 718, del 15 de noviembre 
de 1998, la doctora María Martha Olvera Hernán­
dez, perito médico adscrita a la Delegación de la 
Procuraduría General de la República en el Esta­
do de Guerrero, emitió el dictamen de integridad 
física del señor Carlos Montes Villaseñor, en el 
que se advirtió que el detenido presentaba, a la 
exploración física, equimosis de color rojizo vio­
láceo en región nasal y edema de mano derecha; 
además de referir dolor a la palpación profunda 
en región del abdomen a nivel del epigastrio, por 
lo que se concluyó que esa lesión no ponía en 
peligro la vida, tardaba en sanar menos de 15 días 
y presentaba una evolución de tres días aproxi­
madamente. 

f) El 16 de noviembre de 1998 el señor Carlos 
Montes Villaseñor rindió su declaración minis­
terial en la que, entre otros aspectos, expresó que 
el 13 de noviembre del año citado fue detenido 
por elementos del Ejército Mexicano, quienes le 
vendaron los ojos, precisando que al día siguiente 
lo trasladaron a una base en cuyo interior lo in­
terrogaron y amenazaron, preguntándole por di­
versas personas que al parecer pertenecían al 
grupo armado denominado Ejército Revolucio­
nario Popular Insurgente. 

g) El 17 de noviembre de 1998 el agente del Mi­
nisterio Público de la Federación del conocimien­
to acordó realizar la denuncia correspondiente 
ante la Procuraduría General de Justicia Militar 
en contra de los elementos del Ejército Mexica­
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no que intervinieron en la detención del señor 
Carlos Montes Villaseñor, toda vez que de las 
constancias que integran la mencionada indaga­
toria se desprenden hechos que pudieran consti­
tuir algún delito. 

h) Por medio del oficio 300, del 17 de noviembre 
de 1998, remitió el desglose de la averiguación 
previa 527/A4/98 a su similar del fuero castren­
se de la 9a. Región en la ciudad de Acapulco, 
Guerrero, a efecto de que investigara los hechos 
en que incurrió el personal militar del 68o. Bata­
llón de Infantería en Pie de la Cuesta, Guerrero. 

i) El 17 de noviembre de 1998 el Fiscal de la 
Federación ejercitó acción penal ante el Juez de 
Distrito en turno de la referida localidad en con­
tra del señor Carlos Montes Villaseñor por su pro­
bable responsabilidad en la comisión de los de­
litos de portación de arma de fuego del uso 
exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacionales, rebelión y almacenamiento de car­
tuchos y cargadores. 

j) El 17 de noviembre de 1998 el señor Carlos 
Montes Villaseñor rindió su declaración prepa­
ratoria dentro de la causa penal 85/98, radicada 
en el Juzgado Tercero de Distrito con sede en 
Acapulco, Guerrero, ratificando en todos y cada 
uno de sus puntos las manifestaciones realiza­
das el 16 del mes y año mencionados, en la ave­
riguación previa 527/A4/98. 

4. El oficio DH/108977, del 12 de agosto de 
1999, con el que el teniente coronel de J. M. y 
licenciado Eduardo Enrique Gómez García, quin­
to agente adscrito a la Procuraduría General de 
Justicia Militar, anexó una copia de la siguiente 
documentación: 

a) La determinación del 6 de mayo de 1999, 
mediante la cual el mayor de J. M. y licenciado 

Francisco de Jesús Pérez Chávez, agente del Mi­
nisterio Público Militar, adscrito a la 9a. Región 
Militar con sede en la Plaza de Cumbres de Llano 
Largo, Municipio de Acapulco, Guerrero, some­
tió a consideración del Procurador de Justicia 
Militar el archivo, con las reservas de ley, de la 
averiguación previa IXRM/18/98. 

b) El oficio AA/71126/6/2, del 25 de junio de 
1999, suscrito por el general brigadier de J. M. y 
licenciado Jaime Antonio López Portillo Robles 
Gil, primer agente adscrito a la Sexta Agencia 
de la Procuraduría General de Justicia Militar, 
con el que comunicó a su similar en la 9a. Re­
gión Militar en Cumbres de Llano, Guerrero, la 
aprobación del archivo con las reservas de ley 
de la averiguación previa IXRM/18/98. 

E. Con objeto de contar con una opinión de tipo 
técnico en torno al caso, se solicitó la interven­
ción de peritos médicos adscritos a la Unidad de 
Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, 
para que practicaran examen físico al señor Car­
los Montes Villaseñor y efectuaran el análisis a 
las constancias del expediente de queja. Los pe­
ritos médicos concluyeron el 16 de julio de 1999 
que el señor Carlos Montes Villaseñor presenta­
ba una zona equimótica de origen traumático, 
de color violáceo, de forma circular, de 15 milí­
metros, situada en el dorso de la nariz, con una 
evolución aproximada de cuatro a seis días, cuyo 
mecanismo es de tipo intencional, producida por 
terceras personas y derivado de la aplicación de 
un vendaje comprensivo a nivel de los ojos. Asi­
mismo, se estimó que el edema que el agraviado 
presentó en su mano fue a consecuencia de una 
obstrucción prolongada a nivel de la articulación 
de la muñeca derecha. 

Por otra parte se consideró que existió impe­
ricia por parte del subteniente médico cirujano 
Josué Morales Galeana, adscrito a la 27a. Zona 
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Militar, con sede en la Plaza de El Ticuí, en el 
Estado de Guerrero, al certificar el 15 de noviem­
bre de 1998 al señor Carlos Montes Villaseñor y 
no mencionar las lesiones que en ese momento 
presentaba el agraviado. 

Aunado a lo anterior, se estimó la existencia 
de impericia por parte del doctor Atenógenes 
Pineda Duque, médico adscrito al Centro Regio­
nal de Readaptación Social de Acapulco, Gue­
rrero, quien certificó el 17 de noviembre de 1998 
al señor Carlos Montes Villaseñor y omitió men­
cionar la lesión que presentaba en el dorso de la 
nariz y describir una lesión inexistente. 

F. Tomando en cuenta que esta Comisión Nacio­
nal no estuvo de acuerdo con la determinación 
de archivo, con las reservas de ley, de la averigua­
ción previa IXRM/18/98, se celebraron diversas 
reuniones de trabajo con el personal de la Pro­
curaduría General de Justicia Militar, en las que 
se acordó que se remitirían a esa fiscalía del fue­
ro castrense las evidencias que presumían la co­
misión de violaciones a los Derechos Humanos 
cometidas en agravio del señor Carlos Montes 
Villaseñor, por parte de elementos del 68o. Bata­
llón de Infantería en Pie de la Cuesta, Guerrero. 

Mediante el oficio 12365, del 28 de abril de 
2000, esta Comisión Nacional remitió a la Pro­
curaduría General de Justicia Militar una copia 
certificada de los elementos de prueba reque­
ridos. 

En virtud de lo anterior, a través de los oficios 
DH/18003 y DH/18736, del 11 y 25 de julio de 
2000, suscritos por el coronel de J. M. y licencia­
do Eduardo Enrique Gómez García, quinto agen­
te del Ministerio Público Militar, se informó a 
esta Comisión Nacional que esa Representación 
Social del fuero de guerra extrajo de la reserva 
la indagatoria IXRM/18/98, radicando la averi­

guación previa SC/149/2000/VIII, y precisando 
que se encontraba realizando las diligencias ten­
dentes a su debida integración y perfecciona­
miento legal. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El escrito de queja del señor José Humberto 
Zazueta Aguilar, recibido en esta Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos el 16 de no­
viembre de 1998. 

B. El acta circunstanciada del 17 de noviembre 
de 1998 relativa a las entrevistas sostenidas con 
los señores Apolinar Arreola Téllez, Comisario 
Municipal de El Achotal, Municipio de Atoyac 
de Álvarez, Guerrero, y José Guadalupe Reyes 
Cortés, Marina Díaz Reguera y María del Pilar 
Reyes Villa, habitantes de dicha comunidad. 

C. Los oficios 31167, 31306, 32761, 21422 y 
24446, los dos primeros del 18 de noviembre y los 
restantes del 4 de diciembre de 1998, 19 de julio 
y 10 de agosto de 1999, con los que esta Comi­
sión Nacional solicitó al general brigadier de J. 
M. y licenciado Marcial Rafael Macedo de la 
Concha, Procurador General de Justicia Militar, 
información relacionada con la queja. 

D. El acta circunstanciada del 19 de noviembre 
de 1998, en la que se da fe de la comunicación 
telefónica sostenida con la señorita Olga Arroyo 
Castro, miembro del Comité de Derechos Hu­
manos de la Asociación de Familiares de Desa­
parecidos y Víctimas de Violaciones de Derechos 
Humanos. 

E. Los oficios 425/98DGPVG y 18445, del 19 
de noviembre de 1998 y 22 de junio de 1999, 
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respectivamente, dirigidos por esta Comisión 
Nacional al Director del Centro de Readaptación 
Social en la ciudad de Acapulco, Guerrero. 

F. El certificado del estado psicofísico del señor 
Carlos Montes Villaseñor, elaborado el 23 de no­
viembre de 1998 por peritos médicos adscritos a 
la Unidad de Servicios Periciales de esta Comi­
sión Nacional, en el que se describen las lesio­
nes que presentaba el agraviado el 20 del mes y 
año citados. 

G. Los oficios DH/147641, DH/144575 y DH/ 
108977, del 23 de noviembre, 12 de diciembre 
de 1998 y 12 de agosto de 1999, respectivamen­
te, a través de los cuales el teniente coronel de J. 
M. y licenciado Eduardo Enrique Gómez García, 
quinto agente adscrito a la Procuraduría General 
de Justicia Militar, proporcionó un informe en 
torno a los hechos constitutivos de la queja y una 
copia de la siguiente documentación: 

1. El certificado de integridad física del señor 
Carlos Montes Villaseñor, emitido el 15 de no­
viembre de 1998 por el subteniente Josué Mo­
rales Galeana, médico cirujano, adscrito a la 
27a. Zona Militar, con sede en la Plaza de El 
Ticuí, Guerrero. 

2. El oficio del 15 de noviembre de 1998, firma­
do por los señores Constantino Alfonso Rodrí­
guez Quiroz, Agustín Hernández Rivera y Luis 
Antonio Sierra Garduño, capitán primero de In­
fantería, sargento segundo de Infantería y sar­
gento segundo peluquero, respectivamente, del 
68o. Batallón de Infantería en Pie de la Cuesta, 
Guerrero. 

3. La determinación del 6 de mayo de 1999, 
mediante la cual el mayor de J. M. y licenciado 
Francisco de Jesús Pérez Chávez, agente del 
Ministerio Público del fuero de guerra adscrito 

a la 9a. Región Militar con sede en la Plaza de 
Cumbres de Llano Largo, Municipio de Acapul­
co, Guerrero, sometió a consideración del Procu­
rador General de Justicia Militar el archivo con 
las reservas de ley de la averiguación previa 
IXRM/18/98. 

4. El oficio AA/71126/6/2, del 25 de junio de 
1999, con el que el general brigadier de J. M. y 
licenciado Jaime Antonio López Portillo Robles 
Gil, primer agente adscrito a la Sexta Agencia 
de la Procuraduría General de Justicia Militar, 
informó a su similar en la 9a. Región Militar en 
Cumbres de Llano Largo, Guerrero, la aproba­
ción del archivo con las reservas de ley de la 
indagatoria IXRM/18/98. 

H. Los oficios 32754 y 21038, del 4 de diciembre 
de 1998 y 15 de julio de 1999, con los que esta 
Comisión Nacional requirió al licenciado Joa­
quín J. González-Casanova Fernández, Director 
General de Protección a los Derechos Humanos 
de la Procuraduría General de la República, in­
formación relacionada con la queja. 

I. El oficio 324/99DGPDH, del 19 de enero de 
1999, mediante el cual el licenciado Joaquín J. 
González-Casanova Fernández, Director General 
de Protección a los Derechos Humanos de la Pro­
curaduría General de la República, acompañó el 
oficio 366/98, del 29 de diciembre de 1998, sus­
crito por el licenciado Ismael Elías Bravo, agen­
te del Ministerio Público de la Federación, titular 
de la Agencia Cuarta Investigadora en la ciudad 
de Acapulco, Guerrero, así como una copia cer­
tificada de diversa documentación, de la cual 
destacan: 

1. El acta circunstanciada del 15 de noviembre 
de 1998, iniciada por el licenciado Gumaro Sal­
merón Gómez, agente del Ministerio Público de 
la Federación adscrito a la Base de Operaciones 
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Mixta El Paraíso, Guerrero, en la que obran las 
siguientes diligencias: 

a) Las declaraciones de los señores Constantino 
Alfonso Rodríguez Quiroz, Agustín Hernández 
Rivera y Luis Antonio Sierra Garduño, capitán 
primero de Infantería, sargento segundo de In­
fantería y sargento segundo peluquero, respecti­
vamente, del 68o. Batallón de Infantería en Pie 
de la Cuesta, Guerrero, realizadas el 15 de no­
viembre de 1998. 

b) La declaración ministerial del inculpado Car­
los Montes Villaseñor, efectuada el 15 de no­
viembre de 1998. 

2. La copia de la averiguación previa 527/A4/ 
98, iniciada el 15 noviembre de 1998 por el licen­
ciado Ismael Elías Bravo, agente del Ministerio 
Público de la Federación de Acapulco, Guerrero, en 
contra del señor Carlos Montes Villaseñor, por su 
probable responsabilidad en la comisión de los 
delitos de portación de arma de fuego de uso 
exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacionales, rebelión y almacenamiento de cartu­
chos y explosivos, de cuyo contenido se destacan: 

a) El oficio 718, del 15 de noviembre de 1998, sus­
crito por la doctora María Martha Olvera Hernán­
dez, perito médico adscrita a la Delegación de la 
Procuraduría General de la República en el Esta­
do de Guerrero, en el que se describen las lesiones 
que presentaba el agraviado al momento de su 
puesta a disposición ante el agente del Ministe­
rio Público de la Federación del conocimiento. 

b) La declaración ministerial del señor Carlos 
Montes Villaseñor efectuada el 16 de noviem­
bre de 1998. 

c) El acuerdo del 17 de noviembre de 1998 por 
medio del cual se realizó el desglose de la citada 

averiguación previa, a la Procuraduría General 
de Justicia Militar. 

d) El pliego de consignación del 17 de noviem­
bre de 1998, por medio del cual la autoridad in­
vestigadora ejercitó acción penal en contra del 
señor Carlos Montes Villaseñor ante el Juez de 
Distrito en turno de la ciudad de Acapulco, Gue­
rrero, por los delitos de portación de arma de 
fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y 
Fuerza Aérea Nacionales, rebelión y almacena­
miento de cartuchos y explosivos. 

3. La declaración preparatoria del señor Carlos 
Montes Villaseñor, rendida dentro de la causa 
penal 85/98, instruida en su contra en el Juzga­
do Tercero de Distrito de la ciudad de Acapulco, 
Guerrero. 

J. El acta circunstanciada del 22 de junio de 1999, 
en la que visitadores adjuntos de esta Institución 
Nacional asentaron la entrevista realizada al se­
ñor Carlos Montes Villaseñor, además de que 
recabaron una copia del certificado de examen 
clínico del 17 de noviembre de 1998, suscrito 
por el doctor Atenógenes Pineda Duque, médico 
cirujano adscrito al Centro Regional de Readap­
tación Social de Acapulco, Guerrero. 

K. Las actas circunstanciadas, del 23 de junio 
de 1999, en la que visitadores adjuntos de esta 
Comisión Nacional asentaron las entrevistas 
efectuadas al señor Apolinar Arreola Téllez, Co­
misario Municipal de la comunidad El Achotal, 
Municipio de Atoyac de Álvarez, Guerrero, así 
como a las señoras Juana Rivas González y Sa­
bina Fierro Benítez. 

L. El acta circunstanciada del 28 de junio de 
1999, en la que consta la conversación telefóni­
ca sostenida por visitadores adjuntos de esta 
Comisión Nacional con el señor Julio Castro 
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Benítez, testigo presencial de la detención del 
agraviado. 

M. La opinión médica del 16 de julio de 1999, 
emitida por peritos médicos adscritos a la Uni­
dad de Servicios Periciales de esta Comisión 
Nacional. 

N. El oficio DH/8618, del 4 de abril de 2000, 
suscrito por el coronel de J. M. y licenciado Eduar­
do Enrique Gómez García, quinto agente del 
Ministerio Público Militar, mediante el cual so­
licitó a esta Comisión Nacional las evidencias 
que presumían la comisión de violaciones a los 
Derechos Humanos cometidas en agravio del 
señor Carlos Montes Villaseñor, por parte de ele­
mentos del 68o. Batallón de Infantería en Pie de 
la Cuesta, Guerrero. 

O. El oficio 12365, del 28 de abril de 2000, a 
través del cual esta Comisión Nacional remitió 
al Procurador General de Justicia Militar una 
copia certificada de los elementos de prueba re­
feridos en el punto que antecede. 

P. Los oficios DH/18003 y DH/18736, del 11 y 
25 de julio de 2000, suscritos por el coronel de 
J. M. y licenciado Eduardo Enrique Gómez 
García, quinto agente del Ministerio Público 
Militar, mediante los cuales informó a esta Co­
misión Nacional que esa Representación Social 
del fuero de guerra extrajo de la reserva la inda­
gatoria IXRM/18/98, radicando la averiguación 
previa SC/149/2000/VIII, así como las diligen­
cias practicadas hasta esa fecha, en la citada in­
dagatoria. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 13 de noviembre de 1998 el señor Carlos 
Montes Villaseñor fue detenido en la Comuni­

dad de El Achotal, Municipio de Atoyac de 
Álvarez, Guerrero, por elementos del 68o. Bata­
llón de Infantería en Pie de la Cuesta, Guerrero, 
y hasta el 15 del mes y año mencionados fue 
puesto a disposición ante el licenciado Gumaro 
Salmerón Gómez, agente del Ministerio Público 
de la Federación adscrito a la Base de Operacio­
nes Mixta El Paraíso, Guerrero, quien en la mis­
ma fecha inició el acta circunstanciada 001/98 y 
después de haber tomado las declaraciones de 
los elementos captores y del agraviado las remi­
tió al licenciado Ismael Elías Bravo, agente del 
Ministerio Público de la Federación en la ciu­
dad de Acapulco, en dicha Entidad Federativa. 

El 15 de noviembre de 1998 el licenciado Elías 
Bravo inició la averiguación previa 527/A4/98 
en contra del señor Carlos Montes Villaseñor por 
su presunta responsabilidad en la comisión de 
los delitos de portación de arma de fuego del uso 
exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea 
Nacionales, rebelión y almacenamiento de car­
tuchos y cargadores, por lo que fue consignado 
ante el Juez Tercero de Distrito en la ciudad de 
Acapulco, Guerrero, quien instruyó en su contra 
la causa penal 85/98, le dictó formal prisión por 
el ilícito referido en primer término y lo senten­
ció a compurgar una pena privativa de su liber­
tad de un año seis meses. 

Por otra parte, el 17 de noviembre de 1998 el 
licenciado Ismael Elías Bravo, agente del Mi­
nisterio Público de la Federación en la ciudad de 
Acapulco, Guerrero, remitió el desglose de la 
citada indagatoria a la Procuraduría General de 
Justicia Militar, a fin de que se iniciara la inves­
tigación correspondiente por las lesiones que 
presentó el señor Carlos Montes Villaseñor al 
momento en que fue puesto a disposición ante el 
representante social del conocimiento, radicán­
dose la averiguación previa IXRM/18/98, mis­
ma que por medio del acuerdo del 25 de junio de 
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1999, suscrito por el general brigadier de J. M. y 
licenciado Jaime Antonio López Portillo Robles 
Gil, primer agente del Ministerio Público del 
fuero militar, aprobó su archivo con las reservas 
de ley. 

El 11 de julio de 2000 esa fiscalía del fuero de 
guerra informó a esta Comisión Nacional que la 
citada indagatoria se extrajo de la reserva, radi­
cándose la averiguación previa SC/149/2000/VIII, 
la cual a la fecha se encuentra en integración. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de las evidencias enumeradas en el 
presente documento y su vinculación lógico-ju­
rídica, esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos arribó a las siguientes consideraciones: 

A. En relación con la actuación del personal de 
la Secretaría de la Defensa Nacional se observó: 

1. En el presente caso quedó evidenciado que 
aproximadamente a las 15:30 horas del 13 de 
noviembre de 1998, elementos castrenses detu­
vieron al señor Carlos Montes Villaseñor, y fue 
hasta las 13:00 horas del 15 del mes y año cita­
dos cuando lo pusieron a disposición del licen­
ciado Gumaro Salmerón Gómez, agente del Mi­
nisterio Público de la Federación adscrito a la 
Base de Operaciones Mixta El Paraíso, Guerre­
ro, como se desprende del contenido del acta cir­
cunstanciada 01/98, situación contraria a lo dis­
puesto en los artículos 16, párrafo cuarto, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 117 del Código Federal de Proce­
dimientos Penales, los cuales señalan que todo 
servidor público que en ejercicio de sus funcio­
nes tenga conocimiento de la flagrante comisión 
de un delito, deberá detener al presunto respon­
sable y ponerlo inmediatamente a disposición del 

agente de la Representación Social competente, 
lo que en el caso concreto no sucedió. 

Lo anterior se corrobora debido a que del con­
tenido de las declaraciones vertidas por los ele­
mentos castrenses capitán primero de Infantería, 
Constantino Alfonso Rodríguez Quiroz; sargen­
to segundo de Infantería, Agustín Hernández 
Rivera, y sargento segundo peluquero, Luis An­
tonio Sierra Garduño, dentro del acta circuns­
tanciada 01/98, iniciada el 15 de noviembre de 
1998 por el licenciado Gumaro Salmerón Gómez, 
agente de Ministerio Público de la Federación, 
adscrito a la Base de Operaciones Mixta El Pa­
raíso, Guerrero, se apreció una contradicción en­
tre las manifestaciones realizadas ante visitadores 
adjuntos de esta Comisión Nacional por el agra­
viado, los señores Apolinar Arreola Téllez, Co­
misario Municipal de El Achotal, Municipio de 
Atoyac de Álvarez, Guerrero; José Guadalupe 
Reyes Cortés, Juana Rivas González y Sabina 
Fierro Benítez, avecindados del lugar, así como 
la declaración del señor Julio Castro Benítez, 
testigo presencial de la detención del señor Car­
los Montes Villaseñor, ya que los elementos 
militares refirieron ante la citada autoridad mi­
nisterial que detuvieron al señor Carlos Montes 
Villaseñor el 15 de noviembre de 1998, sin em­
bargo, el agraviado, así como los pobladores de 
El Achotal, Municipio de Atoyac de Álvarez, 
Guerrero, coinciden en manifestar que el agra­
viado fue aprehendido el 13 del mes y año men­
cionados, con lo que se deduce que el señor 
Montes Villaseñor fue presentado ante el órga­
no investigador después de 45 horas de haber 
sido detenido. 

En tal virtud, la conducta desplegada por los 
citados servidores públicos pudiera encuadrar 
dentro de la hipótesis prevista en el artículo 364, 
fracción II, del entonces Código Penal para el 
Distrito Federal en Materia de Fuero Común y 
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para Toda la República en Materia de Fuero Fe­
deral, ya que se violaron en perjuicio del agra­
viado los derechos y garantías establecidas por 
el citado artículo 16 constitucional. 

2. Tomando en cuenta los elementos de prueba 
referidos en el párrafo precedente, se advirtió que 
los elementos del 68o. Batallón de Infantería en 
Pie de la Cuesta, Guerrero, falsearon el conteni­
do del parte informativo que rindieron ante el 
agente del Ministerio Público del conocimiento 
en cuanto a las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar en que se llevó a cabo la detención del 
señor Carlos Montes Villaseñor, situación que 
al momento de ratificar en sus declaraciones mi­
nisteriales y previa protesta de ley para conducir­
se con verdad en las diligencias en las que inter­
vendrían, la actuación de los citados servidores 
públicos posiblemente encuadra en el tipo penal 
de falsedad en declaraciones e informes dados a 
una autoridad distinta de la judicial, previsto en 
los artículos 247, fracción I, y 248 bis del enton­
ces Código Penal para el Distrito Federal en 
Materia del Fuero Común y para Toda la Repú­
blica en Materia del Fuero Federal, en concor­
dancia con lo dispuesto por los artículos 57, frac­
ción II, y 58, del Código de Justicia Militar. 

3. Para este Organismo Nacional resulta grave 
el hecho de que los elementos del Ejército Mexi­
cano que intervinieron en la detención del señor 
Carlos Montes Villaseñor previamente a que lo 
pusieran a disposición del agente del Ministerio 
Público de la Federación adscrito a la Base de 
Operaciones Mixta El Paraíso, Guerrero, presu­
miblemente emplearon en su persona tratos in­
humanos o degradantes, además de someterlo a 
presión psicológica con el fin de obtener su con­
fesión en los ilícitos que le imputaron, pues al 
mantenerlo por espacio de aproximadamente 45 
horas privado de su libertad y del uso del senti­
do de la vista, con vendaje compresivo a nivel 

de los ojos y atado de manos para que aceptara 
pertenecer al grupo denominado “Ejército Re­
volucionario Popular Insurgente”, le ocasiona­
ron una lesión en región nasal y edema en la mu­
ñeca derecha, por lo que, de conformidad con el 
dictamen médico emitido por peritos en la ma­
teria adscritos a la Unidad de Servicios Periciales 
de esta Comisión Nacional se puede establecer 
que existe relación entre la mecánica de produc­
ción de las alteraciones físicas, certificadas al 
agraviado el 15 y 20 de noviembre de 1998 por 
la doctora María Martha Olvera Hernández, 
médico legista adscrita a la Delegación de la 
Procuraduría General de la República en el Es­
tado de Guerrero, y los citados peritos de esta 
Comisión Nacional, respectivamente, así como 
las manifestaciones realizadas por el señor Car­
los Montes Villaseñor el 15 y 17 de noviembre 
de 1998 en la Agencia del Ministerio Público de 
la Federación y el Juzgado Tercero de Distrito 
en la aludida localidad. 

Al respecto, la Coordinación de Servicios Pe­
riciales de esta Comisión Nacional consideró que 
era evidente que el señor Carlos Montes Villa-
señor presentaba lesiones externas al momento 
de ser puesto a disposición del agente del Minis­
terio Público de la Federación el 15 de noviem­
bre de 1998, situación que se refuerza toda vez 
que un médico de esta Comisión Nacional, cin­
co días después de la fecha referida, realizó un 
examen físico al agraviado, el cual coincide con 
lo señalado en el certificado de integridad física 
elaborado por la doctora Olvera. Además, la le­
sión que presentaba el señor Carlos Montes Villa-
señor y que se describe en el certificado médico 
elaborado por la doctora Olvera, es del tipo de 
las producidas por presión y/o contusión. 

Por otra parte, en la opinión técnica de refe­
rencia se destacó que en la mayoría de los casos, 
el tipo de lesión como la que presentó el agra­
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viado se produce por un golpe directo o tangen­
cial, sin embargo, otro de los mecanismos de 
producción es la compresión, efectuada sobre 
alguna región corporal, por medio de algún ob­
jeto que puede ser duro o blando y que dicho 
instrumento se aplique con una intensidad tal que 
produzca la ruptura de los capilares superficiales. 

Además, en el caso que nos ocupa, se refirió 
que el vendaje a nivel de los ojos, que a decir del 
agraviado le fue aplicado, sí puede ser causante 
de la formación de la zona equimótica que pre­
sentaba, toda vez que por las características de 
color que se apreciaban en la lesión, descrita el 
15 de noviembre de 1998, se puede establecer 
que tenía una evolución de 24 horas, y tomándo­
se en cuenta que, el 20 del mes y año citados su 
coloración era violácea, coincide en que le fue 
producida el 14 de noviembre de 1998. 

Asimismo, se destacó que si se toma en cuen­
ta la declaración ministerial del agraviado y la 
presencia de la lesión descrita en el dorso de 
la nariz, existen altas probabilidades de que efec­
tivamente exista una relación causa-efecto entre 
el vendaje a nivel de los ojos y la lesión que pre­
sentaba. 

En dicha opinión médica se estimó que en la 
certificación de integridad física del detenido, 
realizada el 15 de noviembre de 1998, se men­
ciona que el agraviado presentó edema de la 
mano derecha, lo cual no puede considerarse es­
trictamente como lesión, ya que solamente nos 
habla de una inflamación secundaria a la altera­
ción de la circulación sanguínea a nivel de ambas 
manos, causada por la inmovilización y obstruc­
ción prolongada de dichos segmentos corpora­
les. Por lo tanto, se puede establecer que al dete­
nido efectivamente le fue aplicado algún tipo de 
compresión a nivel de las muñecas, lo que pro­
dujo un edema en la mano derecha, descrito por 

la doctora María Martha Olvera Hernández, y 
que coincide con lo expresado por el agraviado. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional es­
tima que en el caso concreto los elementos del 
Ejército Mexicano del 68o. Batallón de Infante­
ría en Pie de la Cuesta, Guerrero, violaron los 
artículos 20, fracción II, y 22, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda 
vez que mediante las lesiones que le infirieron 
al señor Carlos Montes Villaseñor muy proba­
blemente lo obligaron a declarar en su contra. 

No debe perderse de vista que por la circuns­
tancia antes referida, por medio del oficio 300, 
del 17 de noviembre de 1998, el licenciado 
Ismael Elías Bravo, agente del Ministerio Públi­
co de la Federación en la ciudad de Acapulco, 
Guerrero, remitió un desglose de la averiguación 
previa 527/A4/98 a su similar del fuero castren­
se en la misma localidad, para que investigaran 
las lesiones que presentó el señor Carlos Mon­
tes Villaseñor al momento de su puesta a dispo­
sición ante esa Representación Social, lo que 
originó el inicio de la indagatoria IXRM/18/98. 

Asimismo, se puede establecer que en el caso 
concreto la conducta desplegada por los men­
cionados miembros del Ejército Mexicano presu­
miblemente pudiera encuadrar en el tipo penal 
de tortura, previsto en el artículo 3o., primer pá­
rrafo, de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar 
la Tortura. Un criterio generalizado en la doctri­
na ha sustentado como elementos para configu­
rar el delito de tortura los siguientes: a) violen­
cia física o psíquica; b) sujeto activo, la autoridad 
o servidor público; c) finalidad de la conducta, 
una confesión o testimonio, y d) ocasión, en el 
curso de una investigación policial o judicial. 

Aunado a lo ya establecido, y tomando en 
cuenta el contenido del artículo 133 de la Cons­
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titución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, existen diversas disposiciones internacio­
nales en materia de Derechos Humanos, ratifi­
cadas por el Gobierno mexicano y que tienen 
vigencia y aplicabilidad obligatoria en nuestro 
sistema jurídico, mismas que fueron infringidas 
por los elementos militares que participaron en 
la detención del señor Carlos Montes Villaseñor, 
tales como los artículos 1.1, 2, 2.1 y 4.1 de la 
Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 2 y 3 
de la Convección Americana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, y 5 de la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos. 

Con base en lo expuesto, resulta indudable que 
los elementos del 68o. Batallón de Infantería en 
Pie de la Cuesta, Guerrero, también incurrieron 
en responsabilidad administrativa al incumplir 
disposiciones jurídicas relacionadas con el servi­
cio público que tienen encomendado, contravi­
niendo lo dispuesto en el artículo 47, fracciones 
I y XXII, de la Ley Federal de Responsabilida­
des de los Servidores Públicos. 

4. Esta Comisión Nacional advirtió que el 15 de 
noviembre de 1998 el subteniente Josué Morales 
Galeana, médico cirujano adscrito a la 27a. Zona 
Militar, con sede en la Plaza de El Ticuí, Guerre­
ro, practicó examen de integridad física al señor 
Carlos Montes Villaseñor, pero lejos de mencionar 
y clasificar las lesiones que presentaba en ese 
momento el agraviado, en el certificado médico 
que emitió en la misma fecha asentó que no presen­
taba lesiones aparentes, transgrediendo el artículo 
545 del Código de Justicia Militar que establece 
que los peritos deberán practicar todas las diligen­
cias a su alcance para determinar las circunstancias 
que sirvan de fundamento en sus dictámenes. 

Lo anterior resulta grave, ya que con su ac­
tuación el subteniente Josué Morales Galeana 

impidió que desde ese momento la autoridad 
ministerial militar competente investigara el po­
sible delito de tortura cometido por los elemen­
tos del 68o. Batallón de Infantería en Pie de la 
Cuesta, Guerrero, en agravio del señor Montes 
Villaseñor, por lo que incurrió en responsabili­
dad administrativa al incumplir disposiciones 
jurídicas relacionadas con el servicio público que 
tiene encomendado, contraviniendo lo previsto 
en el mencionado artículo 47, fracciones I y 
XXII, de la Ley Federal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos. 

Esta Comisión Nacional también considera que 
en términos del artículo 57, fracción II, inciso 
a), y 58, del Código de Justicia Militar, la conduc­
ta desplegada por el subteniente Josué Morales 
Galeana, médico cirujano adscrito a la 27a. Zona 
Militar en la Plaza El Ticuí, Guerrero, probable­
mente se tipifique en la hipótesis del delito de 
encubrimiento previsto en el artículo 400, frac­
ción III, del entonces Código Penal para el Dis­
trito Federal en Materia de Fuero Común y para 
Toda la República en Materia de Fuero Federal. 

5. Se advirtieron irregularidades en el perfeccio­
namiento legal de la averiguación previa IXRM/ 
18/98, ya que aun cuando no se habían realizado 
en su totalidad las investigaciones del caso, co­
mo lo prevé el artículo 78 del Código de Justicia 
Militar, por medio del acuerdo del 6 de mayo de 
1999 el mayor de J. M. y licenciado Francisco 
de Jesús Pérez Chávez, agente del Ministerio 
Público Militar, adscrito a la 9a. Región Militar, 
con sede en la Plaza de Cumbres de Llano Largo, 
Municipio de Acapulco, Guerrero, propuso su ar­
chivo con las reservas de ley, y mediante el oficio 
AA/71126/6/2, del 25 de junio del año citado, el 
general brigadier de J. M. y licenciado Jaime 
Antonio López Portillo Robles Gil, primer agente 
adscrito a la Sexta Agencia de la Procuraduría 
General de Justicia Militar, comunicó a su simi­
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lar en la citada región militar que, con base en la 
opinión emitida por los agentes segundo y sex­
to, adscritos a la Procuraduría General de Justi­
cia Militar, se archivó la indagatoria a fin de que, 
en caso de contar con más elementos de convic­
ción, se reanudaran las investigaciones. 

Sin embargo, durante la integración de la ave­
riguación previa de referencia se omitió tomar 
las testimoniales de los pobladores de El Achotal, 
Municipio de Atoyac de Álvarez, Guerrero, quie­
nes presenciaron la detención del señor Carlos 
Montes Villaseñor, para que, de tomarse en cuen­
ta los resultados obtenidos en dichas diligencias, 
se recabara la ampliación de declaración del aho­
ra agraviado, a efecto de que en su calidad de 
víctima del delito aportara las pruebas que tu­
viera a su alcance para el debido esclarecimien­
to de los hechos. 

Por lo tanto, al no haberse realizado esas ac­
tuaciones por parte del mayor de J. M. y licen­
ciado Francisco de Jesús Pérez Chávez, agente 
del Ministerio Público del fuero de guerra, vulne­
ró en agravio del señor Carlos Montes Villase­
ñor la garantía de seguridad jurídica consagrada 
en el último párrafo del artículo 20 constitucio­
nal, además de incumplir con lo dispuesto en el 
artículo 38 del Código de Justicia Militar. 

El mayor de J. M. y licenciado Francisco de 
Jesús Pérez Chávez, agente del Ministerio Pú­
blico del fuero de guerra, adscrito a la 9a. Re­
gión Militar con sede en la Plaza de Cumbres de 
Llano Largo en Acapulco, Guerrero, tampoco so­
licitó la comparecencia de la doctora María Mar­
tha Olvera Hernández, perito médico adscrita a 
la Delegación de la Procuraduría General de la 
República en esa Entidad Federativa, a efecto 
de que ratificara o, en su caso, ampliara el dicta­
men que emitió el 15 de noviembre de 1998, en 
el que se describen las lesiones que presentó el 

agraviado al momento de su puesta a disposi­
ción ante la autoridad ministerial que integró la 
averiguación previa 527/A4/98, en virtud de las 
contradicciones existentes entre dicho dictamen 
y el emitido en la misma fecha por el subteniente 
Josué Morales Galeana, médico cirujano adscri­
to a la 27a. Zona Militar, con sede en la Plaza de 
El Ticuí, Guerrero, por lo que la citada Repre­
sentación Social del fuero de guerra incumplió 
con lo dispuesto en el artículo 83, fracción I, en 
relación con el numeral 82, fracción V, del Có­
digo de Justicia Militar. 

Para esta Comisión Nacional no pasa inadver­
tido que a través del oficio DH/18003, del 11 de 
julio de 2000, suscrito por el coronel de J. M. y 
licenciado Eduardo Enrique Gómez García, quin­
to agente del Ministerio Público Militar, se in­
formó que esa Representación Social del fuero 
de guerra extrajo de la reserva la indagatoria 
IXRM/18/98, radicándose a su vez la averigua­
ción previa SC/149/2000/VIII, y en el mismo se 
precisó que se realizaban las diligencias tenden­
tes a su debida integración y perfeccionamiento 
legal; sin embargo, esta Comisión Nacional es­
tima que la misma debe ser determinada confor­
me a Derecho para que las conductas atribuidas 
a los elementos castrenses no queden impunes. 
Por tal razón, en el supuesto de que se ejercite 
acción penal, el agente del Ministerio Público, 
atendiendo a las facultades que le otorga el artícu­
lo 83, fracción XIV, del Código de Justicia Mili­
tar, deberá solicitar, en su caso, al Juez Militar la 
sanción aplicable conforme a Derecho a aquellos 
que posiblemente torturaron al señor Carlos Mon­
tes Villaseñor, así como la reparación del daño, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
20, fracción X, párrafo quinto, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

B. Respecto de la Procuraduría General de la 
República se advirtió que el 15 de noviembre de 
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1998 el licenciado Gumaro Salmerón Gómez, 
agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrito a la Base de Operaciones Mixta (BOM) 
El Paraíso, Guerrero, actuó irregularmente en el 
acta circunstanciada 001/98, pues omitió dar fe 
de la integridad física del señor Carlos Montes 
Villaseñor, cuando de actuaciones consta que se 
encontraba lesionado al ponerlo a su disposición 
los elementos del 68o. Batallón de Infantería en 
Pie de la Cuesta, Guerrero, por lo cual contravi­
no lo dispuesto en los artículos 169, del Código 
Federal de Procedimientos Penales; 2o, fraccio­
nes I, II y III, de la Ley Orgánica de la Procu­
raduría General de la República, y 2o, fraccio­
nes I, II y III, del Código de Ética Profesional 
para los Agentes Federales del Ministerio Públi­
co y de la Policía Judicial. 

Además, el citado servidor público incurrió 
en responsabilidad administrativa al incumplir 
disposiciones jurídicas relacionadas con el ser­
vicio público que tiene encomendado, al contra­
venir lo establecido en el artículo 47, fracciones 
I y XXI, de la Ley Federal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos, que en obvio de re­
peticiones no se transcribe. 

Esta Comisión Nacional también considera 
que el mencionado licenciado Gumaro Salmerón 
Gómez realizó una conducta que probablemen­
te se pudiera tipificar como delito, atento a lo 
dispuesto por el artículo 225, fracción VII, del 
entonces Código Penal para el Distrito Federal 
en Materia de Fuero Común y para Toda la Repú­
blica en Materia de Fuero Federal, y por lo tanto 
la misma deberá investigarse por la autoridad 
competente, de acuerdo con lo previsto por los ar­
tículos 21, y 102, apartado A, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

C. Finalmente, de las constancias que obran en 
el expediente en que se actúa se estimó que en el 

certificado de examen clínico del 17 de noviem­
bre de 1998 el doctor Atenógenes Pineda Duque, 
médico cirujano adscrito al Centro Regional de 
Readaptación Social de Acapulco, Guerrero, 
omitió asentar y describir la lesión que presentó 
el señor Carlos Montes Villaseñor en el dorso 
de la nariz, a pesar de que ésta aún se mantenía 
visible, según constataron peritos médicos de esta 
Comisión Nacional en la revisión física practica­
da al agraviado el 20 del mes y año mencionados. 

Por otro lado, dicho facultativo mencionó una 
zona equimótica, pero localizada en la fosa iliaca 
derecha, de la cual no precisa sus característi­
cas; no obstante, tomando en cuenta la certifica­
ción médica anterior a su ingreso al Centro de 
Readaptación Social, emitida por la doctora Ma­
ría Marha Olvera Hernández, perito médico ads­
crito a la Delegación de la Procuraduría General 
de la República en el Estado de Guerrero, la de­
claración del agraviado y la exploración realiza­
da por personal médico de esta Comisión Na­
cional, dicha lesión no se encontraba en el cuerpo 
del señor Carlos Montes Villaseñor, por lo que 
se infiere que el hecho de que el médico adscrito 
al Centro de Readaptación Social de Acapulco, 
Guerrero, la hubiese mencionado, se debió a un 
error de apreciación al practicar la exploración 
física. 

Tomando en cuenta los hechos referidos, esta 
Comisión Nacional infiere que la omisión en que 
incurrió el doctor Atenógenes Pineda Duque 
contraviene lo dispuesto por el artículo 46, frac­
ciones I y XXI, de la Ley de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos del Estado de Gue­
rrero, por lo que la irregularidad en la que el 
mismo incurrió también deberá investigarse por 
el órgano de control interno competente. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se permite formular res­
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petuosamente a ustedes, Procuradores Generales, 
y a usted, Gobernador del Estado de Guerrero, 
las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

Al Procurador General de Justicia Militar: 

PRIMERA. Se sirva instruir a quien correspon­
da a efecto de que a la brevedad se practiquen 
las diligencias ministeriales necesarias para la 
debida integración y determinación con estricto 
apego a Derecho de la averiguación previa SC/ 
149/2000/VIII. Asimismo, en caso de ejercitar­
se acción penal, se dé cabal cumplimiento a las 
órdenes de aprehensión que llegaran a librarse 
en contra de él o los presuntos responsables. 

SEGUNDA. Se dé vista al titular de Inspección y 
Contraloría del Ejército y Fuerza Aérea Naciona­
les para que, con base a sus atribuciones, ordene 
se investigue la responsabilidad administrativa 
en que pudo incurrir el personal del 68o. Bata­
llón de Infantería en Pie de la Cuesta, Guerrero, 
que detuvo prolongadamente y lesionó al agra­
viado, así como la conducta del subteniente Josué 
Morales Galeana, médico cirujano adscrito a la 
27a. Zona Militar, por la omisión descrita en el 
punto A del capítulo Observaciones del presen­
te documento. 

Al Procurador General de la República: 

TERCERA. Se inicie y determine conforme a 
Derecho la averiguación previa correspondiente 
en contra del licenciado Gumaro Salmerón 
Gómez, agente del Ministerio Público de la Fe­
deración, adscrito a la Base de Operaciones Mix­
ta (BOM) El Paraíso, Guerrero, por la conducta 
precisada en el punto B del capítulo Observa­
ciones. 

CUARTA. Se dé vista a la Contraloría Interna 
en la Procuraduría General de la República, a 
efecto de que el referido representante social de 
la Federación sea sujeto a procedimiento admi­
nistrativo de investigación, y en tal sentido se 
determine la responsabilidad administrativa en 
que pudo haber incurrido. 

Al Gobernador del Estado de Guerrero: 

QUINTA. Se inicie y resuelva conforme a De­
recho el procedimiento administrativo en contra 
del doctor Atenógenes Pineda Duque, médico ciru­
jano adscrito al Centro Regional de Readaptación 
Social de Acapulco, Guerrero, por la conducta 
precisada en el punto C del capítulo Observa­
ciones del presente documento. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, tiene el carácter de pública y se emite con 
el propósito fundamental tanto de hacer una de­
claración respecto de una conducta irregular 
cometida por servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley como de obtener la investigación que pro­
ceda por parte de las dependencias administrati­
vas o cualesquiera otras autoridades competen­
tes para que, dentro de sus atribuciones, apliquen 
las sanciones conducentes y se subsane la irre­
gularidad de que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo pá­
rrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de Dere­
chos Humanos, solicito a ustedes que la respuesta 
sobre la aceptación de esta Recomendación, en 
su caso, nos sea informada dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a ustedes que, en su caso, las prue­
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bas correspondientes al cumplimiento de la Re­
comendación se envíen a esta Comisión Nacio­
nal dentro de un término de 15 días hábiles si­
guientes a la fecha en que haya concluido el plazo 
para informar sobre la aceptación de la Reco­
mendación de mérito. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la presente Recomen­

dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente,
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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Recomendación 20/2000
 

Síntesis: El 8 de junio de 1998 este Organismo Nacional inició de oficio el expediente de queja 
número 98/3389 a partir de las publicaciones de diversos medios masivos de información, especí­
ficamente por lo publicado en el periódico La Jornada, en el cual se relataron hechos presumible­
mente constitutivos de violaciones a los Derechos Humanos de los habitantes de la comunidad El 
Charco, Municipio de Ayutla de los Libres, Guerrero, por parte de elementos del Ejército Mexicano. 

Posteriormente, el 10 de junio de 1998, el señor Adrián Ramírez López, Presidente de la Liga 
Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos (Limeddh), presentó un escrito de queja en el 
que hace referencia al contenido de la nota periodística aludida; tal escrito se acumuló al expedien­
te iniciado por esta Comisión Nacional. 

La nota periodística de referencia señala que durante la madrugada del 7 de junio de 1998, 
efectivos del Ejército Mexicano sitiaron la comunidad mixteca El Charco, Municipio de Ayutla de 
los Libres, Guerrero, y en una balacera que se prolongó durante hora y media dieron muerte a 11 
integrantes del Ejército Popular Revolucionario (EPR) que pernoctaban en la escuela del lugar, 
hirieron a cinco personas y detuvieron a otras 21. A partir de ese momento, el área quedó sitiada 
y los elementos castrenses tendieron un cerco con el cual impidieron la salida de sus habitantes, 
incluidas las autoridades municipales, así como el acceso a civiles. Los 11 cadáveres fueron lleva­
dos al Servicio Médico Forense de Acapulco, Guerrero; los 21 detenidos fueron trasladados al 
Cuartel de la IX Región Militar en Acapulco, y se ignora si eran mixtecos de la comunidad. 

Del análisis de la documentación recabada, así como de la investigación realizada por este Or­
ganismo Nacional, se concluye que en el presente caso se acreditaron actos violatorios a los Dere­
chos Humanos por parte de los elementos la Secretaría de la Defensa Nacional que participaron tanto 
en los hechos acaecidos el 7 de junio de 1998 en la comunidad El Charco, Municipio de Ayutla de 
los Libres, Guerrero, como en las diligencias posteriores a los mismos, por lo que se consideró que las 
conductas desplegadas por los elementos castrenses mencionados constituyeron graves transgre­
siones a los artículos 13; 16; 21, y 102, apartado A, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como a las disposiciones establecidas en los artículos 117 y 193 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, y 57; 81, fracción III; 82; 83; 301; 382; 422, fracciones I y V; 
436, y 545, del Código de Justicia Militar. Por lo anterior, esta Comisión Nacional emitió una Reco­
mendación al Secretario de la Defensa Nacional, a fin de que instruya al órgano de Inspección y 
Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana e inicie, con apego a Derecho, la inves­
tigación administrativa en contra de los miembros del Ejército Mexicano que participaron tanto en 
la implementación como en la ejecución del operativo del 7 de junio de 1998, así como del agente del 
Ministerio Público Militar, mayor de Justicia Militar y licenciado Francisco de Jesús Pérez Chávez, 
quien practicó diligencias para las cuales existe impedimento legal expreso en el fuero militar, y así 
determinar la responsabilidad en que incurrieron y dar cuenta a esta Comisión Nacional de los 
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Derechos Humanos de las actuaciones que se practiquen y del resultado de las mismas; de igual 
manera, se recomendó dar intervención a la Procuraduría General de Justicia Militar para que 
dentro de sus atribuciones, y en relación con la averiguación previa IXRM/14/98, tome en conside­
ración las conductas contrarias a los Derechos Humanos comet idas por elementos del Ejército 
Mexicano y puedan establecer si éstas integran o no responsabilidad penal. Por otra parte, se recomen­
dó que por la vías de comunicación e instrucciones idóneas se deberá reiterar a todos los elementos 
del Instituto armado que tengan participación en acciones civiles a favor de la seguridad pública 
que no se afecten los derechos fundamentales de los gobernados, específicamente de las comunida­
des indígenas, aun en el supuesto de que sus habitantes sean detenidos en flagrante delito, además de 
girar sus instrucciones al Procurador General de Justicia Militar a fin de que elabore una circular 
dirigida a los integrantes del Ejército Mexicano, en la cual se delimiten las funciones específicas 
del agente del Ministerio Público Militar para que cuando tenga conocimiento de hechos competen­
cia del Ministerio Público de la Federación se abstenga de conocer de los mismos. 

México, D. F., 29 de septiembre de 2000 

Caso de los hechos ocurridos 
en la escuela “Caritino Maldonado 
Pérez”, en el poblado El Charco, 
Municipio de Ayutla de los Libres, 
Guerrero, el 7 de junio de 1998 

Gral. Enrique Cervantes Aguirre, 
Secretario de la Defensa Nacional, 
Ciudad 

Muy distinguido Secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, con fundamento en lo dispuesto por los ar­
tículos 102, apartado B, de la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 
6o., fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, frac­
ción IV; 25; 26; 44; 46, y 51, de la Ley de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, ha 
analizado los hechos, argumentos y pruebas, así 
como los elementos de convicción y las diligen­
cias contenidas en el expediente 98/3389, rela­
cionados con los hechos ocurridos el 7 de junio de 
1998 en las instalaciones de la escuela rural “Ca­

ritino Maldonado Pérez”, comunidad El Char­
co, Municipio de Ayutla de los Libres, Guerrero, 
y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 8 de junio de 1998 este Organismo Na­
cional inició de oficio el expediente de queja 
número 98/3389 con base en las publicaciones 
de diversos medios masivos de información, y 
específicamente del periódico La Jornada, que 
refirió lo siguiente: 

Durante la madrugada de este domingo, efec­
tivos del Ejército Mexicano sitiaron la co­
munidad mixteca El Charco, de apenas 20 
casas, y en una balacera que se prolongó du­
rante hora y media dieron muerte a 11 inte­
grantes del Ejército Popular Revolucionario 
(EPR) que pernoctaban en la escuela del lu­
gar, hirieron a cinco personas y detuvieron 
a otras 21. 

Habitantes de esta comunidad de la Costa 
Chica de Guerrero relataron que unos 12 ele­
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mentos del EPR llegaron al mediodía del 
sábado y luego de efectuar una asamblea en 
la escuela bilingüe “Caritino Maldonado 
[Pérez]”, que dirige Valentín Zavala Orte­
ga, pidieron permiso a las autoridades para 
pernoctar en ese lugar. 

Relatan que aproximadamente a las cuatro de 
la mañana se escuchó una balacera. Desde 
ese momento el área quedó sitiada y miem­
bros del Ejército tendieron un cerco con el 
cual impidieron la salida de los habitantes 
del lugar, así como el acceso de civiles. 

La comunidad y otras seis poblaciones de esa 
área, habitadas por unos dos mil indígenas 
mixtecos, se convirtieron en una zona contro­
lada por el Ejército. Cuando se cerró el sitio, 
después de que concluyó la balacera, ningún 
civil pudo salir, incluidas las autoridades mu­
nicipales y los periodistas. 

Los habitantes refieren que a esa zona se des­
plazaron convoyes policiacos y militares; unos 
26 vehículos anillados, dos helicópteros con 
ametralladoras y transporte de personal, y 
entraron a ese sitio decenas de policías del 
Estado y de la Procuraduría General de la Re­
pública [...] Los 11 cuerpos fueron lleva­
dos al Servicio Médico Forense de Acapulco 
y se ignora de dónde provenían. Los 21 de­
tenidos fueron llevados al Cuartel de la IX 
Región Militar, en Acapulco, y se ignora si 
eran mixtecos de la comunidad. 

Según el Procurador General de Justicia del 
Estado, Servando Alanís, los cuerpos de 
los muertos fueron trasladados en helicópte­
ro al Semefo de Acapulco, donde se impi­
dió el acceso a los reporteros para constatar 
las características y condiciones de las víc­
timas... 

B. El 10 de junio de 1998 el señor Adrián Ramí­
rez López, Presidente de la Liga Mexicana por la 
Defensa de los Derechos Humanos (Limeddh), 
presentó un escrito de queja ante la CNDH, en el 
cual se refería al contenido de la nota periodís­
tica publicada el 8 de junio de 1998, en el diario 
La Jornada, escrito que se acumuló al expedien­
te de queja 98/3389, que, como se señaló, ha­
bía iniciado previamente esta Comisión Na­
cional. 

C. En atención a lo anterior, y con objeto de estar 
en aptitud de confirmar o no los hechos consti­
tutivos de la queja, este Organismo Nacional co­
misionó de inmediato a visitadores adjuntos y 
peritos Médicos, quienes se trasladaron al lugar 
de los hechos, estableciendo contacto con las au­
toridades de la Procuraduría General de la Repú­
blica; Procuraduría General de Justicia Mili­
tar; Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Guerrero; Servicio Médico Forense del Es­
tado de Guerrero; Hospital Naval de la XVIII 
Zona Militar de la ciudad de Acapulco, Guerre­
ro; IX Zona Militar en Acapulco, Guerrero, y 
Consejo Tutelar para Menores Infractores del 
Estado de Guerrero, requiriéndoles a las mismas 
un informe referente al asunto que nos ocupa; 
autoridades a las que se les tiene emitiendo sus 
manifestaciones, a través de los comunicados que 
se precisan en el cuerpo de la presente resolu­
ción. Asimismo, esta Comisión Nacional reali­
zó diversas actuaciones técnicas y peritajes con 
objeto de integrar debidamente el expediente 
respectivo. 

II. EVIDENCIAS 

A. La nota periodística publicada el 8 de junio 
de 1998 en el diario La Jornada, misma a la que 
se hace referencia en el escrito de queja presen­
tado por la Liga Mexicana por la Defensa de los 

117 



 

 

Gaceta de la CNDH 

Derechos Humanos, el 10 de junio de 1998 ante 
esta Comisión Nacional, relativo a los aconte­
cimientos ocurridos el 7 de junio de 1998, en la 
comunidad El Charco, Municipio de Ayutla de 
los Libres, Guerrero. 

B. El oficio número 16085, dirigido al Director 
General de Servicios Médicos Forenses en Aca­
pulco, Guerrero, mediante el cual se le solicitó 
una copia de los certificados de necropsia reali­
zados por dicha institución de los 11 cadáveres. 

C. El oficio número 16086, dirigido al Secreta­
rio General de Gobierno del Estado de Guerre­
ro y Presidente del Consejo Tutelar para Meno­
res de la misma Entidad, mediante el cual se le 
solicitó una copia de los dictámenes Médicos rea­
lizados a los menores detenidos en el Albergue 
Tutelar para Menores Infractores. 

D. El oficio número 16087, dirigido al Procu­
rador General de Justicia en el Estado, median­
te el cual se le solicitó una copia íntegra y certifi­
cada de la averiguación previa que se hubiere 
iniciado en dicha Procuraduría, así como un in­
forme de las actuaciones de esa Institución en 
los hechos referidos. 

E. El oficio número 16088, dirigido al Delega­
do de la Procuraduría General de la República 
en el Estado de Guerrero, mediante el cual se le 
solicitó una copia íntegra y certificada de la ave­
riguación previa iniciada con motivo de los he­
chos en comento. 

F. El oficio número 16154, del 12 de junio de 
1998, dirigido al Procurador General de Justi­
cia Militar de la Secretaría de la Defensa Nacio­
nal, mediante el cual se le solicitó un informe 
detallado y completo sobre los hechos motivo de 
la queja, en el que se precisara la intervención 
de la Secretaría de la Defensa Nacional, así como 

el parte informativo de los elementos castren­
ses que intervinieron en el operativo realizado. 

G. El oficio DADH/814, recibido en esta Co­
misión Nacional el 17 de junio del año citado, 
mediante el cual el Secretario General de Go­
bierno del Estado de Guerrero informó que a 
los visitadores adjuntos de esta Comisión Na­
cional se les entregaron las copias de los certi­
ficados Médicos practicados por el servicio mé­
dico del Albergue Tutelar para Menores. 

H. El oficio número 054/98, del 14 de junio de 
1998, y recibido por visitadores adjuntos de esta 
Comisión Nacional el 18 de junio del año ci­
tado, por el que el Director del Servicio Médi­
co Forense del Estado de Guerrero entregó co­
pias fotostáticas de los dictámenes de necropsias 
realizados por esa dependencia a las 11 perso­
nas que resultaron muertas en los hechos que 
nos ocupan. 

I. El oficio DH/68139/3, recibido en esta Co­
misión Nacional el 17 de junio de 1998, mediante 
el cual la Procuraduría General de Justicia Mi­
litar de la Secretaría de la Defensa Nacional 
solicitó ampliar el plazo para la entrega de la 
información requerida. 

J. El oficio número 1147, del 15 de junio de 
1998, mediante el cual la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Guerrero informó a 
este Organismo Nacional que la Procuraduría 
General de la República ejerció la facultad de 
atracción de las investigaciones correspondien­
tes del caso que nos ocupa. 

K. El acta circunstanciada del 20 de junio de 1998, 
por medio de la cual visitadores adjuntos de 
esta Comisión Nacional recibieron de parte del li­
cenciado Gustavo Saavedra Astudillo, agente del 
Ministerio Público de la Federación adscrito a 
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la Subdelegación de la Procuraduría General de la 
República en Acapulco, Guerrero, copias certifi­
cadas de la averiguación previa 109/A1/98/B, 
que se inició con motivo de los acontecimientos 
ocurridos el 7 de junio de 1998, en la comunidad 
El Charco, Municipio de Ayutla de los Libres, 
Guerrero. 

L. El oficio DH/78965, del 5 de agosto de 1998, 
mediante el cual el teniente coronel de J. M., li­
cenciado Eduardo Enrique Gómez García, quin­
to agente adscrito a la Procuraduría General de 
Justicia Militar, remitió a este Organismo Na­
cional el informe solicitado en 22 fojas útiles. 

M. El oficio 003410/98DGPDH, del 27 de ju­
lio de 1998, emitido por el Director General de 
Protección a los Derechos Humanos de la Pro­
curaduría General de la República, mediante el 
cual informó y remitió las copias certificadas 
de los dictámenes periciales de espectofotome­
tría de absorción atómica, toxicológico y de cri­
minalística de campo, así como una copia sim­
ple de las fotografías tomadas en el lugar de los 
hechos. 

N. El oficio DADH/1024, del 6 de agosto de 1998, 
enviado vía fax por el Secretario General de Go­
bierno del Estado de Guerrero a esta Comisión Na­
cional, en relación con los menores internos en el 
Consejo Tutelar para Menores Infractores del Es­
tado de Guerrero. 

Ñ. Los oficios 004044/98DGPDH, del 26 de agos­
to de 1998; 004224/98DGPDH, del 3 de sep­
tiembre de 1998, y 004533/98DGPDH, del 18 de 
septiembre de 1998, emitidos por el Director 
General de Protección a los Derechos Huma­
nos de la Procuraduría General de la Repúbli­
ca, que se refieren a la solicitud de ampliación de 
plazo para otorgar copias del expediente solici­
tadas y al informe respecto de la indagatoria. 

O. El oficio número 23257, del 25 de agosto de 
1998, por medio del cual la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos solicitó al agente del 
Ministerio Público de la Federación en Acapulco, 
Guerrero, el resultado de las pruebas periciales. 

P. El dictamen en materia de criminalística de 
campo, emitido el 9 de junio de 1998 y elaborado 
por peritos criminalistas de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia Militar. 

Q. El dictamen de trabajos periciales realiza­
dos por peritos del laboratorio científico de in­
vestigaciones de la Procuraduría General de Jus­
ticia Militar. 

R. Los resultados emitidos por los peritos quí­
micos adscritos a la Procuraduría General de Jus­
ticia del Estado de Guerrero, en relación con las 
pruebas de rodizonato de sodio practicadas a 
los 11 cadáveres, del 8 de junio de 1998. 

S. El dictamen en materia de criminalística emi­
tido por peritos de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Guerrero, del 7 de junio 
de 1998. 

T. El dictamen emitido por peritos Médicos de 
la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos en relación con los cadáveres y las perso­
nas lesionadas por proyectil de arma de fuego. 

U. Las copias de la averiguación previa TAB/3a./ 
649/98, practicada por la Agencia del Ministe­
rio Público del Fuero Común del Distrito Judi­
cial de Tabares, de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Guerrero. 

V. Las copias de la averiguación previa 109/A1/ 
98/B, practicada por la Agencia del Ministerio 
Público de la Federación en Acapulco, Guerre­
ro, de la Procuraduría General de la República. 
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W. Las copias de la averiguación previa IXRM/ 
14/98, practicada por la Procuraduría General 
de Justicia Militar en la IX Zona Militar. 

X. Las copias de las declaraciones ministeria­
les rendidas ante el agente del Ministerio Públi­
co Militar adscrito a la IX Región Militar, del co­
ronel de Infantería diplomado de Estado Mayor 
Jorge Alberto Guerra Tenorio y de los subte­
nientes de Infantería Eduardo Sánchez Mejía y 
Virgilio Antonio Gómez Campos, dentro de la 
averiguación previa IXRM/14/98, practicada 
por la Procuraduría General de Justicia Militar 
en la IX Zona Militar. 

Y. Las copias de la averiguación previa ALLE/ 
01/107/998, practicada por la Agencia del Mi­
nisterio Público del Fuero Común del Distrito 
Judicial de Allende, de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado de Guerrero. 

Z. Las diversas actuaciones practicadas por este 
Organismo Nacional, tanto en el lugar de los he­
chos como con las autoridades de la Procuradu­
ría General de la República; Procuraduría Ge­
neral de Justicia Militar; Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Guerrero; Servicio Mé­
dico Forense del Estado de Guerrero; Hospital 
Naval de la XVIII Zona Militar de la ciudad de 
Acapulco, Guerrero; IX Zona Militar en Aca­
pulco, Guerrero, y Consejo Tutelar para Meno­
res Infractores del Estado de Guerrero, las cuales 
se encuentran respaldadas y documentadas con: 

1. Las cuatro actas circunstanciadas del 8 de ju­
nio de 1998, que elaboraron visitadores adjuntos 
de esta Comisión Nacional al presentarse en la 
Agencia del Ministerio Público del Fuero Co­
mún, Sector Central en la ciudad de Acapulco. 

2. El acta circunstanciada del 9 de junio de 1998, 
que elaboraron los visitadores adjuntos de esta 

Comisión Nacional, después de entrevistar a los 
señores Bernardino García, Francisco Cristino 
Crescencio, Porfirio Hernández Francisco, Eu­
genio Ambrosio Trinidad y Juan García de los 
Santos, quienes se encontraban en la sala de hos­
pitalizaciones número 2 del Hospital Naval 
de la XVIII Zona Naval Militar en Acapulco, 
Guerrero. 

3. Las tres actas circunstanciadas del 12 de ju­
nio de 1998, que elaboraron visitadores adjun­
tos de este Organismo Nacional, después de que 
se presentaron en la comunidad El Charco, Mu­
nicipio de Ayutla de los Libres, Guerrero, en don­
de entrevistaron en las instalaciones de la escue­
la primaria del citado lugar a los señores Santiago 
Avazquez “N” (sic) y Narciso “N” “N”, síndi­
co municipal de la comunidad El Charco y habi­
tante del citado lugar, respectivamente. Ade­
más de que el perito Médico de esta Comisión 
Nacional tomó múltiples impresiones fotográ­
ficas en el lugar de los hechos, para posterior­
mente rendir el dictamen pericial correspon­
diente. 

4. El acta circunstanciada del 12 de junio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Comisión Nacional, después de entrevistar al 
Presidente Municipal de Ayutla de los Libres, 
Guerrero, profesor Odilón Romero Gutiérrez, 
en las instalaciones que ocupa el Palacio Mu­
nicipal. 

5. El acta circunstanciada del 15 de junio de 1998, 
que elaboró un visitador adjunto de esta Institu­
ción, después de entrevistar al licenciado Salo­
mé Narciso Mora, en la Agencia del Ministerio 
Público del Municipio de Ayutla de los Libres, 
Guerrero. 

6. El acta circunstanciada del 9 de junio de 1998, 
elaborada por visitadores adjuntos de esta Ins­
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titución, en la cual hacen constar las facilidades 
otorgadas por el agente del Ministerio Público de 
la Federación para entrar a las instalaciones del 
Servicio Médico Forense. 

7. El acta circunstanciada del 9 de junio de 1998, 
que elaboró un visitador adjunto de esta Comi­
sión Nacional, en la cual certifica la revisión de 
11 cadáveres que se encontraban en las instala­
ciones del Servicio Médico Forense (Semefo) 
en Acapulco, Guerrero. 

8. El acta circunstanciada del 9 de junio de 1998, 
elaborada por un visitador adjunto de esta Co­
misión Nacional, en la cual hace constar que visi­
tadores adjuntos de este Organismo Nacional y 
de la Comisión de Defensa de los Derechos Hu­
manos del Estado de Guerrero se presentaron en 
las instalaciones de la Agencia del Ministerio 
Público del Fuero Común, Sector Central, con 
sede en la ciudad de Acapulco, Guerrero, con la 
finalidad de entrevistar a las personas detenidas. 

9. El acta circunstanciada del 9 de junio de 1998, 
elaborada por un visitador adjunto de esta Co­
misión Nacional, en la cual hace constar que 
personal de esta Institución y de la Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos del Estado 
de Guerrero, se presentó en las instalaciones de 
la Agencia del Ministerio Público del Fuero Co­
mún, Sector Central, con sede en la ciudad de 
Acapulco, Guerrero, en donde se entrevistaron 
con quien dijo llamarse Érika Zamora Pardo, 
diligencia que consta en las actuaciones corres­
pondientes. 

10. Las cuatro actas circunstanciadas del 12 
de junio de 1998, elaboradas por un visitador ad­
junto de esta Institución, después de entrevistar 
a los señores Julián Ramírez Crescencio, Este­
ban Leobardo Epitacio, Arcadio Alfredo Mar­
tínez y Lázaro Peláez Castro, en las instalacio­

nes de la Agencia del Ministerio Público del 
Fuero Común, Sector Central, en la ciudad de 
Acapulco, Guerrero. 

11. El acta circunstanciada del 10 de junio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, después de la visita practicada al Hos­
pital Naval Militar en la ciudad de Acapulco, 
Guerrero. 

12. El acta circunstanciada del 10 de junio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, en donde certifica que se presentó 
en compañía de otros visitadores adjuntos y del 
perito Médico de este Organismo Nacional, en 
las instalaciones de la IX Zona Militar en la ciu­
dad de Acapulco, Guerrero. 

13. El acta circunstanciada del 10 de junio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, en donde certifica que se presentó 
en compañía de otros visitadores adjuntos y pe­
ritos de este Organismo Nacional, en las insta­
laciones de la Agencia del Ministerio Público del 
Fuero Común, Sector Central, con sede en la ciu­
dad y puerto de Acapulco, Guerrero, con la fi­
nalidad de entrevistar y certificar médicamente 
a quien dijo llamarse Érika Zamora Pardo. 

14. El acta circunstanciada del 15 de junio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, después de entrevistar a los menores 
Adrián Patriarca Agustivas (sic), Bernabé Gar­
cía de Jesús, Pedro Esteban Ávila y Maletón 
Castro Morales (sic), en el Consejo Tutelar para 
Menores en Chilpancingo, Guerrero. 

15. El acta circunstanciada del 15 de junio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, en la cual certifica que recibió, del 
Director del Servicio Médico Forense del Es­
tado de Guerrero, un oficio sin número, del 
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14 de junio de 1998, mediante el cual remitió 
copias de los dictámenes de necropsias practi­
cadas a las personas fallecidas en el lugar de los 
hechos. 

16. El acta circunstanciada del 20 de junio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, en la cual certifica que recibió, del 
agente del Ministerio Público de la Federación 
adscrito a la Subdelegación de la Procuraduría 
General de la República con residencia en Aca­
pulco, Guerrero, copias certificadas de la ave­
riguación previa 109/A1/98/B. 

17. El acta circunstanciada del 8 de julio de 1998, 
que elaboró un visitador adjunto de esta Institu­
ción, al presentarse en la comunidad El Charco, 
Municipio de Ayutla de los Libres, Guerrero, 
lugar en el cual practicó entrevistas a maestros de 
la escuela primaria donde ocurrieron los hechos. 

18. El acta circunstanciada del 1 de julio de 1998, 
que elaboró un visitador adjunto de esta Institu­
ción, después de entrevistar a los menores Adrián 
Patriarca Agustina (sic), Pedro Esteban Ávila, 
Maletón Castro Morales (sic) y Bernabé García 
de Jesús en el Albergue Tutelar para Menores 
en el Estado de Guerrero. 

19. El acta circunstanciada del 27 de julio de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, en la cual hace constar que se pre­
sentaron en la Delegación de la Procuraduría 
General de la República en la ciudad de Chil­
pancingo, Guerrero, para requerir el informe so­
licitado mediante el oficio 19114, del 10 de julio 
de 1998. 

20. El acta circunstanciada del 13 de agosto de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Institución, en la cual hace constar la recepción 
del oficio DADH/1024, de la Dirección de Asun­

tos de Derechos Humanos de la Secretaría Ge­
neral de Gobierno del Estado de Guerrero. 

21. La fe de hechos del 21 de agosto de 1998, 
que elaboró un visitador adjunto de esta Institu­
ción, en la cual certifica que conjuntamente con 
otros visitadores adjuntos se presentaron en las 
instalaciones de la Procuraduría General de Justi­
cia del Estado de Guerrero, para solicitar se les 
proporcionara un juego de las fotografías que 
imprimieron los peritos de esa Institución con 
motivo de los hechos ocurridos el 7 de junio 
de 1998 en el poblado El Charco, Municipio de 
Ayutla de los Libres, Guerrero; en dicha acta 
también consta la entrevista realizada al menor 
Francisco Cristino Crescencio en las instalacio­
nes del Consejo Tutelar del Estado de Guerrero. 

22. El acta circunstanciada del 31 de agosto de 
1998, que elaboró un visitador adjunto de esta 
Comisión Nacional, después de atender una lla­
mada telefónica mediante la cual se entrevistó 
con el agente del Ministerio Público del Fuero 
Común del Distrito Judicial de Allende, en el 
Municipio de Ayutla de los Libres, Guerrero, 
quien se encontraba en las instalaciones de la 
Comisión de Defensa de los Derechos Huma­
nos del Estado de Guerrero. 

23. El acta circunstanciada del 4 de septiembre 
de 1998, elaborada por un visitador adjunto de 
este Organismo Nacional, al presentarse en el 
Juzgado Segundo de Distrito en Acapulco, Gue­
rrero, para solicitar informes en relación con la 
causa penal 49/98 instruida en dicho Juzgado 
con motivo de los hechos en comento. 

24. El acta circunstanciada del 7 de septiembre 
de 1998, elaborada por un visitador adjunto de 
este Organismo Nacional, después de entrevis­
tarse con el licenciado Juan Francisco Hernán­
dez López, Asesor Jurídico del Albergue Tute­
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lar para Menores Infractores en Chilpancingo, 
Guerrero. 

25. El dictamen del 15 de julio de 1998, suscri­
to por los doctores y peritos Médicos adscritos 
a la Unidad de Servicios Periciales de este Or­
ganismo Nacional. 

26. 55 impresiones fotográficas a color, toma­
das por peritos adscritos a la Unidad de Servi­
cios Periciales de esta Comisión Nacional. 

27. El croquis del lugar de los hechos ocurridos 
el 7 de junio de 1998, en la comunidad El Char­
co, Municipio de Ayutla de los Libres, Guerre­
ro, que corre agregado a las actuaciones practi­
cadas por el Ministerio Público Militar. 

28. El acta circunstanciada del 22 de septiem­
bre de 2000, elaborada por un visitador adjunto 
de este Organismo Nacional, mediante la cual 
se certifica la recepción del oficio DH/24507, 
remitido por la Procuraduría General de Justi­
cia Militar. 

Z’. El oficio DH/24507, del 22 de septiembre 
de 2000, remitido por la Procuraduría General de 
Justicia Militar, al cual se adjunto un documen­
to en materia de la táctica militar aplicada a los 
hechos, así como la determinación de la averi­
guación previa IXRM/14/98. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El estudio realizado a las evidencias descritas 
en el capítulo que antecede permite establecer 
a este Organismo Nacional que el 7 de junio de 
1998 personal del Ejército Mexicano de la Base 
de Operaciones “Mejía”, perteneciente al 78o. 
Batallón de Infantería, salió del puesto de man­
do ubicado en el poblado de Buenavista de Allen­

de, Municipio de Ayutla de los Libres, Guerre­
ro, bajo el mando del coronel de Infantería del 
Estado Mayor Jorge Alberto Guerra Tenorio, 
comandante del batallón, “con la finalidad de 
efectuar un reconocimiento nocturno, en aplica­
ción de la Ley Federal de Armas de Fuego y 
Explosivos y la Campaña Permanente Contra 
el Narcotráfico, cuyo itinerario era El Piñal-El 
Charco-Ocote Amarillo”, según se desprende 
del informe emitido por la Procuraduría Gene­
ral de Justicia Militar. 

Siendo aproximadamente entre las 04:00 y 
las 04:30 horas del 7 de junio de 1998, parte del 
personal militar previamente referido, al llegar 
a la escuela “Caritino Maldonado Pérez”, ubi­
cada en el poblado El Charco, detectó a varios 
individuos armados, mismos que al advertir su 
presencia ingresaron a la escuela, ante lo cual, los 
elementos del Ejército Mexicano, después de 
haberse percatado que en el interior de dicha es­
cuela se encontraban aproximadamente 30 per­
sonas, algunas de ellas con el rostro cubierto y 
portando armas largas, una vez que llegó el grue­
so del personal militar que se había movilizado 
para realizar el reconocimiento nocturno, esta­
blecieron un dispositivo de cerco alrededor de 
dicho inmueble. 

Una vez realizado el despliegue de los elemen­
tos del Ejército Mexicano alrededor de la es­
cuela “Caritino Maldonado Pérez”, éstos ex­
hortaron a las personas que se encontraban en 
su interior a que salieran y se entregaran, situa­
ción que prevaleció aproximadamente una hora 
sin obtener respuesta positiva, no obstante este 
dispositivo, se suscitó un enfrentamiento ar­
mado, mismo que concluyó con los siguientes 
hechos: 

1. La muerte de 11 personas que respondían al 
nombre de José Francisco Prisciliano, Apolo­
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nio Jiménez García, Fidencio Morales Castro, 
Juan García de los Santos, Fernando Félix Gua­
dalupe, Mauro Morales Castro, Honorio García 
Lorenzo, Mario Chávez García, Ricardo Zava­
la Tapia, Jorge Rivera Morales y un desconoci­
do, quienes fallecieron en el lugar de los hechos 
por heridas producidas por proyectiles de arma 
de fuego. 

2. El sometimiento y la detención de 27 perso­
nas, entre ellas una mujer, cinco personas le­
sionadas y cinco menores de edad de nombres Éri­
ka Zamora Pardo, Efrén Cortez Chávez, Adolfo 
Filiberto Concepción, Anastacio Ramírez Simo­
na, Arnulfo Santiago Hernández, Esteban Leo-
nardo Epitacio, Sabino Adelaido García, Serafín 
Morales López, Julián Ramírez Crescencio, Eu­
sebio Porfirio Catarino, Lázaro Peláez Castro, 
Vicente Vázquez Díaz, Albino Santos Concep­
ción, Miguel Ángel García Cristino, Pedro Ba­
rrera Daniel, Alfonso Olivar Morales, Javier Án­
gel Severiano, Arcadio Alfredo Martínez, Adrián 
Patriarca Agustina (sic), Pedro Esteban Ávila, 
Maletón Castro Morales (sic), Bernabé García 
de Jesús, Bernardino García, Francisco Cristi­
no Crescencio, Porfirio Hernández Francisco, 
Eugenio Ambrosio Trinidad y Juan García de 
los Santos. 

3. El aseguramiento del lugar de los hechos por 
parte de efectivos militares, quienes dispusie­
ron del armamento, municiones, víveres, equi­
po y demás objetos hallados en el mismo, para 
su traslado a instalaciones militares donde fueron 
puestos a disposición del Ministerio Público Mi­
litar y posteriormente entregados al Ministerio 
Público Federal. 

4. El traslado vía aérea realizado por parte de 
elementos del Ejército Mexicano de las perso­
nas detenidas, al 48o. Batallón de Infantería y 
de ahí por vía terrestre al Cuartel General de la 

IX Región Militar, en donde fueron puestos a 
disposición del agente del Ministerio Público 
Militar adscrito a dicho mando territorial, quien 
inició la averiguación previa IXRM/14/98, prac­
ticando un reconocimiento Médico y pruebas de 
toxicología y absorción atómica, además de de­
clarar a los detenidos que entendían y hablaban 
español, por considerarlo necesario para la debi­
da investigación de los hechos, declarándose pos­
teriormente incompetente por razón de la mate­
ria, para seguir conociendo de la investigación y 
remitiendo un desglose de la indagatoria al agente 
del Ministerio Público de la Federación de la Pla­
za de Acapulco, Guerrero, para que conociera de 
los mismos en la averiguación previa 109/A1/98/ 
B, quedando a su disposición los 27 detenidos, 
de los cuales cinco se encontraban en el Hospital 
Naval Militar, donde habían sido trasladados por 
vía aérea para la atención de las lesiones sufri­
das en el enfrentamiento. 

5. El agente del Ministerio Público Militar ads­
crito a la IX Región Militar recabó, además, la 
declaración ministerial de los elementos del Ejér­
cito Mexicano que participaron en los hechos, 
para la integración de la averiguación previa 
IXRM/14/98 y determinar si se cometió algún 
delito del orden común y federal que afecten la 
disciplina militar en la competencia del fuero 
castrense que declara subsistente el artículo 13 de 
la Constitución Federal, para los delitos y faltas 
contra la disciplina militar cometidos por sus 
miembros en los momentos de estar en servicio 
o con motivo de actos del mismo. 

IV. OBSERVACIONES 

A. Previo al estudio sobre la existencia de vio­
laciones a los Derechos Humanos, resulta con­
veniente precisar que este Organismo Nacional 
no se pronuncia sobre las conductas desplega­
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das por las personas que fueron detenidas el 7 
de junio de 1998, por miembros del Ejército 
Mexicano adscritos al 78o. Batallón de Infante­
ría, las cuales en su momento fueron valoradas 
por la Representación Social de la Federación, 
que determinó el 11 de junio de 1998, en la ave­
riguación previa 109/A1/98/B, el ejercicio de 
la acción penal en contra de Efrén Cortez Chá­
vez y Érika Zamora Pardo por los delitos de te­
rrorismo, acopio de armas, portación de arma de 
fuego del uso exclusivo del Ejército, Armada y 
Fuerza Aérea y delincuencia organizada, den­
tro de la causa penal número 57/98 ante el Juez 
Cuarto de Distrito en Materia Penal de Acapul­
co, Guerrero, quien el 14 de julio del año citado 
dictó auto de formal prisión únicamente por 
el delito de portación ilegal de arma de fuego de 
uso exclusivo de las Fuerzas Armadas. El 22 
de junio de 1998 el agente del Ministerio Públi­
co de la Federación determinó el ejercicio de la 
acción penal en la averiguación previa 73/DG 
MPE/B/98 en contra de Érika Zamora Pardo 
(alias Rosario), Efrén Cortez Chávez (alias Er­
nesto), Bernardino García Francisco, Eugenio 
Ambrosio Trinidad, Porfirio Hernández Fran­
cisco, Martín Macario Salazar y/o Juan García 
de los Santos y/o Juan Carlos García Santos y/o 
Juan García Santos, Arnulfo Santiago Hernán­
dez, Sabino Adelaido García, Alfonso Oliva Mo­
rales y/o Alfonso Ríos Morales, Adolfo Filiber­
to Concepción, Lázaro Peláez Castro, Anastasio 
Ramírez Simona, Serafín Morales López, Pe­
dro Barrera Daniel, Esteban Leobardo Epita­
cio, Albino Santos Concepción y Vicente Váz­
quez Díaz, como probables responsables de la 
comisión del delito de posesión de armas de fuego 
de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza 
Aérea; asimismo, en contra de Bernardino Gar­
cía Francisco, Eugenio Ambrosio Trinidad, Por­
firio Hernández Francisco, Martín Macario Sala-
zar y/o Juan García de los Santos y/o Juan 
Carlos García Santos y/o Juan García Santos, 

Arnulfo Santiago Hernández, Alfonso Oliva Mo­
rales y/o Alfonso Ríos Morales, Adolfo Filiberto 
Concepción, Lázaro Peláez Castro, Anastacio Ra­
mírez Simona, Serafín Morales López, Pedro 
Barrera Daniel, Esteban Leobardo Epitacio, Al­
bino Santos Concepción y Vicente Vázquez Díaz, 
como probables responsables de los delitos de 
rebelión y conspiración; de igual manera, en 
contra de Érika Zamora Pardo (alias Rosario), 
Efrén Cortez Chávez (alias Ernesto) y Sabino 
Adelaido García, como probables responsables 
de la comisión de los delitos de invitación a la 
rebelión, rebelión y conspiración con pedimento 
de libramiento de orden de aprehensión en con­
tra de los mismos, registrada con el número de 
causa auxiliar 17/98/1 ante la Juez Segundo 
de Distrito en el Estado de Guerrero. 

Tomando en consideración la existencia de 
los procesos antes mencionados, con base en lo 
dispuesto por los artículos 102, apartado B, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 7o., fracción II; 8o., última parte, 
de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, así como 19, fracción III, y 124, frac­
ción I, de su Reglamento Interno, la valoración 
de las conductas y la eventual responsabilidad 
en que hubiesen incurrido las personas mencio­
nadas en el párrafo que antecede implican una 
determinación de naturaleza jurisdiccional que 
no es materia de la competencia de este Organis­
mo Nacional, toda vez que son los órganos ju­
diciales a quienes corresponde resolver sobre la 
culpabilidad o no de las citadas personas, respec­
to de la acusación que formuló en su contra el 
agente del Ministerio Público de la Federación. 

B. Si bien es cierto que del análisis lógico-jurí­
dico del conjunto de evidencias que integran el 
expediente 98/3389 se desprenden suficientes ele­
mentos para presumir que el 7 de junio de 1998 
efectivamente se verificó un enfrentamiento en­
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tre elementos del Ejército Mexicano y civiles 
que se hallaban en el interior de la escuela “Ca­
ritino Maldonado Pérez”, ubicada en el poblado 
El Charco, Municipio de Ayutla de los Libres, 
Guerrero, no lo es menos que la escasa preser­
vación del lugar de los hechos, así como el asegu­
ramiento del armamento y de los demás objetos 
encontrados en el mismo por parte del personal 
militar, ocasionó la alteración de evidencias que 
de haberse preservado hubieran permitido un me­
jor esclarecimiento de los hechos. 

En atención a lo expuesto, esta Institución ad­
vierte que se acreditaron actos violatorios a los 
Derechos Humanos y, en consecuencia, existe 
responsabilidad de la Secretaría de la Defensa 
Nacional, como autoridad responsable por las 
siguientes consideraciones: 

1. De las constancias que integran la investiga­
ción que esta Comisión Nacional efectuó con mo­
tivo de los hechos ocurridos el 7 de junio de 1998 
en la comunidad El Charco, Municipio de Ayutla 
de los Libres, Guerrero, entre elementos pertene­
cientes al Ejército Mexicano y supuestos miem­
bros del autodenominado “Ejército Popular Re­
volucionario (EPR)”, se deduce que la conducta 
de los elementos de la Secretaría de la Defensa 
Nacional que participaron tanto en los hechos 
como en las diligencias posteriores a los mismos 
no se apegó a Derecho, en tanto que no preser­
varon el lugar de los hechos, dispusieron de los 
objetos e indebidamente pusieron a disposición 
del Ministerio Público Militar (quien a su vez 
practicó diligencias que no le correspondían) a 
los civiles que habían sido detenidos, en vez de 
hacerlo ante el Ministerio Público de la Federa­
ción, ante quien debieron ponerlos a disposición 
de inmediato pues dada la flagrancia ya estaba 
conociendo de los hechos de conformidad con 
el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

2. De las constancias que integran las averigua­
ciones previas ALLE/01/107/998 y TAB/3a./ 
0649/98, del 7 de junio de 1998, en las cuales 
quedó asentado que se trasladaron al lugar de los 
hechos para la práctica de las diligencias corres­
pondientes, entre ellas la “inspección”, los licen­
ciados Ignacio López Vadillo y Eleazar Ávila 
Palma, agentes del Ministerio Público del Fuero 
Común de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Guerrero, en compañía del licenciado 
Héctor Omar Maganda Salazar, Subprocurador 
General de Justicia en la ciudad de Acapulco; li­
cenciado Miguel Ángel Zaragoza Reyes, Subde­
legado en la ciudad de Acapulco de la Procuradu­
ría General de la República; licenciado Gustavo 
Saavedra Astudillo, agente del Ministerio Públi­
co de la Federación, adscrito a la primera agencia 
investigadora en la ciudad de Acapulco, Gue­
rrero, y el perito Amador Alejandro Enríquez 
Ocampo, adscrito a la Delegación de Servicios 
Periciales del Distrito Judicial de Tabares. 

2.1. El 7 de junio de 1998, el licenciado Gustavo 
Saavedra Astudillo, entonces agente del Minis­
terio Público de la Federación, titular de la pri­
mera agencia investigadora en Acapulco Gue­
rrero, recibió una llamada telefónica a las 08:00 
horas, de parte de un teniente coronel de ape­
llido Ramírez, quien le hizo de su conocimien­
to los hechos ocurridos en las instalaciones de la 
escuela rural “Caritino Maldonado Pérez”, de 
la comunidad El Charco, Municipio de Ayutla 
de los Libres, Guerrero, lugar al cual fue tras­
ladado en compañía de personal de la Procura­
duría General de Justicia del Estado de Guerrero, 
por elementos del Ejército Mexicano, iniciando 
la averiguación previa 109/A1/98/B, en contra de 
quien resultara responsable en la comisión de los 
delitos de rebelión, conspiración y lo que resulte. 

Mediante un acuerdo del 8 de junio de 1998, 
el agente del Ministerio Público de la Federación 
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recibió y agregó a la indagatoria antes mencio­
nada las actuaciones practicadas ante el repre­
sentante social del fuero común, licenciado Igna­
cio López Badillo, adscrito a la Tercera Agencia 
Investigadora en el Distrito Judicial de Taba-
res, en el Estado de Guerrero. 

2.2. De la inspección ocular practicada por los 
servidores públicos señalados en el inciso ante­
rior, que obra agregada a las actuaciones ministe­
riales, se desprende que los elementos del Ejército 
Mexicano “sin previo aviso procedieron a levan­
tar todo el armamento y objetos, asegurándolos 
en un vehículo militar”, agregando que dichos 
representantes sociales no fueron trasladados con­
juntamente con los objetos, por un supuesto so­
brepeso manifestado por los militares. 

2.3. En cuanto a la conducta de los efectivos mi­
litares se puede inferir que ésta implicó una al­
teración al lugar de los hechos, la cual afectó 
las diligencias practicadas por parte del Minis­
terio Público para el debido esclarecimiento de 
los hechos ocurridos el 7 de junio de 1998, en la 
población El Charco, Municipio de Ayutla de 
los Libres, Guerrero, en los cuales fallecieron 
11 personas y resultaron lesionadas cinco de 27 
personas que fueron detenidas, entre ellas cin­
co menores de edad. Además de que los elemen­
tos del Ejército Mexicano aseguraron a los dete­
nidos y objetos materia del delito, los trasladaron 
a la IX Zona Militar, poniéndolos a disposición 
del Ministerio Público Militar, cuando ya se en­
contraba conociendo de los hechos el represen­
tante social de la Federación competente. 

2.4. En cuanto a las omisiones para la preserva­
ción del lugar de los hechos, el perito criminalis­
ta Amador Alejandro Enríquez Ocampo, adscrito 
al área de criminalística de la Delegación Aca­
pulco de Servicios Periciales de la Procuradu­
ría General de Justicia del Estado de Guerrero, 

con relación a la inspección ocular practicada 
el 7 de junio de 1998, describió en la Conside­
ración Segunda de su dictamen que estimaba 
que no se había preservado el lugar de los he­
chos ya que no se observó acordonada el área. 

2.5. A mayor abundamiento, el perito de esta 
Comisión Nacional señaló en su dictamen que en 
el caso del que se ocupa la presente Recomen­
dación se incurrió en diversas irregularidades, 
ya que el lugar de los hechos no fue preservado 
por parte de los efectivos militares, quienes in­
cluso alteraron el mismo, evitando de este modo 
que se lograra una adecuada preservación de los 
indicios, haciendo en consecuencia deficiente 
el resultado de los peritajes emitidos por la Pro­
curaduría General de Justicia Militar. 

Lo mencionado en el párrafo que antecede, 
según lo refiere el perito de esta Comisión Na­
cional, queda establecido en la fe ministerial del 
7 de junio de 1998, levantada por el licenciado 
Eleazar Ávila Palma, agente del Ministerio Pú­
blico del Fuero Común del Distrito Judicial de 
Tabares en el Estado de Guerrero, en la cual se 
consigna que los efectivos militares procedie­
ron a levantar el armamento y demás objetos 
asegurados en el lugar de los hechos, subiéndo­
los a un vehículo militar tipo Hummer, negán­
dose a permitir que el agente del Ministerio Pú­
blico Federal que se encontraba en el lugar se 
trasladara conjuntamente con los mismos. 

2.6. Lo anteriormente expuesto pone de mani­
fiesto que los efectivos militares que intervinie­
ron en los hechos debieron haber puesto a las 
personas detenidas, en forma inmediata, a dis­
posición del representante social de la Federa­
ción, debiéndose destacar que al haber sido tras­
ladado el representante social de la Federación 
al lugar de los hechos por elementos de la Se­
cretaría de la Defensa Nacional, el mismo ya se 
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encontraba conociendo de los hechos cuando 
se efectuó el traslado de las personas detenidas 
y los objetos que se habían asegurado a las ins­
talaciones militares. 

3. El 8 de junio de 1998, mediante un oficio sin 
número, el agente del Ministerio Público Mili­
tar remitió un desglose, en 88 fojas útiles, de la 
averiguación previa IXRM/14/98, poniendo a 
disposición del Ministerio Público de la Fede­
ración en turno a 27 detenidos, así como diver­
sos objetos, precisando que el armamento que­
daba a su disposición en las instalaciones del 
Campo Militar 27-A de la IX Región Militar. 

3.1. Durante el trámite de la indagatoria, el Mi­
nisterio Público Militar incurrió en diversas omi­
siones, toda vez que al tener conocimiento de 
los hechos y puesta a disposición de los objetos 
asegurados y de las personas detenidas, debió 
proceder de inmediato, en términos del artículo 
16 constitucional, párrafo cuarto, a ponerlos sin 
demora a disposición del Ministerio Público de 
la Federación, el cual se encontraba conocien­
do de los hechos 

3.2. Por otra parte, el agente del Ministerio Pú­
blico Militar es una autoridad que no ostenta, 
por disposición legal, el carácter de auxiliar del 
Ministerio Público de la Federación, de confor­
midad con el artículo 19 de la Ley Orgánica de 
la Procuraduría General de la República, situa­
ción que, incluso, ha sido definida por el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
el cual, al referirse a la participación del Ejér­
cito Mexicano en acciones civiles en favor de la 
seguridad pública, en situaciones en que no se 
requiere suspender las garantías individuales, 
ha sustentado la tesis jurisprudencial P. XXVII/ 
96, que aparece publicada en el Semanario Ju­
dicial de la Federación y su Gaceta, t. III, mar­
zo, 1996, p. 436: 

Ejército, Fuerza Aérea y Armada. Si bien pue­
den participar en acciones civiles en favor de 
la seguridad pública, en situaciones en que 
no se requiera suspender las garantías, ello 
debe obedecer a la solicitud expresa de las 
autoridades civiles a las que deberán estar 
sujetas, con estricto acatamiento a la Cons­
titución y a las leyes. Del estudio relaciona­
do de los artículos 16; 29; 89, fracción VI, y 
129, de la Constitución, así como de los an­
tecedentes de este último dispositivo, se de­
duce que al utilizarse la expresión “discipli­
na militar” no se pretendió determinar que 
las fuerzas militares sólo pudieran actuar, en 
tiempos de paz, dentro de sus cuarteles y 
en tiempos de guerra, perturbación grave de 
la paz pública o de cualquier situación que 
ponga a la sociedad en grave peligro o conflic­
to, fuera de ellos, realizando acciones para 
superar la situación de emergencia, en los 
términos de la ley que al efecto se emita. Es 
constitucionalmente posible que el Ejército, 
Fuerza Aérea y Armada, en tiempos en que 
no se haya decretado suspensión de garan­
tías, puedan actuar en apoyo de las autorida­
des civiles en tareas diversas de seguridad 
pública. Pero ello, de ningún modo pueden 
hacerlo “por sí y ante sí”, sino que es im­
prescindible que lo realicen a solicitud ex­
presa, fundada y motivada, de las autorida­
des civiles y de que en sus labores de apoyo 
se encuentren subordinados a ellas y, de 
modo fundamental, al orden jurídico previs­
to en la Constitución, en las leyes que de ella 
emanen y en los tratados que estén de acuerdo 
con la misma, atento a lo previsto en su ar­
tículo 133. 

4. En el informe rendido a este Organismo Na­
cional por el quinto agente adscrito a la Procu­
raduría General de Justicia Militar, que remitió 
el 11 de agosto de 1998, mediante el diverso DH/ 
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78965, del 5 de agosto de 1998, se destacan, en­
tre otras, las siguientes contradicciones: 

De las declaraciones ministeriales rendidas 
ante el Ministerio Público Militar, adscrito a la 
IX Región Militar, el coronel de Infantería di­
plomado de Estado Mayor Jorge Alberto Gue­
rra Tenorio, declaró que el día de los hechos, 

[...] al mando de personal de la Base de Ope­
raciones “Mejía”, y en reconocimiento noc­
turno efectuado el día 6 al 7 del presente mes 
y año (junio de 1998), en la aplicación de la 
operación “Azteca” [...] se observaron mo­
vimientos extraños de personas que se encon­
traban a inmediaciones de la escuela primaria 
de dicho lugar, percatándome que había una 
persona con arma larga y parecía que se en­
contraba desempeñando funciones de vi­
gilante, por lo que orden‚ al subteniente de 
Infantería Eduardo Sánchez Mejía que pro­
cediera a efectuar un reconocimiento en el 
área y cuando el civil armado se percató de 
la presencia del personal militar de inmediato 
se introdujo de nueva cuenta a la escuela, por 
lo que el oficial antes citado me dio parte de 
lo ocurrido, por lo que orden‚ un cerco [que] 
se estableciera en un perímetro de la citada 
escuela... 

Dicha declaración fue ratificada ante el Mi­
nisterio Público Federal y en su ampliación 
tampoco refiere que le hayan efectuado dispa­
ros de parte del grupo sedicente, como se afir­
ma en el inciso C) del informe rendido por la 
justicia militar, al señalar que “el personal que 
integraba la vanguardia detectó en la escuela de 
dicho poblado a varios individuos armados, los 
cuales al percatarse de la presencia del perso­
nal militar efectuaron disparos en su contra y 
corrieron rápidamente hacía la escuela...” Di­
cha versión no concuerda con la declaración del 

subteniente de Infantería Eduardo Sánchez Me­
jía, ni tampoco así con la del subteniente de In­
fantería Virgilio Antonio Gómez Campos, ele­
mentos del Ejército que conformaban parte del 
grueso de la columna de reconocimiento. 

4.1. Cabe destacar que una vez concluidos los 
hechos suscitados entre elementos del Ejército 
Mexicano y las personas que fueron señaladas 
como presuntos miembros del supuesto “Ejér­
cito Popular Revolucionario (EPR)”, consta en 
las actas ministeriales federales que un teniente 
coronel de apellido Ramírez hizo del conoci­
miento del agente del Ministerio Público de la 
Federación, licenciado Gustavo Saavedra As­
tudillo, tales hechos mediante una llamada tele­
fónica, la cual dio inicio a la averiguación pre­
via 109/A1/98/B, en cumplimiento a lo dispuesto 
por el artículo 117 del Código Federal de Pro­
cedimientos Penales. 

4.2. No obstante lo anterior, los elementos del 
Ejército Mexicano que participaron en los he­
chos, sin autorización de parte del Ministerio 
Público Federal o del representante social del 
fuero común del Estado de Guerrero, que tam­
bién ya había iniciado la indagatoria ALLE/01/ 
107/998 en la agencia investigadora del Distri­
to Judicial de Allende del Estado de Guerrero, 
el cual, de conformidad con el artículo 19 de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de 
la República, es un auxiliar suplementario del 
Ministerio Público de la Federación y no así 
el Ministerio Público Militar, mismo que no de­
bió haber recibido la puesta a disposición de los 
27 detenidos, por ser incompetente para cono­
cer de ello, como acertadamente lo señala en el 
punto II de su informe, que en lo conducente 
dice que: 

II. Efectivamente, los sujetos detenidos fue­
ron trasladados por vía aérea al 48o. Bata­
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llón de Infantería, y de ahí por vía terrestre 
al Cuartel General de la IX Región Militar, 
en donde inmediatamente fueron puestos a 
disposición del agente del Ministerio Públi­
co Militar adscrito a dicho mando territo­
rial, quien por incompetencia por razón de 
la materia, a su vez los puso a disposición 
del agente del Ministerio Público de la Fe­
deración de Acapulco, Gro.... 

4.3. A mayor abundamiento, en las diligencias 
que practicó el agente del Ministerio Público 
Militar en la indagatoria que inició con el regis­
tro IXRM/14/98, incurrió en diversas omisio­
nes, como es el no haber actuado de conformi­
dad con lo dispuesto por el cuarto párrafo del 
artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como por el ar­
tículo 193 del Código Federal de Procedimien­
tos Penales, preceptos que disponen que ante la 
presencia de un delito flagrante se deberá de po­
ner al indiciado sin demora a disposición de la 
autoridad inmediata, en este caso del Ministerio 
Público Federal. 

4.4. Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha emitido diversas tesis en ese senti­
do, que confirman lo anterior, como son: “Fuero 
de guerra, no puede extenderse su jurisdicción 
sobre personas ajenas al Ejército”, 5a. época. 
Instancia: Primera Sala. Fuente: Semanario Judi­
cial de la Federación, t. LVI, p. 1125; “Fuero de 
guerra”, 5a. época. Instancia: Primera Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 
t. XXX, p. 1643; “Fuero de guerra”, 5a. época. 
Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación, t. XV, p. 1334; “Confesión ren­
dida ante autoridades militares, valoración de 
la”, 8a. época. Instancia: Segundo Tribunal 
Colegiado del Sexto Circuito. Fuente: Semana­
rio Judicial de la Federación, t. VIII, agosto, 
p. 166. 

4.5. En consecuencia, se deduce que la conduc­
ta de los elementos del Ejército Mexicano que 
participaron en los hechos y el agente del Mi­
nisterio Público Militar violó los Derechos Hu­
manos contemplados en los artículos 13; 16; 
17; 21, y 102, apartado A, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como lo dispuesto por los artículos 117 y 193, del 
Código Federal de Procedimientos Penales; 57; 
81, fracción III; 82; 83; 301; 382; 422, fraccio­
nes I y V; 436, y 545, del Código de Justicia 
Militar. 

En el presente caso se vulneraron los precep­
tos constitucionales anteriormente señalados, en 
virtud de que primeramente los elementos del 
Ejército Mexicano, sin autorización de los re­
presentantes sociales del fuero federal y local 
que se encontraban en el lugar de los hechos el 
7 de junio de 1998, en la inspección ocular, dis­
pusieron de los objetos y huellas del delito tras­
ladándolos a la IX Zona Militar, en Cumbres 
de Llano Largo, Guerrero, con ello omitieron 
la preservación del lugar de los hechos, lo que 
repercutió en las investigaciones realizadas 
tanto por el representante social del fuero co­
mún como del federal. 

4.6. Por otra parte, los elementos del Ejército 
Mexicano pusieron a disposición del agente del 
Ministerio Público Militar los objetos y huellas 
del delito asegurados, así como a las 27 perso­
nas detenidas, situación que en su informe ren­
dido por la Procuraduría General de Justicia Mi­
litar reconoce que dictó un auto de acuerdo por 
incompetencia, pero practicó diligencias que 
no le correspondían realizar, tales como las se­
ñaladas en los párrafos que anteceden, por ya 
estar conociendo de los hechos las autoridades 
civiles, Procuraduría General de la República y 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Guerrero. 
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4.7. A mayor abundamiento y respecto de las 
actuaciones practicadas por el agente del Mi­
nisterio Público Militar, adscrito a la IX Re­
gión Militar, aun suponiendo sin conceder que 
hubiese estado facultado para iniciar la averi­
guación previa en contra de los civiles deteni­
dos en la misma, incurrió en diversas irregula­
ridades, como son las relativas a: 

a) Haber asentado en sus actuaciones que los 
señores Adrián Patriarca Agustina (sic) y Pe­
dro Barrera Daniel rindieron su declaración a 
la misma hora, el mismo día, ante el mismo agen­
te del Ministerio Público Militar, con los mis­
mos testigos de asistencia y el mismo defensor 
de oficio de la justicia militar. 

b) Haber designado al licenciado en Derecho, 
Luis Hernández Mejía, como defensor de oficio 
tanto para los civiles como para los elementos 
del Ejército Mexicano que rindieron declaración. 

c) Haber asentado en sus actuaciones que los 
elementos del Ejército Mexicano coronel de In­
fantería diplomado de Estado Mayor Jorge Al­
berto Guerra Tenorio y subteniente de Infante­
ría Virgilio Antonio Gómez Campos rindieron 
su declaración a la misma hora, el mismo día, 
ante el mismo agente del Ministerio Público Mi­
litar, con los mismos testigos de asistencia y el 
mismo defensor de oficio de la justicia militar. 

4.8. El agente del Ministerio Público Militar 
también incurrió en contradicciones en la prác­
tica de sus actuaciones en la indagatoria IXRM/ 
14/98, al señalar en los generales de los deteni­
dos de nombres Esteban Leobardo Epitacio, Ber­
nabé García de Jesús, Maletón Castro Morales 
(sic), Arcadio Fredo Martínez y Pedro Barrera 
Daniel, todos ellos habitantes de diversos mu­
nicipios, que no sabían leer ni escribir y no en­
tendían español ya que sólo hablaban mixteco. 

Al respecto, se cuestiona ¿cómo obtuvo el agente 
del Ministerio Público Militar sus datos gene­
rales?, además de que en las actuaciones se asien­
ta que en ese momento no había un perito traduc­
tor, luego entonces, también resulta cuestionable 
el saber ¿de qué manera les hicieron saber sus be­
neficios constitucionales y cómo entendieron 
su deseo de nombrar a un defensor de oficio? 

4.9. En cuanto al dictamen pericial solicitado 
por el Ministerio Público Militar, es importan­
te precisar que en el mismo no se señaló el re­
sultado del examen practicado a tres personas 
de nombres Maletón Castro Morales (sic), Ber­
nabé García de Jesús y Pedro Esteban Ávila, 
sin explicar el motivo por el cual no se mencio­
naron dichos resultados o, en su caso, la razón 
por la que no se practicaron los mismos. De la 
misma manera, el mencionado dictamen resul­
ta incompleto, ya que en el peritaje aludido en la 
conclusión tercera señaló que “quedaba pendien­
te de rendirse el resultado relativo a las mues­
tras obtenidas en las manos de los 11 cadáveres 
que tuvo a la vista en las instalaciones del Ser­
vicio Médico Forense”, sin que explicara las 
razones que motivaron dicha omisión. 

4.10. Es importante señalar que el agente del Mi­
nisterio Público Militar, en la indagatoria IXRM/ 
14/98, mediante comparecencia tomó la decla­
ración de 57 elementos del Ejército Mexicano 
que participaron o tuvieron conocimiento de los 
hechos ocurridos el 7 de junio de 1998 en la co­
munidad El Charco, Municipio de Ayutla de los 
Libres, Guerrero; en dichas declaraciones se apre­
cia que algunos de ellos fueron protestados y otros 
exhortados para conducirse con verdad en su de­
claración, a estos últimos se les nombró como 
defensor de oficio al teniente de Justicia Militar 
y licenciado Luis Hernández Mejía, quien tam­
bién fungió como defensor de los probables res­
ponsables ante el mismo representante social mi­
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litar; además, a algunos de los elementos del Ins­
tituto Armado se les hizo saber los beneficios 
del artículo 20 constitucional y a otros los derechos 
que contempla el artículo 429 del Código de Jus­
ticia Militar. 

5. Para efectos de la presente Recomendación 
resulta relevante la declaración rendida por el 
subteniente de Infantería Eduardo Sánchez Me­
jía, el 13 de junio de 1998, la cual, en sus partes 
conducentes, consigna lo siguiente: 

Que el día 6 de junio del año en curso venía 
conformando la vanguardia de la columna 
en reconocimiento nocturno efectuado del 
día 6 al 7 de junio, al mando del ciudadano 
coronel de Infantería diplomado de Estado 
Mayor Jorge Alberto Guerra Tenorio, co­
mandante del 78o. Batallón de Infantería, y 
aproximadamente como a las tres y media o 
cuatro de la mañana del día 7 del mismo mes 
y año, cuando llegaron al poblado El Char­
co, Municipio de Ayutla de los Libres, Gue­
rrero, al estar como a 150 metros de la escuela 
del lugar observó una luz por unos dos o 
tres segundos, y como había también luz de 
luna, alcanzó a ver las siluetas de tres in­
dividuos que portaban armas largas, en los 
costados de la escuela, como realizando fun­
ciones de vigilantes [...] y procedió a avan­
zar rumbo a la escuela, que se encuentra en 
lo alto de la ladera haciéndolo acompaña­
do de los cabos de Infantería [...] sucediendo 
que como a unos 15 metros de distancia uno 
de los individuos armados se percató de que 
se acercaba y les hizo dos o tres disparos, 
no impactando a nadie, inmediatamente los 
tres sujetos se metieron a los salones de la es­
cuela, por lo que siguieron a la escuela has­
ta llegar a un bordo de piedra que circunda 
la escuela, el cual saltó el declarante y se 
asomó por la ventana de uno de los salones, 

viendo que en el interior se encontraban unas 
20 o 30 personas y cubiertos del rostro, que 
en ese momento se estaban levantando, vien­
do que varios de ellos tenían armas largas, en 
ese momento les gritó que no se movieran que 
era el Ejército Mexicano, que dejaran sus 
armas, escuchando que en esos momentos 
empezaron a decir entre ellos los individuos 
que ya había valido madre y continuaban le­
vantándose con sus armas, por lo que al ver 
esto, optó por regresar y cubrirse atrás del 
bordo donde se encontraban los otros cua­
tro elementos militares, y ya ahí les empezó 
a gritar nuevamente que entregaran sus ar­
mas, [...] después de unos tres o cuatro mi­
nutos llegó el coronel Guerra Tenorio con 
el grueso del personal [...] ordenó que se 
distribuyera al personal alrededor de la es­
cuela... 

5.1. Por otra parte, en la declaración ministerial 
rendida por el subteniente de Infantería Virgi­
lio Antonio Gómez Campos, el 9 de junio de 
1998, ante el representante social de la Federa­
ción, el deponente dijo: 

Realicé un despliegue al frente y del costado 
izquierdo de la escuela, y la otra parte del 
agrupamiento lo hizo en sentido contrario 
[...] que el agrupamiento al que pertenece 
traía armamento consistente en fusiles auto­
máticos G-3, calibre 7.62 x 51 mm, pistolas 
ametralladoras MP-5, calibre 9 x 10 mm, y 
aditamento lanza granadas M203PI calibre 
40 mm. 

Lo expuesto pone de manifiesto que el agen­
te del Ministerio Público Militar, en su propuesta 
de archivo con las reservas de ley y una vez de­
terminada la procedencia de la misma, de sus 
razonamientos lógico-jurídicos concluyó lo si­
guiente: 

132 



Recomendaciones 

[...] el personal militar relacionado con los 
hechos descritos actuó lícitamente, de lo cual 
resulta que si bien es cierto su conducta fue 
típica, también lo es que existe en su favor 
una circunstancia excluyente de responsabili­
dad, dispuesta por el artículo 119, fracción 
III, del Código de Justicia Militar; por tal 
motivo también se desprende que la conducta 
desplegada no infringe la disciplina militar, 
como lo establece el artículo 57 del propio 
Código Foral. 

Finalmente, es conveniente señalar que si bien 
conforme a Derecho corresponde al Ministerio 
Público Militar valorar, calificar y determinar su 
resolución de archivo con las reservas de ley, que 
excluyó la probable responsabilidad de los ele­
mentos del Ejército Mexicano respecto de los he­
chos que se le imputan en el expediente de queja 
que dio origen a la presente Recomendación, no 
es menos cierto que legalmente le corresponde a 
la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos señalar las violaciones a la legalidad que 
cometieron dichos elementos del Ejército al no 
preservar y distorsionar el lugar de los hechos, 
pero mayormente, al incumplir con lo dispues­
to por el artículo 16 constitucional, al no haber 
puesto de inmediato a disposición de la autoridad 
competente, que además se encontraba presen­
te en el lugar de los hechos, a los detenidos en 
flagrancia por los hechos multicitados. 

En consecuencia, la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos se permite formular respe­
tuosamente a usted, Secretario de la Defensa Na­
cional, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dé la intervención que legalmente 
le corresponda al órgano de Inspección y Con­

traloría General del Ejército y Fuerza Aérea Me­
xicana, a fin de que de acuerdo con su normati­
va inicie una investigación administrativa en 
contra de los miembros del Ejército Mexicano 
que participaron tanto en la implementación 
como en la ejecución del operativo del 7 de ju­
nio de 1998, que culminó con los hechos ocu­
rridos en la comunidad El Charco, Municipio 
de Ayutla de los Libres, Guerrero, mismos que 
con su conducta contribuyeron a la indebida pre­
servación del lugar de los hechos y pusieron a 
disposición del Ministerio Público Militar a los 
civiles detenidos, infringiendo con ello lo dis­
puesto por el artículo 16 de la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, al no 
poner a disposición del Ministerio Publico de la 
Federación a las personas detenidas, siendo que 
éste era la autoridad inmediata competente. Una 
vez que se hayan iniciado los procedimientos 
referidos se deberá dar cuenta a esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos de las ac­
tuaciones que se hayan practicado desde el ini­
cio de su intervención hasta la conclusión de las 
mismas. 

SEGUNDA. De igual forma, se dé la interven­
ción que legalmente le corresponda a la Procu­
raduría General de Justicia Militar, la cual a tra­
vés de su órgano de control interno y de acuerdo 
con su normativa inicie una investigación ad­
ministrativa en contra del agente del Ministerio 
Público Militar, mayor de Justicia Militar y li­
cenciado Francisco de Jesús Pérez Chávez, quien 
a consideración de este Organismo Nacional pre­
suntamente incurrió en las irregularidades que 
han quedado precisadas en el cuerpo de la presen­
te Recomendación. Una vez que se hayan inicia­
do los procedimientos referidos, se deberá dar 
cuenta a esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos de las actuaciones que se hayan prac­
ticado desde el inicio de su intervención hasta 
la conclusión de las mismas. 
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TERCERA. Se dé intervención a la Procuradu­
ría General de Justicia Militar a efecto de que 
en el ámbito de su competencia y dentro de la 
averiguación previa IXRM/14/98 tome en consi­
deración todas las conductas contrarias a los De­
rechos Humanos que se han señalado en el cuerpo 
de la presente Recomendación, y determine si 
éstas integran o no responsabilidad penal para los 
elementos del Ejército Mexicano que incurrie­
ron en las mismas, emitiendo la determinación 
que en Derecho proceda, remitiendo una copia 
de tales actuaciones a esta Comisión Nacional. 

CUARTA. Por las vías de comunicación e ins­
trucciones idóneas deberá reiterarle a todos los 
elementos del Instituto Armado que tengan par­
ticipación en acciones civiles a favor de la se­
guridad pública, en situaciones en las cuales no 
se haya decretado la suspensión de garantías in­
dividuales, que en la ejecución de tales acciones 
no se afecten los derechos fundamentales de los 
gobernados y específicamente de las comunida­
des indígenas, aun en el supuesto de que sus ha­
bitantes sean detenidos en flagrante delito, ya 
que nuestro orden jurídico no le permite al per­
sonal de la Secretaría de la Defensa Nacional 
rebasar los principios de legalidad y seguridad 
jurídica que garantiza la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como los 
tratados y convenciones internacionales en ma­
teria de Derechos Humanos firmados y ratifi­
cados por nuestro país, lo cual debe realizarse 
utilizando los medios que sean idóneos, inclu­
sive incorporando a las órdenes escritas esta 
prevención. 

QUINTA. Gire sus instrucciones al Procurador 
General de Justicia Militar, a fin de que elabore 
una circular dirigida a los integrantes del Ejército 
Mexicano, delimitando en la misma las funcio­
nes específicas del agente del Ministerio Públi­
co Militar relativas a que cuando tenga conoci­

miento de hechos competencia del Ministerio 
Público de la Federación se abstenga de practi­
car cualquier tipo de actuación sobre las hue­
llas o vestigios del hecho delictuoso, los instru­
mentos o cosas objeto del mismo, cuando ya se 
encuentra conociendo de los hechos el Ministe­
rio Público del fuero federal o común, con base 
en lo dispuesto por el artículo 13 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Asimismo, para cualquier miembro del Ejérci­
to Mexicano deberá precisar que cuando se de­
tenga en flagrancia a cualquier persona, en el 
supuesto establecido por el cuarto párrafo del 
artículo 16 constitucional, deberá poner a la mis­
ma inmediatamente, sin demora o excepción al­
guna, a disposición de la autoridad competente. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer 
una declaración respecto de una conducta irre­
gular de servidores públicos en el ejercicio de 
las facultades que expresamente les confiere la 
Ley como de obtener la investigación que pro­
ceda por parte de las dependencias administrati­
vas o cualesquiera otras autoridades competentes 
para que, dentro de sus atribuciones, apliquen las 
sanciones conducentes y se subsane la irregula­
ridad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, solicito a usted que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomenda­
ción, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a esta no­
tificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a usted que, en su caso, las pruebas 
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correspondientes al cumplimiento de la Reco­
mendación se envíen a esta Comisión Nacional 
dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo 
para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la presente Recomen­
dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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